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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, octubre 1% de 1985. 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extra- 
ordinaria, a solicitud de varios señores legisladores, ma- 
ñana miércoles 2, a la hora 18 y 30, a fin de considerar 
el proyecto de ley por el que se introducen modificacio- 
nes al régimen de arrendamientos urbanos. 


(Carp. N%* 15 - Rep. N9 6 y N9 7) 
LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Gonzalo Aguirre Ra- 
míirez, José "Germán Araújo, Hugo Batalla, Eercilia Bomio 
de Brum, Rodolfo Canabal, Eugenio Capeche, Pedro W. 
Cersósimo, Carlos W. Cighiuti, Juan Carlos Fá Robaina, 
Juan Raúl Ferreira Sienra, Manuel Flores Silva, Reinaldo 
Gargano, Raumar Jude, Luis Alberto Lacalle Herrera, 

" Oscar Lenzi, Enrique Martínez Moreno, Carminillo Mede- 
ros da Costa, Dardo Ortiz, Wilfredo Penco, Luis Bernardo 


Pozzolo, Américo Ricaldoni, Luis A. Senatore, Juan A. 
Singer, Uruguay Tourné, Alfredo Traversoni, Francisco 
Mario Ubillos, Juan J. Zorrilla y Alberto Zumarán; y los 
señores representantes Numa Aguirre Corte, Guillermo 
Alvarez, Juan Justo Amaro, Abayubá Amen Pisani, Er- 
nesto Amorín Larrañaga, Jorge Andrade Ambrosoni, Fa- 
nny Arón, Nelson Arredondo, Angel Arour, Héctor Barón, 
Honorio Barrios Tassano, Juan A. Bentancur, Carlos Ber- 
tacchi, Edgard Bonilla, Federico Bouza, Alberto Brause, 
César 'Brum, José F. Bruno, Mario Cantón, Cayetano Ca- 
peche, Tabaré Caputi, Carlos A. Cassina, Washington 
Cataldi, Raúl Cazaban Goncalves, José Cerchiaro San 
Juan, Juan Pedro Ciganda, Jorge Conde Montes de Oca, 
Amílcar Cordones, Victor Cortazzo, Oscar de la Sovera, 
José Díaz, Ruben Escajal, Yamandú Fau, Carlos M. Fre. 


“sia, Ruben E. Frey Gil, Juan J. Fuentes, Jorge Gandirí, 


Carlos Garat, Alem García, Oscar Gestido, Héctor, Goñi 
Castelao, Hugo Granucci, Ramón Guadalupe, Arturo Gue- 
rrero, Luis Alberto Heber. Luis A. Hierro López, Walter 
Isi, Luis Ituño, Eduardo Jaurena, Raúl Lago, Daniel La. 
mas, Ariel Lausarot, Nelson Lorenzo Rovira, Jorge Machi. 
fiena, Oscar Magurno, Miguel Manzi, Luis José Martínez, 
Orosmán Martínez, Eden Melo Santa Marina, Pablo mMi- 
Mor, Clemente Muñoz, Carlos E. Negro, Antonio Nión, 
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Francisco José Ottonelli, Juan A. Oxacelhay, Ope Pasquet 
Iribarne, Ramón Pereira Pabén, Juan Pintos Pereira, Car- 
los Pita Alvariza, Lucas Pittaluga, Elias Porras Larralde, 
Baltasar Prieto, Alfonso Requiterena Vogt, Edison Rijo, 
Gilberto Ríos, Héctor Lorenzo Rios, Ricardo Recha Imaz, 
Carlos Rodríguez Labruna, Hebert Rossi Pasina, Walter 
Santoro, Guillermo Seré, Yamandú Sica Blanco, Bartolo 
Mauro Silva, Jorge Silveira Zavala, Carlos Soares de Li. 
ma, Carlos Norberto Soto, Guillermo Stirling, Andrés 
Toriani, Víctor Vaillant, Gustavo Varela, Tabaré Viera, 
Alfredo Zaffaroni Ortiz y Edison Zunini, 


FALTAN: con licencia, los señores senadores José Pe- 
dro Cardoso, Guillermo García Costa, Eduardo Paz Agui- 
rre y A. Francisco Rodríguez Camusso y los señores repre- 
sentantes Nelson Alonso, Roberto Asiain, Javier Barrios 
Anza, Julio Daverede, Luis A. Espinosa, Francisco Forteza, 
Washington García Rijo, Marino Irazoqui, Héctor Lesca. 
no, Oscar López Balestra, Antenio Marchesano, León Mo. 
relli y Raúl Rosales; con aviso, el señor senador Juan 
Martín Posadas y el señor representante Eber Da Rosa; 
y sin aviso, los señores representantes Rubens Francoli. 
no, Ricardo Lombardo, Julio Maimó Quintela, Yamandú 
Rodríguez y Héctor Sturla. 


3) SOLICITUD DE SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. -—— Habiendo número, está 
abierto el acto. 
(Es la hora 18 y 52 minutos) 
Dése cuenta de una solicitud de sesión. 
(Se da de la siguiente: ) 
“Varios señores senadores solicitan se Cite al Cuerpo 
a fin de considerar el asunto que en el mismo pedido 
se menciona.” 


Léase. 
(Se lee:) 


“Montevideo, 30 de setiembre de 1985. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Dr. JORGE BATLLE 


Presente. 


Los abajo firmantes solicitamos a Ud. se cite a la 
Asamblea General para el próximo miércoles 2, a la hora 
18 y 30, a fin de considerar el proyecto de ley por el que 
se introducen modificaciones al régimen de arrendamien- 
tos urbanos. 


Saludamos a Ud. atentamente. 


Luis Ituño, Elías Porras Larralde, Alfredo Zaffaroni, 
Jorge Gandini, Luis J. Martínez, Yamandú Sica 
Blanco, Oscar Magurno, Carlos A. Cassina, Abayubá 
Amen Pisani, Héctor N. Barón, José Germán Araújo, 
Gonzalo Aguirre, Wilfredo Penco, Luis A. Senatore, 
Enrique Martínez Moreno. Legisladores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar si se desea 
celebrar sesión. 


(Se vota: ) 


—100 en 101. Afirmativa, 
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4) ARRENDAMIENTOS URBANOS. ; 
Normas de emergencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Está abierta la sesión. 

Se entra a considerar el proyecto de ley por el que 
se introducen modificaciones al régimen de arrendamien- 
tos urbanos. (Carp. N? 15/85 - Reps. Nos. 6 y 7 y Anexo 1) 

(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 15/85 
Rep. N* 6/85. 


Cámara de Representantes 
N9 1379 


Montevideo, 4 de setiembre de 1985. 
Señor Presidente de la Asamblea General, 
doctor Enrique E. Tarigo. 


Por Resolución de la Cámara, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 135 de la Constitución de la Re- 
pública, tengo el honor de dirigirme al señor Presidente 
a efectos de que se sirva convocar a la Asamblea Gene- 
ral, a fin de resolver las divergencias surgidas en la san- 
ción del proyecto de ley por el que se establecen normas 
de emergencia en materia de arrendamientos urbanos. 


Saludo al señor Presidente con mi más alta consi- 


- deración. 


Antonio Marchesano, Presidente. Horacio D. Cata. 
lurda, Secretario. 


CAPITULO 1 
De los arrendatarios buenos pagadores 


Artículo 1? (Rescisión unilateral del contrato) — Los 
contratos de arrendamiento con destino a casa-habitación, 
celebrados con anterioridad a la fecha de vigencia de 
esta ley, y que tengan a dicha fecha más de un año de 
duración, podrán ser rescindidos unilateralmente por el 
inquilino. 


En este caso el inquilino deberá estar al día, en el 
momento de la entrega del bien, en el pago de los alqui- 
leres devengados hasta esa fecha y demás prestaciones 
que adeudare, o haber celebrado con el arrendador un 
convenio escrito de pago por el monto de lo adeudado. 


Los arrendatarios dispondrán de un plazo. de noventa 
días, a partir del siguiente al de la fecha de vigencia de 
la presente ley, para hacer uso del derecho de rescisión 
unilateral del contrato de arrendamiento y comunicarle 
su decisión al arrendador por acta notarial, telegrama 
colacionado u otros medios fehacientes. 


La rescisión se perfeccionará con la notificación al 


“arrendador de la manifestación de voluntad rescisoria del 


arrendatario. La fecha de la efectiva restitución de la 
finca al arrendador será a los treinta días inmediatos al 
de la notificación. Si el arrendatario no diere cumpli- 
miento a la efectiva restitución del inmueble, el arren- 
pre podrá demandar su desalojo con el plazo de veinte 
ías. 


Los plazos previstos por este artículo se contarán en 
días «corridos sin interrupción de clase alguna. 


Art. 22 (Clausura de procedimientos) — Los arren- 
datarios que se hubieran acogido a la reforma del plazo 
de desalojo haciendo uso de la facultad acordada por el 
artículo 52 del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de julio de 
1974, serán considerados buenos pagadores a todos sus 
efectos, clausurándose de Oficio los juicios contra ellos 
pendientes siempre que, a la fecha de entrada en vigen- 
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cia de la presente ley, se encuentren al día en el pago de 
los alquileres y demás prestaciones que correspondan. 


Art. 3% (Suspensión de lanzamientos) — Los lanza- 
mientos dispuestos o que se dispongan contra arrendata- 
rios o subarrendatarios buenos pagadores, de fincas ur- 
banas o suburbanas destinadas a casa-habitación, queda- 
tán suspendidos en su cumplimiento efectivo hasta el 31 
de diciembre de 1985. 


Exceptúanse los lanzamientos decretados de confor- 
midad con lo dispuesto en los numerales 1%, 3% y 4% del 
artículo 24; en los artículos 33, 34 y 59; en el inciso cuar- 
to del artículo 63, y en el inciso segundo del artículo 64 
del Decreto-Ley N?% 14,219, de 4 de julio de 1974 y en el 
artículo 15 de la Ley N?* 9.624, de 15 de diciembre de 1936, 
modificativas y concordantes. 


La disposición del inciso primero de este artículo no 
comprende a los arrendatarios a que se refiere la Sección 
3 del Capítulo X del Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio 
de 1974, los que seguirán rigiéndose por las normas allí 
establecidas. 


CAPITULO II 
De los precios 


Artículo 4% (Precios) — Los reajustes anuales de los 
alquileres que se produzcan en el período comprendido 
entre el 1% de marzo de 1985 y el 28 de febrero de 1986 
(artículos 14 y 15 del Decreto-Ley N? 14,219, de 4 de julio 
1974), se harán efectivos en la forma siguiente: 


A) En los arredamientos destinados a casa-habita- 
ción el reajuste del alquiler será equivalente al 
20% (veinte por ciento) del respectivo índice de 
actualización, cuando el alquiler no supere los N$ 
2.500 (dos mil quinientos nuevos pesos) mensua- 
les; al 30% (treinta por Ciento) del índice, sobre 
alquileres mayores de N$ 2.500 (dos mil quinientos 
nuevos pesos) y no superiores a N$ 3.500 (tres mil 
quinientos nuevos pesos) mensuales; al 40% (cua- 
renta por cientp) del índice, sobre alquileres ma- 
yores de N$ 3. (tres mil quinientos nuevos pe- 
sos) y no superiores a N$ 5.500 (cinco mil qui: 
nientos nuevos pesos) mensuales; al 50% (cin- 
cuenta por ciento) .del índice, sobre alquileres 
mayores de N$ 5.500 (cinco mil quinientos nuevos 
pesos) y no superiores a N$ 7.500 (siete mil qui- 
quinientos nuevos pesos) mensuales; al 40% (cua- 
ta por ciento) del índice, sobre alquileres mayo: 
res de N$ 7.500 (siete mil quinientos nuevos pe- 
sos) y no superiores a N$ 9.000 (nueve mil nuevos 
pesos) mensuales; y al 80% (ochenta por ciento) 
del índice, sobre «Ylquileres mayores de N$ 9.000 
(nueve mil nuevos pesos) y no superiores a N$ 
10.500 (diez mil quinientos nuevos pesos) men- 
suales. A los alquileres de más de N$ 10.500 (diez 
mil quinientos nuevos pesos) mensuales, se les 
aplicará la totalidad del respectivo índice de ac- 
tualización. Ú 


B) En los arrendamientos para industria, comercio y 
otros destinos, el reajuste del alquiler será equi- 
valente al 50% (cincuenta por ciento) del respec- 
tivo índice de actualización cuando se trate de 
alquileres no superiores a los N$ 17.500 (diecisie- 
te mil quinientos nuevos pesos) mensuales; al 
60% (sesenta por ciento) del índice, sobre los al: 
quileres mayores de N$ 17.500 (diecisiete mil quíi- 
nientos nuevos pesos) y no superiores a N$ 26.500 
(veintiséis mil quinientos nuevos pesos) mensua- 
les; y al 70% (setenta por ciento) del índice so- 
bre los alquileres mayores de N$ 26.500 (vein- 
tiséis mil quinientos nuevos pesos) y no superio- 
res a N$ 35.000 (treinta y cinco mil nuevos pe- 
s0s) mensuales. A los alquileres de más de N$ 
35.000 (treinta y cinco mil nuevos pesos) mensua- 
les, se les aplicará la totalidad del respectivo ín- 
dice de actualización. 
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C) Las escalas de precios de los arrendamientos esta- 
blecidos en los literales anteriores, refieren a los 
vigentes a la fecha de los respectivos ajustes, 


D) Los nuevos importes de los alquileres reajustados 
conforme a lo dispuesto en los literales A) y B) 
regirán, en todos los casos, por períodos de un 
año. 


Art, 52 — Los arrendadores que, en base a rea- 
justes del precio de los arrendamientos aplicados a partir 
del 19 de marzo de 1985 y hasta la fecha de vigencia de 
esta ley, hayan percibido.en este. período sumas mayores 
a las que resulten del reajuste preceptuado en los litera- 
les A) y B) del artículo anterior, reintegrarán a sus 
arrendatarios la diferencia, en doce cuotas mensuales, 
iguales y consecutivas, cuyo importe se descontará de los 
alquileres futuros. En ningún caso el importe a percibir 
por el arrendador, incluida la deducción de la cuota de 
reintegro, será inferior al monto del alquiler vigente al 
28 de febrero de 1985. 


Art. 6? — Lo dispuesto en este Capítulo no regirá res- 
pecto de los contratos de arrendamiento con destino a ca- 
sa-habitación, celebrados con anterioridad a la vigencia 
del Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974. 


COPITULO 11I 
De los arrendatarios deudores 


Artículo 72 — (Clausura de los procedimientos). — 
Los arrendatarios con intimación de desalojo por malos 
pagadores dispondrán de un plazo de sesenta días, a par- 
tir de la fecha de vigencia de esta ley, para obtener la 
clausura del juicio de desalojo mediante el pago de los 
alquileres adeudados y demás prestaciones que correspon- 
dan más un 15% (quince por ciento) de su importe en 
concepto de única indemnización al actor por intereses 
y demás gastos causídicos. 


La clausura se dispondrá sin más trámite por el juez 
actuante, aun en la etapa de lanzamiento y comprende- 
rá igualmente al juicio ejecutivo por cobro de alquileres 
si se hubiere promovido. 


Igual beneficio obtendrán aquellos que optaren, den- 
tro del mismo plazo, por pagar los alquileres y restantes 
prestaciones adeudadas con más el 30% (treinta por cien- 
to) en concepto dé única indemnización al actor por in- 
tereses y demás gastos causídicos, en cuotas indivisibles - 
y simultáneas con el pago del alquiler y equivalente al 20% 
(veinte por ciento) del monto de éste. 


El juicio quedará en suspenso mientras se paga lo 
adeudado y se clausurará sin otro trámite con el pago de 
la última cuota de la deuda. Si el inquilino se atrasare 
dos meses en el pago del alquiler y de la cuota por atra- 
sos, caducará este beneficio y el arrendador podrá con- 
tinuar el juicio de desalojo. 


Exceptúanse de los beneficios establecidos en el pre- 
sente artículo los juicios promovidos por la Contaduría 
General de la Nación contra inquilinos malos pagadores. 


Art. 82 — Los arrendatarios cuyos alquileres fueron 
reajustados a partir del 1% de enero de 1985, podrán pa: 
gar sus adeudos por alquiler y demás prestaciones acce- 
sorias, generados entre la fecha de aplicación del respec- 
tivo reajuste y la de vigencia de esta ley, en cuotas men- 
suales y consecutivas equivalentes al 20% (veinte por 
ciento) del monto del alquiler correspondiente, cuyo pago 
será indivisible con el del alquiler mismo. En caso de op- 
tar por esta fórmula de pago, deberán comunicarlo al 
arrendador dentro de los treinta días corridos siguientes 
al de la fecha de vigencia de esta ley, por acta notarial, 
telegrama colacionado u otros medios fehacientes. 
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CAPITULO IVY 
De las Casas de Inquilinato, Hoteles, Pensiones, 
Moteles y Afines 


Artículo 9% — Serán considerados arrendatarios a to- 
dos los efectos legales los ocupantes de casas de inquili- 
nato, hoteles, pensiones, moteles y, en general, todo esta- 
blecimiento que reciba huéspedes, no inscriptos en el Re- 
gistro a cargo de la Dirección Nacional de Turismo( Le- 
yes Nros. 13.659, de 2 de junio de 1968; 14.057, de 3 de te- 
brero de 1972 y 14.106, de 14 de marzo de 1973), o cuya 
inscripción hubiese caducado o hubiese sido cancelada, 
caducare O-se cancelare. 


Art. 10. — La Dirección Nacional de Turismo deberá 
inspeccionar mensualmente los establecimientos inscrip- 
tos como hoteles. pensiones, moteles y afines, a los efec- 


tos de determinar si en ellos se da cumplimiento al con- : 


trato de hospedaje que deben celebrar con sus huéspedes. 


La citada Dirección procederá igualmente, a solicitud 
de parte, a efectuar las inspecciones 'dispuestas en el in- 
ciso anterior. 


Si la Dirección Nacional de Turismo comprobare 
transgresión, que dé lugar a la cancelación de la inscrip- 
ción del establecimiento en falta, lo dispondrá de contor- 
midad con el procedimiento establecido por los artículos 
21, 22, 23, 24, 25 y 26 del Decreto-Ley N% 14,335, de 23 
de diciembre de 1974: lo comunicará de inmediato al 
Banco Hipotecario del Uruguay y, a la vez, notificará a 
los ocupantes de dicho establecimiento, por medio de Ce- 
dulén colocado en lugar visible del mismo, que tienen 
calidad de inquilinos. 


Art. 11. — La Dirección Nacional de Turismo entre- 
gará al interesado una constancia de la no inscripción 
del establecimiento en el Registro pertinente o, en su Ca- 
so, de su caducidad o cancelación, que lo habilitará para 
acreditar su calidad de arrendatario a todos sus efectos. 


Art. 12. — El Banco Hipotecario del Uruguay fijará, 
a solicitud de cualesquiera de las partes. el alquiler men- 
sual que corresponda abonar a los ocupantes de las ha- 
bitaciones de casas de inquilinato, hoteles, pensiones, mo- 
teles y afines, no inscriptos en el Registro a Cargo de la 
Dirección Nacional de Turismo, o cuya inscripción hubie- 
se caducado o hubiese sido cancelada, caducare o se can- 
celare. 


Para el cumplimiento de este cometido, el Banco po- 
drá requerir el auxilio de la fuerza pública. 


El Banco Hipotecario del Uruguay deberá expedirse 
en un plazo no mayor de treinta días hábiles a partir de 
la fecha de la respectiva solicitud y el alquiler que de- 
termine regirá desde dicha fecha. 


Dentro de los treinta días hábiles siguientes al de la 
notificación de la resolución del Banco Hipotecario del 
Uruguay estableciendo el precio del arrendamiento, las 
partes podrán promover ante el Juzgado competente la 
acción de revisión de dicho precio, la que no tendrá efec- 
to suspensivo. 


El procedimiento será el previsto por los artículos 591 
a 594 inclusive del Código de Procedimiento Civil, desig- 
nándose de oficio un único perito. La setencia que se 
áicte no será susceptible de recurso alguno y el alquiler 
que se fije regirá desde la fecha de la última notifica- 
ción a las partes. 


Art. 13. — Si el titular del establecimiento comercial 
(hotel, pensión, motel, casa de inquilinato o afines) fuese 
a sú vez arrendatario del inmueble, e incumpliere su 
obligación de pago del alquiler, los ocupantes del mis- 
mo, una vez declarados inquilinos (artículos 99, 10 y 11), 
podrán subrogarlo frente al arrendador. En tales casos, 
las intimaciones de pago y de desalojo deberán además 
notificarse personalmente a dichos ocupantes, so pena de 
nulidad de los procedimientos. 
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CAPITULO V 
De los asentamientos marginales 


Artículo 14. — (Suspensión de lanzamientos). — Sus: 
péndense hasta el 31 de diciembre de 1985, los lanzamien- 
tos contra los ocupantes, a cualquier título, de los asen- 
tamientos marginales, existentes al 15 de abril de 1985. 


CAPITULO VI 
De las disposiciones generales 


Artículo 15. — (Clausura del juicio). — Sustitúyese 
el artículo 51 del Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 
1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 51. — Los juicios de desalojo contra 
morosos pagadores quedarán clausurados si dentro del 
plazo para oponer excepciones el inquilino consigna- 
re la suma adeudada, con más el 30% (treinta por 
ciento) de la misma en concepto de única indemniza- 
ción al actor por intereses y demás gastos causídicos. 
El arrendatario o subarrendatario se beneficiará por 
una sola vez con la clausura del respectivo juicio”. 


Art. 16. — (Reforma de plazo). — Sustitúyese el in- 
ciso tercero del artículo 52 del Decreto-Ley N? 14.219, de 
4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“Procede la reforma de los plazos señalados en la 
intimación si el arrendatario moroso, dentro del tér- 
mino acordado, consignare el importe de los arrenda- 
mientos devengados; con más el 20% (veinte por 
ciento) del mismo por concepto de única indemniza- 
mb al actor por intereses y demás gastos causi- 
icos”. 


Art. 17. — Sustitúyese el inciso tercero del artículo 
56 del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974, por 
el siguiente: 


“Cuando los tributos y costos de la intimación corres- 
pondan al arrendatario, éste deberá depositar el 10% 
(diez por ciento) de la suma adeudada, como única 
indemnización al actor por los gastos causídicos”. 


Art. 18. — (Lanzamientos de arrendatarios inscrip- 
tos en el RAVE). — La inscripción en el Registro de As" 
pirantes a Viviendas de Emergencia (RAVE), importará, 
de pleno derecho, la suspensión del lanzamiento decre- 
tado hasta tanto le sea ofrecida al inquilino la ccupación 
de una vivienda, en venta o en arrendamiento, por par- 
te del Estado. 


Artículo 19. — (Notificación a fiadores). — En todos 
los arrendamientos en que se hayan constituido o se . 
constituyan garantías personales, los arrendadores debe- ' 
rán notificar a los fiadores toda vez que el arrendatario 
adeude el alquiler correspondiente a tres meses vencidos. 
La notificación se efectuará mediante telegrama colacio- 
nado u otro medio auténtico, cuyo gasto estará a cargo 
del arrendatario o fiador en su caso. 


El arrendador no podrá iniciar acción por cobro de 
arrendamientos contra el fiador mientras no acredite 
haber cumplido dicha obligación. 


Realizada la notificación luego de vencido el plazo 
establecido en el inciso primero, el arrendador no podrá 
reclamar al fiador intereses y reajustes sino a partir de 
los tres meses anteriores a la fecha de verificada la mis- 
ma. s 


Art. 20. — (Excepciones). — Las disposiciones de esta 
ley no se aplicarán a los casos previstos en los artículos 29, 
28 y 114 del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974. 


Art. 21. — (Limitaciones probatorias). — A los efec- 
tos de la aplicación del Decretó-Ley N? 14.219, de 4 de ju- 
lio de 1974, sus modificativas y de la presente ley, no 
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regirán las limitaciones probatorias establecidas en los 
artículos 25 del Decreto-Ley N? 15.322, de 17 de setiem- 
bre de 1982 y 47 del Código Tributario. 


Art. 22. — (Registro de la propiedad inmueble urba- 
na y suburbana). — Cométese a la Dirección General del 
Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del Es- 
o el Registro de la propiedad inmueble urbana y sub- 
urbana. j 


En dicho Registro deberán constar todos los informes 
necesarios para determinar la situación ocupacional de 
esos inmuebles. 


Los propietarios dispondrán de un plazo de ciento 
veinte días para inscribir sus inmuebles en el Registro 
previsto en los incisos anteriores. Vencido dicho plazo, no 
se dará trámite a ninguna gestión administrativa o ac: 
ción judicial relacionada con inmuebles urbanos y sub- 
urbanos, si no se acredita la inscripción de los mismos en 
el referido Registro. 


El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposición den- 
tro de los treinta días de la fecha de promulgación de 
esta ley. 


Art. 23. — Las disposiciones de esta ley son de orden 
público. 
Art. 24. — Esta ley entrará en vigencla a partir de 


su publicación en dos diarios de la Capital. 
Art. 25. — Comuníquese, etc, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 28 de mayo de 1985. 


Oscar López Balestra. ler. Vicepresidente. Héctor S. 
Clavijo, Secretario. 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha san- 
cionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 
CAPITULO 1 
DE LOS ARRENDATARIOS BUENOS PAGADORES 


Artículo 1% — (Suspensión de lanzamientos). — Los 
lanzamientos dispuestos o que se dispongan contra arren- 
datarios o subarrendatarios buenos pagadores, de fincas 
urbanas o suburbanas destinadas a ¿asa- habitación, que- 
darán suspendidos en su cumplimiento efectivo hasta el 
30 de abril de 1986. . 


Excentúanse de la suspensión dispuesta en el inciso 
precedente los lanzamientos decretados de conformidad 
con lo dispuesto en los numerales 1, 3 y 4 del artículo 24; 
en los artículos 33, 34 y 59; en el inciso 4% del artícu: 
lo 63: en el inciso 2% del artículo 64 del Decreto-Ley 
N? 14,219, de 4 de julio de 1974, y en el artículo 15 de 
la ley NO 9.624, de 15 de diciembre de 1936, modificati- 
vas y concordantes. 


La disposición del inciso primero del presente artícu- 
lo no comprende a los arrendatarios a que Se refiere la 
Sección 3 del Capítulo X del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 
de julio de 1974, los que seguirán rigiéndose por las nor- 
mas allí establecidas, con las modificaciones dispuestas 
en esta ley. 


Art. 22 — (Efectos de la reforma de plazo). — Los 
arrendatarios de fincas destinadas a casa-habitación que 
se hubieren acogido a la reforma del plazo de desalojo, 
haciendo uso de.la facultad acordada por el artículo 52 
del Decreto-Ley N9% 14.219, de 4 de julio de 1974, serán 
considerados buenos pagadores a todos sus €fectos, in- 

. cluidos los del Capítulo X de dicho Decreto-Ley. 
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Art. 32. —— (Desestimiento unilateral del contrato). — 
Los contratos de arrendamiento con destino a casa-habi- 
tación, celebrados con anterioridad a la fecha de vigencia 
de esta ley, y que tengan a dicha fecha más de un año 
de duración, podrán ser objeto de desistimiento unilate- 
ral por el inquilino cuyo alquiler mensual no exceda de 
30 UR (treinta Unidades Reajustables) antes del reajuste 
realizado en el año 1985. 


No regirá el tope previsto en el inciso anterior cuan- 
do el arrendatario sea adquirente de una vivienda, con 
fecha posterior a la celebración del contrato de arrenda- 
miento. 


Para ejercitar el derecho al desistimiento unilateral 
del contrato, el inquilino deberá estar al día, en el mo- 
mento de la restitución del bien, en el pago de los alqui- 
leres devengados hasta la fecha y demás prestaciones que 
adeudare, o haber celebrado con el arredador un convenio 
escrito de pago por el monto de lo adeudado. 


Los arrendatarios dispondrán de un plazo de noventa 
días corridos, a partir del siguiente al de la entrada en 
vigencia de la presente ley, para hacer uso del derecho de 
desistimiento unilateral del contrato de arrendamiento. A 
tal efecto deberán comunicar su decisión al arrendaaor 
por acta notarial, telegrama colacionado u otro medio 
escrito fehaciente. 


El desistimiento unilateral se perfeccionará con la co- 
municación referida en el inciso anterior, y la restitución 
de la finca al arrendador deberá efectuarse dentro de un 
plazo máximo de cuarenta días corridos a contar desde la 
notificación. 


Si el arrendatario no cumpliera con la restitución 
dentro de este plazo el arrendador podrá solicitar el de- 
salojo de la finca con el plazo y el procedimiento previs- 
tos en el artículo 48 del Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de 
julio de 1974, 


CAPITULO II 


DEL REAJUSTE DE LOS PRECIOS Y DE LA REBAJA 
DE ALQUILER 


Artículo 4%. — (Acción de reducción). — Los arrenda- 
tarios y subarrendatarios que hayan contratado con pos- 
terioridad a la vigencia del Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de 
julio de 1974, podrán ejercer por única vez la acción de 
rebaja de alquiler prevista por sus artículos 16 a 19 y 63. 
La rebaja, en caso de resultar procedente, se aplicará a 
los alouileres reajustados durante el año 1985, y el precio 
resultante regirá desde el 19 de marzo de 1985 o desde la 
fecha del reajuste, si fuere posterior. 


Los arrendadores que hubieren percibido, entre la 
fecha del reajuste y la de la demanda, sumas mayores a 
las que resulte de las rebaias del alauiler, reintegrarán 
a sus arrendatarios la diferencia en 12 cuotas mensuales, 
jeuales y consecutivas. cuyo importe se descontará de los 
alouileres futuros. El importe a percibir por el arrendador, 
incluida la deducción de la cuota de reintegro, en nincún 
caso será inferior al monto del alquiler vigente antes 
del realuste realizado en el año 1985, más los gastos 
y consumos previstos vor el artículo 77 del Decreto-Ley 
N9 14.219, de 4 de julio de 1974. 


A estos efectos la alusión a “la renta vigente” conte- 
vida en el parágrafo 22 del artículo 16 del Decreto-Ley 
N9 14.219, de 4 de julio de 1974, se entenderá referida 
al alouiler que debía estar vigente por aplicación del 
reajuste leeal (artículos 14 y 15 de dicho decreto-ley), 
con independencia de que, por acuerdo de partes, se esté 
pagando efectivamente un alquiler menor. 


Art. 59. — Quedan excluidos de este beneficio: A) Los 
malos pagadores, salvo los que hayan opuesto excepciones 
o se encuentren dentro del plazo para oponerlas y los que, 
habiendo caído en mora, aún no se les haya intimado el 
desalojo. B) Los arrendatarios y sub-arrendatarios cuyos 
alquileres mensuales fueran superiores a 30 UR (treinta 
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Unidades Reajustables) antes del reajuste realizado en 
el año 1985. C) Los arrendatarios y sub-arrendatarios de 
fincas cuyos arrendadores sean los propietarios y perciban 
por concepto de ingresos mensuales líquidos un total no 
superior a 50 UR (cincuenta Unidades Reajustables), es- 
timados durante el tiempo y en la forma previstos por 
los incisos 19 y 29 del artículo 19 del Decreto-Ley N? 14,219, 
de 4 de julio de 1974. A estos efectos, dichos propietarios 
deberán comparecer en los autos de solicitud de rebaja 
de alquiler y excepcionarse formulando declaración jura- 
da de sus ingresos, acompañando la prueba documental 
correspondiente mediante certificado público o notarial, 
o constancia privada. $ 


En tal caso, y previo traslado al actor por un término 
de quince días hábiles y perentorios, su oposición se sus- 
tanciará con arreglo al procedimiento de los artículos 591 
a 594 del Código de Procedimiento Civil. No mediando 
oposición el juez revocará por contrario imperio la provi- 
dencia de suspensión de pago del aumento del alquiler y 
decretará la clausura de los procedimientos de rebaja de 
alquiler. 


Será de aplicación, en lo pertinente, lo dispuesto en 
el inciso 6% del artículo 63 del Decreto-Ley N? 14,219, de 4 
de julio de 1974, * 


. Art. 6%. -—— Los malos pagadores exceptuados por el 
artículo anterior deberán, si se les intimare O se les 
hubiere intimado el desalojo, oponer excepciones u obte- 
ner la clausura del juicio con arreglo al artículo 51 del 
Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974. Si así no lo 
hicieren, bastará al actor justificar en autos que la inti- 
mación de desalojo ha quedado firme, para que el juez 
revoque por contrario imperio la providencia de suspen- 
sión de pago del aumento del alquiler y decrete la clau- 
sura de los procedimientos de rebaja de alquiler. 


Si recayere sentencia ejecutoriada desestimatoria de 
las excepciones, quedará sin efecto la providencia de re- 
baja de alquiler y el actor tendrá derecho al cabro de las 
diferencias no percibidas. 


Art. 79. — En el caso del artículo 4%, el plazo de no- 
venta días establecido por el artículo 17 del Decreto-Ley 
N9% 14.219, de 4 de julio de 1974, se entenderá referido a 
la fecha de vigencia de esta ley y correrá desde el día 
Ra a dicha fecha. El plazo se computará por días 
corridos. 


Art. 82 — Sustitúyese el artículo 63 del Decreto-Ley 
N9 14.219, de 4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 63. — (Acción de rebaja). — La acción 


de rebaja de alquiler se promoverá dentro de los pla-* 


zos previstos en el artículo 17. Los arrendatarios O 
subarrendatarios, en su Caso, deberán acompañar a 
la demanda, declaración jurada separada y firmada 
por cada uno de los integrantes mayores de edad del 
núcleo habitacional ocupante del inmueble (artícu- 
lo 19, in fine), de sus ingresos y la prueba documen- 
tal correspondiente,” mediante certificado público O 
notarial, o constancia privada. Si en el núcleo habita- 
cional hay menores de edad que tengan ingresos, 
formularán por ellos su. declaración jurada uno de sus 
padres o, en su defecto y por su orden, sualquiera de 
sus ascendientes directos, tutores o guardadores. 

El juez, al sustanciar la demanda, decretará la sus- 
pensión del pago del aumento que sobrepase el por- 
centaje- fijado en el artículo 16 de la presente ley, 
confiriendo traslado al demandado por un término de 


quince días hábiles y perentorios para contestar la. 


demanda, siguléndose, de mediar oposición, el pro- 
cedimiento de los artículos 591 a 594 del Código de 
Procedimiento Civil. 


El precio del arrendamiento que resultare, regirá des- 
de la fecha de vigencia del nuevo alquiler, fijado 
conforme a la presente ley. 


Cuando el juez comprobare declaraciones juradas fal- 
sas de cualquiera de los integrantes del núcleo habi- 
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tacional, el arrendatario O subarrendatario quedará 
excluido de los beneficios de esta ley, y el juez al 
decretarlo, declarará rescindido el contrato de arren- 
damiento, y dispondrá, a pedido de parte el lanza- 
miento inmediato, con tributos y costos. 


A estos efectos tendrá facultades para apreciar ele- 
mentos de juicio que demuestren que los ingresos. 
mensuales declarados por el núcleo habitacional son 
manifiestamente inferiores a los que requieren los - 
consumos mínimos efectuados mensualmente por el 
mismo. 


El que formulare, a los efectos de la demanda a que 
se refiere este artículo, una declaración jurada falsa 
para obtener la rebaja del nuevo alquiler, será cas- 
tigado con seis a veinticuatro meses de prisión. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, 
en todos los casos en que los ingresos reales del nú- 
cleo habitacional superen en un 15% (quince por 
ciento) al monto declarado en los autos respectivos, 
no podrá aducirse error aritmético y se dispondrá la 
rescisión del contrato de arrendamiento. s 
Los empleadores privados, sean personas físicas O 
jurídicas, están obligados a suministrar a sus depen- 
dientes y a los profesionales y técnicos cuyos servicios 
utilicen a cualquier título, constancia escrita de sus 
ingresos. 


4 

Ante el incumplimiento de esta obligación, el arren- 
datario podrá pedir al juez que ordene su cumpli- 
miento y éste, .deberá decretarlo sin más trámite, 
bajo apercibimiento de.incurrir en el delito de desa: 
cato. abs Ñ 

El que expidiere una constancia cuyos datos fueron 
falsos, en todo o en parte, será castigado con pena 
de tres a dieciocho meses de prisión (Artículo 242 
del Código Penal). 


Si se tratare de fincas arrendadas con garantía de la 
Contaduría General de la Nación, el auto judicial que 
disponga la rebaja del precio del arriendo deberá ser 
notificado al Servicio de Garantía de Alquileres si- 
multáneamente con el traslado de la demanda”. 


Art. 92. — ((Arrendamientos para industria y comer- 
clo y otros destinos). — Durante el año 1985, en los 
arrendamientos para industria y comercio y Otros desti- 
nos, el reajuste del alquiler será igual al 75% (setenta y 
cinco por ciento) del respectivo índice de actualización. 


El precio resultante de dicha rebaja regirá desde €l 
19 de marzo de 1985 o desde la fecha del reajuste, si fue- 
re posterior. 


Los arrendadores que hubieren percibido, después de 
la fecha del reajuste, sumas mayores a las que resulten de 
la aplicación del porcentaje referido en el inciso 19, rein- 
tegrarán la diferencia a sus arrendatarios, en doce cuotas 
mensuales, iguales y consecutivas, cuyo importe se des- 
contará de los alquileres futuros. 


CAPITULO 1II 
DE LOS ARRENDATARIOS DEUDORES 


Artículo 10. — (Clausura de los procedimientos). — 
Si se tratare de contratos de arrendamiento con destino 
a casa-habitación, celebrados antes de la vigencia de la 
presente ley, los arrendatarios y subarrendatarios podrán 
ejercer, por una sola yez y hasta el 30 de abril de 1986, 
la facultad del artículo 51 del Decreto-Ley N* 14.219, de 
4 de julio de 1974, consignando la suma adeudada más el 
15% (quince por ciento) de la misma como pago de in- 
tereses y demás gastos causídicos. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, 
facúltase a los arrendatarios y subarrendatarios de Casa. 
habitación, respecto a los cuales no existiere una intima- 
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ción de desalojo firme, a pagar el precio del arriendo en 
la parte que exceda al último alquiler reajustado, hasta 
en doce cuotas mensuales, iguales y consecutivas, cuyo 
pago será indivisible con el alquiler mismo. 


CAPITULO IV 
DE LOS ASENTAMIENTOS MARGINALES 


Artículo 11. — (Suspensión de lanzamientos). — Sus- 
. péndense hasta el 30 de abril de 1986, los lanzamientos 
contra los ocupantes, a cualquier título, de los asenta- 
mientos colectivos marginales (“Cantegriles”), sin habi- 
_litación municipal de construcción existentes a la fecha 
de vigencia de la presente ley. 


Contra el decreto de suspensión de lanzamiento, po- 
drá interponerse recurso de reposición. 


CAPITULO V 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 12. — (Lanzamientos de arrendatarios ins- 
criptos en el RAVE). — La inscripción en el Registro de 
Aspirantes a Viviendas de Emergencia (RAVE), importa- 
rá de pleno derecho, la suspensión del lanzamiento de- 
cretado hasta tanto le sea adjudicada al inquilino la ocu- 
pación de una vivienda, en venta o en arrendamiento» 
por parte del Banco Hipotecario del Uruguay. 


El Banco Hipotecario del Uruguay podrá ofrecer un 
préstamo al inquilino para adquirir la vivienda que ocupa 
si el propietario estuviere dispuesto a enajenarla. 


El ofrecimiento se efectuará con sujeción a las si- 
guientes bases: 


19) Que el precio sea fijado por el Banco, previa ta- 
sación que éste realizará del inmueble. 


29) Que el propietario acepte dicho precio y las con- 
diciones en que el mismo le será pagado. 


El arrendatario dispondrá de un plazo perentorio de 
10 días hábiles a partir de la notificación para expresar 
su consentimiento. En caso de silencio o respuesta negati- 
va, caducará automáticamente su inscripción en el RAVE 
y el Banco lo comunicará al Juzgado correspodiente con 
arreglo al artículo 91 del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de 
julio de 1974. 


La caducidad referida en el inciso precedente no ope- 
rará en los casos en que el arrendatario acreditare ante 
el Banco Hipotecario del Uruguay no poseer los ingresos 
suficientes, a criterio de la Institución, para hacer uso 
del crédito que se le concede. 


Art. 13. — (Notificación a fiadores). — En todos los 
arrendamientos en que se havan constituido o se consti- 
tuvan garantías personales, toda vez que el arrendatario 
adende el alauiler correspodiente a tres meses vencidos, 
los arrendadores deberán notificar esta situación a los 
fiadores. La notificación se efectuará mediante telegrama 
colarion»do u otro medio auténtico, cuyo importe estará 
a caro del arrendatario o del fiador en su Caso. A estos 
efectos. el fiador deberá dejar constancia en el contrato, 
de su domicilio real. 


El arrendador no podrá accionar contra el fiador por 
cobro de arrendamientos mientras no acredite haber cum- 
plido dicha obligación. 


Realizada la notificación, después de los diez días de 
vencido el plazo establecido en el inciso primero, el arren- 
dador no podrá reclamar al fiador intereses y reajustes. 


Los fiadores O codeudores de inquilinos malos pagado- 
res.podrán ejercer la acción de desalojo con el plazo y el 
procedimiento previstos en el artículo 48 del Decreto-Ley 
N9 14.219, de 4 de julio de 1974, una vez que hayan hecho 
efectivo el pago de ja adeudado al arrendador, 
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Art. 14. — Si no hubiere acción judicial iniciada por 
el arrendador o subarrendador, podrá: el arrendatario, 
subarrendatario o fiador sustituir la fianza personal por 
la garantía del alquiler en Obligaciones Hipotecarias Rea- 
justables. 


El arrendador o subarrendador no podrá oponerse a 
la sustitución. En caso de negativa del arrendador o sub- 
arrendador, el arrendatario. subarrendatario o fiador, se- 
guirá los procedimientos de la oblación y consignación», 
debiendo efectuarse esta última, en el Banco Hipotecario 
del Uruguay. Qe Ñ 


Art. 15. — (Excepciones). — Las disposiciones de esta 
ley no se aplicarán a los casos previstos en los artícu- 
los 2%, 28 y 114 del Decreto-Ley N9% 14.219, de 4 de julio 
de 1974. 


Art. 16. —(Limitacionés probatorias). — A los efec- 
tos de la aplicación de los artículos 16 a 19 y 63 del De- 
creto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974, y del articulo 4? 
de la presente ley, no regirán en vía judicial las limita- 
ciones probatorias establecidas en los articulos 25 del De- 
creto-Ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, y 47 del 
Código Tributario. 


Art. 17. — (Censo de la propiedad inmueble. — El 
censo nacional de población y vivienda dispuesto por el 
Decreto N* 86/84, de 8 de febrero de 1984, efectuará, tam- 
bién el relevamiento de la propiedad urbana y suburba- 
na a fin de determinar a qué título jurídico ocupan cada 
inmueble quienes en ellos habitan, quiénes son sus pro- 
pietarios o poseedores y, si lo hubiere, monto del alquiler. 


Art. 18. — La Suprema Corte de Justicia dispondrá 
lo pertinente a fin de suministrar trimestralmente al Po- 
der Ejecutivo y a la Asamblea General el número de 
desalojos promovidos ante todos los Juzgados de la Re: 
pública, las causales invocadas en cada caso y los lanza- 
mientos realizados durante dicho lapso. 


Art. 19. — Las disposiciones de esta ley son de orden 
público. 


Art. 20. — Esta ley entrará en vigencia a partir de 
su publicación en dos diarios de la capital. 


Art. 21. — Comuníquese, etc. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Mon- . 
tevideo, a 15 de agosto de 1985. 


Enrique E. Tarigo, Presidente. Félix B. El Helou, Se- 
cretario. 


“Carp. N9 15/85.” 
Rep. N* 7/85. 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 
CAPITULO I 


De los Arrendatarios buenos pagadores 


Artículo 1% (Suspensión de lanzamientos). — Los 
lanzamientos dispuestos o que se dispongan contra arren- 
datarios o subarrendatarios buenos pagadores, de fincas 
urbanas o suburbanas destinadas a casa-habitación, que- 
darán suspendidos en su cumplimiento efectivo hasta el 
30 de abril de 1986. 


Exceptúanse de la suspensión: dispuesta en el inciso 
precedente los lanzamientos decretados de conformidad 
con lo dispuesto en los numerales 1, 3 y 4 del artículo 24, 
en los artículos 33, 34 y 59, en e! inciso 4% del artículo 
63, y en el inciso 22 del artículo 64 del Decreto - Ley 
N? 14.219, de 4 de julio de 1974, y en el artículo 15 de la 
Ley N? 9.624, de 15 de diciembre de 1936, sus modificati- 
vas y concordantes. 
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La disposición del inciso primero del presente artícu- 
lo tampoco comprende a los arrendatarios a que se re- 
fiere la Sección 3 del Capítulo X del Decreto-Ley N* 14.219, 
de 4 de julio de 1974, los que seguirán rigiéndose por las 
normas allí establecidas, con las modificaciones dispues- 
tas en esta ley. 


Art. 22 (Clausura de procedimientos). — Los arren- 
datarios que se hubieran acogido a la reforma del plazo 
de desalojo haciendo uso de la facultad acordada por el 
artículo 52 del Decreto - Ley N* 14.219, de 4 de julio de 
1974, serán «considerados buenos pagadores a todos sus 
efectos, clausurándose de oficio los juicios contra ellos 
pendientes siempre que, a la fecha de entrada en vigen- 
cia de la presente ley, se encuentren al día en el pago de 
los alquileres y demás prestaciones que correspondan. 


Art. 32 (Desistimiento unilateral del contrato). — 
Los contratos de arrendamiento con destino a casa-habi- 
tación celebrados con anterioridad a la fecha de vigen- 
cia de la presente ley y que tengan un año o más de du- 
ración a dicha fecha o lo cumplan antes del 1% de mar- 
zo de 1986, podrán ser objeto de desistimiento unilate- 
ral por parte del arrendatario. 


Para ejercitar el derecho al desistimiento unilateral 
del contrato, el inquilino deberá estar al día, en el mo- 
mento de la restitución del bien, en el pago de los alqui- 
leres devengados hasta la fecha y demás prestaciones que 
adeudare, o haber celebrado con el arrendador un con- 
venio escrito de pago por el monto adeudado. 


Los arrendatarios dispondrán de un plazo de sesenta 
días corridos a partir del siguiente al de la entrada en 
vigencia de la presente ley o, en su caso, desde el cum- 
plimiento del año a que se refiere el inciso primero, pa: 
ra hacer uso del derecho al desistimiento. A tal efecto 
deberán comunicar su decisión al arrendador por acta 
notarial, telegrama colacionado u otro medio escrito fe- 
haciente. 


El desistimiento unilateral se perfeccionará con la 
comunicación referida en el inciso anterior, en la que 
deberá notificarse al arrendador la fecha de restitución 
de la finca, la que se hará efectiva en un plazo no infe- 
rior a treinta ni mayor a cuarenta y cinco días corridos 
contados desde dicha notificación. 


Si el arrendatario no cumpliera con la restitución en 
la fecha convenida, el arrendador podrá solicitar el de- 
salojo de la finca con el plazo y el procedimiento previs- 
tos: en el artículo 48 del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de 
julio de 1974. 


CAPITULO Il 
Del Reajuste de los precios 


Artículo 4% — Durante el período comprendido en- 
tre el 1% de marzo de 1985 y el 28 de febrero de 1986, 
los reajustes anuales del alquiler (artículos 14 y 15 del 
Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de julio de 1974), se harán 
efectivos de la siguiente forma: 


A) En los arrendamientos con destino a casa-habi- 
tación, el reajuste será equivalente al 30% 
(treinta por ciento) del respectivo índice de ac- 
tualización, cuando el alquiler no supere los 
N$ 3.500 (nuevos pesos tres mil quinientos) 
mensuales; al 40% (cuarenta por ciento) del 
índice sobre alquileres mayores de N$ 3.500 
(nuevos pesos tres mil quinientos) y no superio- 
res a N$ 5.500 (nuevos pesos cinco mil quinien- 
tos) mensuales; al 50% (cincuenta por ciento) 
del índice, sobre alquileres mayores de N$ 5.500 
(nuevos pesos cinco mil quinientos) y no supe- 
riores a N$ 7.500 (nuevos pesos siete mil qui- 
nientos) mensuales; al 60% (sesenta por cien- 
to) del índice, sobre alquileres mayores de 
N$$ 7.500 (nuevos pesos siete mil quinientos) y 
no superiores a N$ 9.000 (nuevos pesos nueve 
mil) mensuales y al 80 % (ochenta por ciento) 

B del índice sobre alquileres mayores de N$ 9.000 
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(nuevos pesos nueve mil) y no superiores a 
N$ 15.000 (nuevos pesos quince mil) mensuales. 
A los alquileres de más de N$ 15.000 (nuevos 
pesos quince mil) mensuales, se les aplicará la 
totalidad del respectivo índice de actualización. 


B) En los arrendamientos para industria, comercio 
y otros destinos, el reajuste del aquiler será 
igual al 60% (sesenta por ciento) del respecti- 
vo índice de actualización. 


C)> Los reajustes de alquiler establecidos en los li- 
terales precedentes se aplicarán sobre los precios 
de los arrendamientos resultantes de la aplicación 
de los artículos 14 y 15 del Decreto-Ley N? 14.219, 
de 4 de julio de 1974, con independencia de los 
acuerdos celebrados por las partes. 


Art. 5% Los precios resultantes de los reajustes pre- 
vistos en el artículo 49 se aplicarán de pleno derecho, sin 
perjuicio del derecho del arrendatario a deducir la acción 
de rebaja (artículo 79). 


Art. 6% (Reintegro de diferencias percibidas en más 
por los arrendadores). — Los arrendadores que, en ra- 
zón de reajustes del precio de los arrendamientos aplica» 
dos a partir del 19 de marzo de 1985 y hasta la fecha de 
vigencia de esta ley, haya percibido en dicho período 
sumas mayores a las que resulten de la aplicación del 
artículo 4%, reintegrarán a sus arrendatarios las diferen- 
cias percibidas en más a partir del 1% de julio de 1985 
en doce cuotas mensuales, iguales y consecutivas, cuyo 
importe se descontará de los alquileres futuros. “En nin- 
gún caso el importe a percibir por el arrendador, inclui- 
da la deducción de la cuota de reintegro, será inferior 


al monto del alquiler vigente al momento del respectivo 
ajuste. * 


Art. 7% Lo dispuesto en este Capítulo no regirá res- 
pecto de los contratos de arrendamiento con destino a 
casa-habitación, celebrados con anterioridad a la vigen- 
cia del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974. 


CAPITULO III 
Del procedimiento de rebaja de alquiler 


Artículo 82 (Acción de rebaja). — Los arrendata- 
rios y subarrendatarios que hayan contratado con poste- 
rioridad a la vigencia del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de 
julio de 1974, podrán ejercer por única vez la acción de 
rebaja de alquiler prevista pór sus artículos 16 a 19 y 
63. La rebaja, en caso de resultar pertinente, se aplicará 
a los alquileres reajustados entre el 19 de marzo de 1985 
y el 28 de febrero de 1986, y el precio resultante regirá 
desde la vigencia del respectivo ajuste. 


Será de aplicación, en lo pertinente, el artículo 5% de 
esta ley. 


A estos efectos se entenderá por “renta vigente” (ar- 
tículo 16, parágrafo 2 del Decreto-Ley N% .14.219, de 4 
de julio de 1974) el alquiler determinado por aplicación 
del reajuste legal (artículos 14 y 15 de dicho decreto - 


ley) con independencia de los acuerdos celebrados ' por 
las partes. 


Artículo 99 — En el caso del artículo anterior, el 
plazo de noventa días establecido por el artículo 17 del 
Decreto-Ley número 14.219, de 4 de julio de 1974, se 
computará a partir del día siguiente al de la vigencia de 
esta ley y se contará por días corridos. El precio del al- 
quiler resultante regirá desde la fecha de la demanda. 


Art. 10. — Quedan excluidos de este beneficio: 


A) Los malos pagadores, salvo los que hayan opues- 
to excepciones o se encuentren dentro del plazo 
para oponerlas y los que, habiendo caído en mo- 
ra, aún no se les haya intimado el desalojo; 


B) Los arrendatarios y subarrendatarios cuyos al- 
quileres mensuales fueran superiores a N$ 15.000 
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(nuevos pesos quince mil) a la fecha del res- 
pectivo reajuste. 


C) Los arrendatarios y sub-arrendatarios de fincas 
cuyos arrendadores sean los propietarios y perci- 
ban por concepto de ingresos mensuales líquidos 
un total no superior a 50 UR (cincuenta Unida- 
des Reajustables), estimados durante el tiempo 
y en la forma previstos por los incisos 1% y 229 
del artículo 19 del Decreto-Ley N9 14.219, de 4 
de julio de 1974. A estos efectos, dichos propie- 
tarios deberán comparecer en los autos de soli- 
citud de rebaja de alquiler y excepcionarse for- 
mulando declaración ¡jurada de sus ingresos, 
acompañando la prueba documental correspon- 
diente mediante certificado público o notarial, o 
constancia privada. 


En tal caso,. y previo traslado al actor por un 
término de quince días hábiles y perentorios, su 
oposición se sustanciará con arreglo al procedi- 
miento de los artículos 591 a 594 del Código de 
Procedimiento Civil. No mediando oposición el 
juez revocará por contrario imperio la providen-: 
cia de suspensión de pago del aumento del alqui- 
ler y decretará la clausura de los procedimientos 
de rebaja de alquiler. 


Será de aplicación, en lo pertinente, lo dispues- 
to en el inciso 6% del artículo 63 del Decreto-Ley 
N? 14.219, de 4 de julio de 1974. 


Art. 11. — Si los malos pagadores a que se refiere 
el artículo anterior no hubieran opuesto excepciones u 
obtenido la clausura del juicio con arreglo al artículo 51 
del Decreto-Ley N9 14.219, de 4 de julio de 1974, basta- 
rá que el actor justifique en autos que la intimación de 
desalojo ha quedado firme, para que el Juez revoque por 
contrario imperio la: providencia de suspensión de pago 
del aumento del alquiler y decrete la clausura de los pro- 
cedimientos. 


Art. 12. — Sustitúyese el artículo 63 del Decreto-Ley 
N* 14.219, de 4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 63. — La acción de rebaja de al- 
quiler se promoverá dentro de los plazos previstos en 
el artículo 17. Los arrendatarios O subarrendatarios, 
en su caso, deberán acompañar a la demanda, decla- 
ración jurada separada y firmada por cada uno de 
los integrantes mayores de edad del núcleo habita- 
cional ocupante del inmueble (artículo 19, in fine), 
de sus ingresos y la prueba documental correspon- 
diente, mediante certificado público o notarial, o 
constancia privada. Si en el núcleo habitacional hay 
menores de edad que tengan ingresos, formularán 
por ellos su declaración jurada uno de sus padres o, 
en su defecto y por su orden, cualquiera de sus as- 
cendientes directos, tutores o guardadores. 


El juez, al sustanciar la demanda, decretará la 
suspensión del pago del aumento que sobrepase el 
porcentaje fijado en el artículo 16 de la presente ley, 
confiriendo traslado al demandado por un término 
de quince días hábiles y perentorios para contestar la 
demanda, siguiéndose, de mediar oposición, el proce- 
dimiento de los artículos 591 a 594 del Código de 
Procedimiento Civil. Ñ 


El precio del arrendamiento que resultare, regi- 
rá desde la fecha de vigencia del nuevo alquiler, fi- 
jado conforme a la presente ley. j 


Cuando el Juez comprobare declaraciones juradas 
falsas de cualquiera de los integrantes del núcleo ha- 
bitacional, el arrendatario o subarrendatario queda- 
rá excluido de los beneficios de esta ley, y el Juez al 
decretarlo, declarará rescindido el contrato de arren- 
damiento. y dispondrá, a pedido de parte el lanza- 
miento inmediato, con tributos y costos. 


A estos efectos tendrá facultades para apreciar 
elementos de juicio que demuestren que los ingresos 
mensuales declarados por el núcleo habitacional son 
manifiestamente inferiores a los que requieren los 
consumos mínimos efectuados mensualmente por el 
mismo. 
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El que formulare, a los efectos de la demanda a 
que se refiere este artículo, una declaración jurada 
falsa para obtener la rebaja del nuevo alquiler, será 
castigado con seis a veinticuatro meses de prisión. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso prece- 
dente, en todos los casos en que los ingresos reales 
del núcleo habitacional superen en un 15% (quince 
por ciento) al monto declarado en los autos respec- 
tivos, no podrá aducirse error aritmético y se dispon- 
drá la rescisión del contrato de arrendamiento. 


Los empleadores privados, sean personas físicas. 
o jurídicas, están obligados a suministrar a sus de- 
pendientes y a los profesionales y técnicos cuyos ser- 
vicios utilicen a cualquier título, constancia escrita 
de sus ingresos. 


Ante el incumplimiento de esta obligación, el 
arrendatario podrá pedir al Juez que ordene su cum- 
plimiento y éste, deberá decretarlo sin más trámite, 
bajo apercibimiento de incurrir en el delito de desa- 
Cato. 


El que expidiere una constancia cuyos datos fue- 
ron falsos, en todo o en parte, será castigado con 
pena de tres a dieciocho meses de prisión (artículo 
242 del Código Penal). 


Si se tratare de fincas arrendadas con garantía 
de la Contaduría General de la Nación, el auto ju- 
dicial que disponga la rebaja del precio del arriendo 
deberá ser notificado al Servicio de Garantía de Al- 
quileres simultáneamente con el traslado de la de- 
manda.” 


CAPITULO IV 
De los Arrendatarios Deudores 


Artículo 13. (Clausura de los procedimientos). — 
Los arrendatarios con intimación de desalojo por malos 
pagadores dispondrán de un plazo de sesenta días, a par- 
tir de la fecha de vigencia de esta ley, para obtener la 
clausura del juicio de desalojo mediante el pago de los 
alquileres adeudados y demás prestaciones que corres- 
pondan más un 15 %"” (quince por ciento* de su importe 
por concepto de única indemnización al actor por inte- 
reses y demás gastos causídicos. 


La clausura se dispondrá sin más trámite por el Juez 
actuante, aun en la etapa de lanzamiento y comprenderá 
igualmente al juicio ejecutivo por cobro de alquileres si 
se hubiere promovido. 


Igual beneficio obtendrán aquellos que optaren, den- 
tro del mismo plazo, por pagar los alquileres y restantes 
prestaciones adeudadas con más el 30% (treinta por 
ciento) en concepto de única indemnización al actor por 
intereses y demás gastos causídicos, en 12 (doce) cuotas 
mensuales, iguales y consecutivas indivisibles con el pa- 
go del alquiler. 


El juicio quedará en suspenso mientras se paga lo 
adeudado y se clausurará sin otro trámite con el pago de 
la última cuota de la deuda. Si el inquilino se atrasare 
dos meses en el pago del alquiler y de la cuota por atra- 
sos, caducará este beneficio y el arrendador podrá con- 
tinuar los procedimientos. 


Lo dispuesto en este artículo se aplicará a todos los 


arrendatarios, cualquiera sea el destino del arriendo. 


Exceptúanse de los beneficios establecidos en el pre- 
sente artículo los juicios promovidos por la Contaduría 
General de la Nación contra inquilinos malos pagadores. 


Art. 14. — Sin perjuicio de lo dispuesto en el artícu- 
lo anterior, facúltase a los arrendatarios y subarrendata- 
rios cuyos alquileres fueron reajustados a partir del 19 
de enero de 1985 y respecto de los cuales no exista inti- 
mación de pago, a abonar la deuda generada hasta la fe- 
cha de vigencia de esta ley en doce cuotas mensuales, 
iguales y consecutivas, cuyo pago será indivisible con el 
alquiler mismo. 
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En caso de optar por este beneficio, deberán comu: 
nicarlo al arrendador dentro de los treinta días corridos 
siguientes a la fecha de vigencia de la presente ley, por 
acta notarial, telegrama colacionado u otro medio escri- 
to fehaciente. 


CAPITULO V 


De las casas de inquilinato, hoteles, pensiones, 
Moteles y Afines 


Artículo 15. -— Serán considerados arrendatarios a to- 
dos los efectos legales los ocupantes de casas de inquili- 
nato, hoteles, pensiones, moteles y, en general, todo esta- 
blecimiento que reciba huéspedes, no inscriptos en el Re- 
gistro a cargo de la Dirección Nacional de Turismo (Le- 
yes Nos. 13.659, de 2 de junio de 1968; 14.057, de 3 de 
febrero de 1972 y 14.106, de 14 de marzo de 1973), o 
cuya inscripción hubiese caducado o hubiese sido cance- 
lada, caducare o se cancelare. 


Art. 16. — La Dirección Nacional de Turismo debe: 
rá inspeccionar periódicamente los establecimientos ins- 
criptos como hoteles, pensiones, moteles y afines, a los 
efectos de determinar si en ellos se da cumplimiento al 
O de hospedaje que deben celebrar con sus hués- 
pedes. 


. La citada Dirección procederá igualmente, a solici- 
tud de parte, a efectuar las inspecciones dispuestas en el 
inciso anterior, así como las de los establecimientos no 
inscriptos o con inscripción caducada o cancelada. 


Si la Dirección Nacional de Turismo comprobare 
transgresión que dé lugar a la cancelación de la inscrip- 
ción del establecimiento, lo dispondrá de conformidad 
con el procedimiento establecido por los artículos 21 a 
27 del Decreto-Ley N* 14.335, de 23 de diciembre de 1974. 
En este caso, así como en los que comprobare que en es- 
tablecimientos no inscriptos o con inscripción caducada 
o cancelada se celebran contratos de hospedaje, notifi- 
cará a los ocupantes de dichos establecimientos, por me- 
dio de cedulón colocado en lugar visible de los mismos, 
que tienen calidad de inquilinos. Desde esa fecha corre- 
rán los plazos de los artículos 3, 4 y 5 del Decreto-Ley nú- 
mero 14.219, de 4 de julio de 1974. 


Artículo 17. — La Dirección Nacional de Turismo 
entregará al interesado una constancia de la no inscrip- 
ción del establecimiento en el Registro pertinente o, en 
su caso, de su caducidad o cancelación, que lo habilitará 
Lee acreditar su calidad de arrendatario a todos sus 
efectos. 


Art. 18. — El alquiler mensual quedará fijado en 
una suma equivalente a treinta veces el importe diario 
del hospedaje. Regirá por un año y se modificará de con- 
formidad con los artículos 14 y 15 del Decreto - Ley 
N? 14,219, de 4 de julio de 1974 y sus disposiciones mo- 
dificativas. Sin perjuicio de ello, el inquilino podrá ejer- 
ter por única vez la acción de rebaja de alquiler pre- 
vista por los artículos 16 a 19 y 63 de dicho decreto-ley, 
dentro de un plazo de noventa días corridos a partir de 
la fecha de la notificación a que se refiere el artículo 17. 


Art. 19. — Si el titular del establecimiento comer- 
cial (hotel, pensión, motel, casa de inquilinato o afines) 
fuese a su vez arrendatario del inmueble, e incumpliere 
su obligación de pago del alquiler, los ocupantes del mis- 
mo, una vez declarados inquilinos (artículos 9%, 10 y 11), 
podrán subrogarlo frente al arrendador. En tales casos, 
las intimaciones de pago y de desalojo deberán además 
notificarse personalmente a dichos ocupantes, so pena de 
nulidad de los procedimientos. 


CAPITULO VI 
De los asentamientos marginales 
Artículo 20. (Suspensión de lanzamientos). —- Sus- 


péndense hasta el 30 de abril de 1986, los lanzamientos 
contra los ocupantes, a cualquier título. de los asenta- 
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mientos colectivos marginales (““cantegriles”), sin habi- 
litación municipal de construcción existentes a la fecha 
“de vigencia de la presente ley. 


Contra el decreto de suspensión de lanzamiento, po- 
drá interponerse recursos de reposición. 


CAPITULO VII 
Disposiciones generales 


Artículo 21. — Sustitúyese el artículo 51 del Decreto- 
Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 51. — Los juicios de desalojo con- 
tra malos pagadores quedará clausurados si dentro 
del plazo para oponer excepciones, el inquilino con- 
signare la suma adeudada más el 40 % (cuarenta por 
ciento), de esa suma como pago de los intereses, tri- 
butos y costos devengados. El arrendatario o sub- 
arrendatario se beneficiará una sola vez con la clau: 
sura del respectivo juicio.” 


Artículo 22. —- (Reforma de plazo). Sustitúyese el 
inciso tercero del artículo 52 del Decreto-Ley N? 14.219, 
de 4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“Procede la- reforma de los plazos señalados en la 
intimación si el arrendatario moroso, dentro del tér- 
mino acordado, consignare el importe de los arren- 
damientos devengados, con más el 20% (veinte por 
ciento) del mismo por concepto de única indemniza- 
ción al actor por intereses y demás gastos”. 


Art. 23. — (Lanzamientos de arrendatarios inscrip- 
tos en el RAVE). La inscripción en el Registro de Aspi- 
rantes a Viviendas de Emergencia (RAVE), importará 
de pleno derecho, la suspensión del lanzamiento decre- 
tado hasta tanto le sea adjudicada al inquilino la ocupa- 
ción de una vivienda, en venta o en arrendamiento, por 
parte del Banco Hipotecario del Uruguay. 


El Banco Hipotecario del Uruguay podrá ofrecer un 
préstamo al inquilino para adquirir la vivienda que ocu- 
pa si el propietario estuviere dispuesto a enajenarla. 


El ofrecimiento se efectuará con sujeción a las si- 
guientes bases: 


19) Que el precio sea fijado por el Banco, previa ta- 
sación que éste realizará del inmueble. 


22) Que el propietario acepte dicho precio y las con- 
diciones en que el mismo le será pagado. 


El arrendatario dispondrá de un plazo perentorio de 
diez días hábiles a partir de la notificación para expresar 
su consentimiento. En caso de silencio o respuesta nega- 
tiva, caducará automáticamente su inscripción en el RA- 
VE y el Banco lo comunicará al Juzgado correspondiente 


con arreglo al artículo 91 del Decreto-Ley N? 14.219, de 


4 de julio de 1974. 


La caducidad referida en el inciso precedente no ope- 
rará en los casos en que el arrendatario acreditare ante 


“el Banco Hipotecario del Uruguay no poseer los ingresos 


suficientes, a criterio de la Institución, para hacer uso 
del crédito que se le concede. 


Art. 24. — (Notificación a fiadores). En todos los 
arrendamientos en que se hayan constituido o se consti- 
tuyan garantías personales, toda vez que el arrendatario 
adeude el alquiler correspondiente a tres meses vencidos, 
los arrendadores deberán notificar esta situación a los 
fiadores. La notificación se efectuará mediante telegrama 
colacionado u otro medio auténtico, cuyo importe estará 
a cargo del arrendatario o del fiador en su caso. A estos 
efectos, el fiador deberá dejar constancia en el contrato, 
de su domicilio real. 


El arrendador no podrá accionar contra el fiador por 
cobro de arrendamientos mientras no acredite haber cum- 
plido dicha obligación. E 
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Realizada la notificación, después de los diez días 
de vencido el plazo establecido en el inciso primero, el 
E CASOE no podrá reclamar al fiador intereses y rea- 
justes. 


. Los fiadores o codeudores de inquilinos malos paga- 
dores podrán ejercer la acción de desalojo con el plazo y 
el procedimiento previstos en el artículo 48 del Decreto- 
Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974, una vez que hayan 
hecho efectivo el pago de lo adeudado al arrendador. 


Art. 25. -—- Modifícase el artículo 40 del Decreto-Ley 
N? 14.219, de 4 de julio de 1974, el que quedará redac- 
tado de la siguiente forma: 


“ARTICULO 40. — Si no hubiere acción judicial ini- 
ciada por el arrendador o subarrendador, podrá el 
arrendatario, sub-arrendatario o fiador sustituir la 
fianza personal por la garantía del alquiler en obli- 
gaciones Hipotecarias Reajustables. 


El arrendador o subarrendador no podrá oponerse 
a la sustitución. En caso de negativa del arrendador 
o subarrendador, el arrendatario, subarrendatario o 
fiador, seguirá los procedimientos de la oblación y 
consignación, debiendo efectuarse esta última en el 
Banco Hipotecario del Uruguay”. 


Art. 26. — (Excepciones). Las disposiciones de esta 
ley no se aplicarán a los casos previstos en los artículos 
2%, 28 y 114 del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de julio de 
1974. 


Art. 27. — (Limitaciones probatorias). A los efectos 
de la aplicación de los artículos 16 a 19 y 63 del Decre- 
to-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974, y del artículo 
40 de la presente ley, no regirán en vía judicial las li- 
mitaciones probatorias establecidas en los artículos 25 
del Decreto-Ley N? 15,322, de 17 de setiembre de 1982, y 
47 del Código Tributario. 


Art. 28. — (Registro de la propiedad inmueble urba- 
na y suburbana). Cométese a la Dirección General del 
Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del 
Estado el Registro de la propiedad inmueble urbana y 
suburbana, 


En dicho Registro deberán constar todos los informes 
necesarios para determinar la situáción ocupacional de 
esos inmuebles. 


Los propietarios dispondrán de un plazo de cien: 
to veinte días para inscribir sus inmuebles en el Regís- 
tro previsto en los incisos anteriores. La inscripción será 
gratuita. Vencido dicho plazo, no se dará trámite a nin- 
guna gestión administrativa o acción judicial relaciona- 
da con inmuebles urbanos y suburbanos, si no se acredí- 
ta la inscripción de los mismos en el referido Registro. - 


El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposición den- 
-tro de los sesenta días de la fecha de promulgación de la 
ley. El presente artículo regirá a partir de los sesenta 
días de dictada dicha reglamentación. 


Art. 29. — La Suprema Corte de Justicia dispondrá 
lo pertinente a fin de suministrar trimestralmente al Po- 
der Ejecutivo y a la Asamblea General el número de 
desalojos y acciones de rebaja promovidos ante todos los 
Juzgados de la República, las causales invocadas en Ca- 
da caso y los lanzamientos realizados durante dicho lapso. 


Art. 30. — Las disposiciones de esta ley son de orden 
público. 


Art. 31. — Esta ley entrará en vigencia a partir de 
su publicación en el Diario Oficial. 


- Art. 32. — Comuníquese, ete. 
Sala de la Comisión, 30 de setiembre de 1985. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, José Germán Araújo, Amé- 
rico Ricaldoni, Heber Barón, Mario Cantón, Carlos 
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Cassina, Hugo Granueci, Elías Porras, Heber Rossi 
Pasina. Legisladores. 


“Carp. N? 15/85 
- Rep. N? 7/85 Anexo I 


INFORME 


A la Asamblea, General: 


El adjunto proyecto de ley elaborado por la Comi- 
sión Especial designada por la Asamblea General a fin de 
superar las discrepancias habidas entre ambas ramas par- 
lamentarias es, forzosamente y por tal circunstancia, el 
resultado de una transacción a la cual se llegó no sin ár- 
duos esfuerzos y tras deponer sus integrantes puntos de 
vista sostenidos con anterioridad y que fueran, enton- 
ces, determinantes de las apuntadas discrepancias. 


Es por ello que, individualmente, ninguno de los 
miembros de la Comisión comparte el texto en su integri- 
dad en la medida en que, respecto de algunas de sus dis- 
posiciones las divergencias no han podido superarse; em- 
pero, y por otra parte, en cuanto el mismo constituye 
el fruto de un acuerdo, recoge soluciones que, alternati- 
vamente, recibieron en su oportunidad, aprobación o re- 
chazo en el seno del Cuerpo en que se gestaron. 


El texto, al igual que sus antecedentes, pretende ar- 
ticular una normativa de emergentia, —circunstancia es- 
ta que no debe perderse de vista— a fin de paliar, cual 
es notorio, la situación conyuntural resultante de la apli- 
cación de los altos índices de reajustes en el precio de la 
renta operados durante el presente año y que se han 
revelado de difícil cuando no imposible absorción por 
parte de los arrendatarios. Y esa es su teleología básica; 
no obstante, se ha entendido necesario —y ello por volun- 
tad prácticamente unánime de la Comisión— incorporar o 
modificar preceptos de carácter permanente, en razón de 
conceptuarse que con ello no sólo se mejoraba la situa- 
ción de los arrendatarios compadeciéndose mejor con la 
filosofía del proyecto, sino que también se subsanaban al- 
gunas deficiencias fácilmente perceptibles en el estatuto 
arrendaticio vigente. 


De los dos temperamentos que, sustancialmente, in- 
formaron los proyectos que sobre el tema sancionara ca- 
da Cámara, es decir, la implantación de “franjas” de 
precios, o el sistema de la revisión de los mismos a tra- 
vés del ejercicio de la acción de rebaja, el proyecto ha 
procurado amalgamar ambas posiciones. 


Ante todo, es de señalar que sus disposiciones se apli- 
can sólo a los inquilinos que contrataron con posteriori- 
dad a la vigencia del Decreto-Ley N* 14.219, puesto que 
quienes lo hicieron con anterioridad disponen, como co- 
rrectivo básico, de la acción de rebaja. 


El proyecto, pues, atiende la situación de quienes, pre- 
cisamente, por carecer de instrumento legal alguno que 
los ampare, deben absorber integramente los aumentos del 
precio de los arrendamientos operados durante el año 
1985. : 


El principio rector que en €se aspecto vertebra el 
texto es el de la aplicación de las “franjas” de alquiler, 
conforme estatuye el artículo 4%, a fin de ajustar el pre- 
cio de la locación durante el período marzo del 85 a fe- 
brero del 86 a los nuevos índices que se establecen. No 
obstante, si de la aplicación de tales índices, que pro- 
cede de pleno derecho, resultare un alquiler superior al 
25 % de los ingresos del núcleo habitacional ocupante 
del bien, el arrendatario puede movilizar por una sola 
vez, la acción de rebaja a fin de que quede establecido 
en ese porcentaje el importe de la renta. 


De esta manera se conjugan las dos posiciones disÍ- 
miles que, oportunamente, caracterizaron los textos apro- 
bados por cada una de las Cámaras; de principio opera 
el sistema de las “franjas”; como correctivo, en su caso», 
la acción tendiente a obtener la rebaja del alquiler. 


38—A.G. 


En lo que refiere a los arrendamientos contratados pa- 
ra industria, comercio u otros destinos, el proyecto, si- 
guiendo los lineamientos del texto sancionado por el Se- 
nado, reduce el ajuste de los alquileres, por este año, al 
60% del respectivo índice; la solución, si bien resulta 
empírica tiene, al menos, la virtud de tratar igualmente 
a todos los arrendatarios y, en especial, recoge el tem- 
peramento que fuera propiciado por los propios interesa- 
dos ante la Comisión a través del organismo que, mayo- 
ritariamente, los nuclea. 


El esquema de este aspecto básico de la ley que se 
proyecta, se completa con la previsión respecto de la re- 
troactividad de las devoluciones que, en ciertos casos, 
deberá efectuar el arrendador. En este sentido ha existido 
consenso en fijar como fecha límite el 1% de julio próxi- 
mo pasado (artículo 5%), entendiendo que, de otro modo, 
se impondría una pesada carga a los propietarios y por- 
que las fechas que se manejaron en cada uno de los 
textos oportunamente aprobados, lo fueron teniendo en 
cuenta la época de sus respectivas sanciones. En todos 
los casos el resultado ha sido el mismo: no llevar la re- 
troactividad más allá de unos pocos meses. Esta norma, 
que se aplica en los casos de alquileres determinados con- 
forme al artículo 4%, debe complementarse con la previ- 
sión inserta en el artículo 9%: cuando el arrendatario 
movilice la acción de rebaja, la retroactividad no podrá 
ir más allá de la fecha de la respectiva demanda. Se en- 
tendió que en estos casos, de seguirse el principio general 
(retroactividad al 1% de julio) la carga impuesta al pro- 
pletario podría ser particularmente gravosa atendiendo al 
plazo de noventa días con que cuenta el arrendatario 
para promover la acción de rebaja. 


.. El capítulo III del proyecto, que forma un todo in- 
disoluble con el anterior regula, sustancialmente, el ejer- 
cicio de la acción de rebaja, cual se adelantó, por una 
sola vez. por quienes contrataron con posterioridad a la 
vigencia del Decreto-Ley N* 14.219, como correctivo del 
sistema de aplicación de las franjas. Se acentúa, así, la 
protección al arrendatario cuyos ingresos no le permi- 
ten absorver, siquiera, los índices aun rebajados del au- 
mento del alquiler. 


Asimismo, se excluye a los malos pagadores y a los 
denominados “inquilinos pudientes” —artículo 10— con: 
ceptuúndose como tales a aquellos que paguen alquileres 
superiores a N$ 15.000 a la fecha del respectivo reajuste 
(artículo 8%) armonizando asf dicho tope, con el pre- 
visto en el artículo 4% para excluirlos, también, de los 
beneficios de la ley. Más allá del empirismo que supone el 
manejo de tales cifras, se entendió que quien está pa- 
gando un alquiler de ese monto revela una capacidad que 
no es merecedora de la tutela legal, al menos en esta 
oportunidad. 


Finalmente, se consagra también, pero en sentido 
opuesto, el derecho de los modestos o pequeños propie- 
tarios a enervar la acción de rebaja, sistema que había 
sido acogido en el proyecto del Senado. Se ha optado, no 
sin vacilaciones, en estos supuestos, por hacer prevalecer 
el interés del pequeño propietario, frente al del arrenda- 
tario (literal C). 


El artículo 12, en fin, recoge textualmente el que 
fuera artículo 8% del proyecto del Senado y por el que se 
da nueva redacción al artículo 63 del Decreto-Ley 14,219 
que regula aspectos procesales de la acción de rebaja, 
introduciérndose algunas modificaciones que se han en- 
tendido necesarias a la luz de la experiencia judicial de 
más de una década. 


Los restantes Capítulos del texto a consideración de 
la Asamblea recogen, se señaló antes, soluciones alterna- 
tivas de uo u otro de los proyectos con las enmiendas 
que, en cada caso, se conceptuaron, imprescindibles a fin 
de obtener el necesario consenso. 


El artículo 1% reitera puntualmente los que fueran, 
respectivamente, artículos 1% y 3% de los proyectos del 
Senado y la Cámara de Representantes. 
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El artículo 2% es igual al texto aprobado por el Se- 
nado y cuya correspondencia debe buscarse en el también 
artículo 2% de Diputados; como éste, la clausura opera 
sólo una vez (a quienes se “hubieran acogido” a la re- 
forma del plazo); en cambio, difiere en cuanto al ámbito 
de su aplicación: sólo a los arrendatarios de fincas con 
destino a casa-habitación. 


Finalmente, el artículo 32 consagra, a favor de los 
locatarios de casa - habitación, el derecho al receso uni- 
lateral del contrato. Se mantiene el instituto que, por 
encima de notorias discrepancias, fuera oportunamente 
aprobado por ambas ramas legislativas; sólo se han in- 
troducido correcciones de redacción a fin de mejorar el 
texto. 


. Particulares controversias suscitaron las disposiciones 
insertas en el Capítulo IV referente a los arrendatarios 
deudores. 


Más allá de la posible modificación de la cosa juzga: 
da por virtud del mandato del Legislador que la norma 
del artículo 13 consagra, y que determinará, en principio, 
posiciones encontradas en el seno de la Comisión, debe re- 
cordarse la finalidad meramente instrumental del proce- 
so; la clausura operará siempre que el arrendador vea 
satisfecha su pretensión sustancial: el pago de lo adeu- 
dado y sus accesorios la restitución del bien -opera por 
vía consecuencial. Por lo demás, el temperamento pro- 
puesto reconoce variados' antecedentes en nuestra legis- 
lación (v. gr.: art. 8 de la Ley N* 14.083; 120 del Decreto- 
Ley N* 14.219, etc.). 


El proyecto prevé dos hipótesis distintas según exista 
o no acción judicial promovida por el arrendador. Es de 
señalar, asimismo, que sobre el particular se tomó como 
base el texto aprobado por Diputados adecuado a las 
contingencias de los reparos formulados en el seno de la 
Comisión. 


El Capítulo V del proyecto se refiere a las Casas de 
Inquilinato, Hoteles y afines. En lo sustancial se han se- 
guido los lineamientos trazados por el texto aprobado por 
la Cámara de Representantes, salvo en lo que dice con la 
fijación del precio del arriendo (artículo 18). Sobre el 
particular, se ha entendido preferib'e su determinación 
automática y no a través del Banco Hipotecario del Uru- 
guay como se propiciaba. El precio resultante, que pue- 
de ser excesivo y seguramente lo será en la mayoría de 
los casos, podrá ser atemperado adecuadamente mediante 
la acción de rebaja que se acuerda al ex-huésped trans- 
formado en arrendatario. 


El Capítulo VI mantiene el texto tal cual fuera apro- 
bado por el Senado, 


Finalmente, y en lo que t'ene relación con el Capí- 
tulo VII y relativo a disposiciones generales se ha man- 
tenido, básicamente, el proyecto que fuera aprobado por 
la Cámara Alta, con las siguientes modificaciones: 


a) se sustituyen el 'inciso 32 del artículo 52 y el ar- 
tículo 51 del Decreto-Ley N% 14.219 a fin de ajustar los 
porcentajes de gastos accesorios que debe satisfacer el 
arrendatario adecuándolos a nuestra práctica judicial (ar- 
tículos 21 y 22); 


b) el relevamiento del secreto bancario, siguiendo 
así la orientación impresa por el texto del Senado, se es- 
tablece a los solos efectos del ejercicio de la acción de 
rebaja (artículo 27); 


c) se sustituye el censo de la propiedad que propi- 
ciaba el proyecto aprobado por el Senado por la creación 
del Registro de la Propiedad Inmueble, tal como lo conci- 
bió el proyecto de Diputados. Ello obedece a la imposibi- 
lidad de llevar a cabo d:cho censo según fuera comunicado 
a la Comisión (artículo 28); : 

d) finalmente, se dispone que la ley entrará en vi- 
gencia a partir de su publicación en el Diario Oficial y 
no en dos diarios cualesquiera, como establecían ambos 
textos originarios (artículo 31). 
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En consecuencia, y teniendo en cuenta que el proyec- 
to elaborado por la Comisión, más allá de sus inevitables 
carencias cumple con la finalidad básica que lo inspira. 
a la vez que constituye sólo un ordenamiento de emer- 
gencia, se aconseja a la Asamblea General su aprobación. 


Sala de la Comisión, 30 de setiembre de 1985. 


Genzalo Aguirre Ramírez, Miembro Informante, José 
Germán Araújo, Miembro Informante, Américo Rical. 
doni, Miembro Informante, Héctor Barón, Miembro 
Informante, Mario Cantón, Miembro Informante, 

Carles Cassina, Miembro Informante, Hugo Granucci, 

Miembro Informante, Elias Porras, Miembro Infor- 

mante, Heber Rossi Pasina, Miembro Informante. 

Legisladores.” 

SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa entiende que an- 
tes de que los señores legisladores consideren el tema, 
el Cuerpo debe resolver cuál es el proyecto de ley que se 
va a tratar. 


Hay un proyecto de ley de la Comisión Bicameral y la 
Mesa considera que la Asamblea: General debe resolver 
si se va a tratar este proyecto porque, de lo contrario, 
y de acuerdo a una disposición reglamentaria, habría que 
tratar el proyecto aprobado por el Senado. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


¡SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Como la Asamblea Ge- 
neral aún no ha aprobado su Reglamento, debemos re- 
gurnos por el arcaico con que contamos. 


En consecuencia, señor Presidente, mociono para que 
el proyecto que tomemos como base sea el elevado por la 
Comisión Bicameral. ' 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción del señor legislador Fá 
Robaina. 


(Se vota:) 
—99 a 99. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el proyecto elevado por la Comisión Bicameral. 
(Se lee) 


—En discusión general. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Para ocuparse del proyec- 
to de ley de la Com.sión Bicameral, tiene la palabra el 
señor legislador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: mi opinión so- 
bre estas leyes de alquileres ya he tenido ocasión de ex- 
ponerla ampliamente en el Senado. Por lo tanto, haré gra- 
ei Asamblea General de repetir conceptos ya co- 

s. 


Señalo que el proyecto que consideramos es una mez- 
cla, en partes desiguales, del aprobado oportunamente 
por la Cámara de Representantes y del que luego fue apro- 
bado por el Senado. Digo mezcla en partes desiguales por- 
que priman en él disposiciones votadas oportunamente 
por los señores representantes. De una u otra manera, 
se confirma el criterio, ya tradicional en lo referente a 
estas leyes, de hacer recaer exclusivamente sobre los pro- 
pietarios la ayuda a los inquilinos. 


E Oportunamente, tuve ocasión de señalar que pudo 
haber diversas maneras de compensar a los propietarios 
con respecto a este daño que les infligimos. Una de ellas 
era .la de beneficiar!os en lo referente a la materia impo- 
sitiva. Naturalmente, el Parlamento no tiene iniciativa 
en la rebaja e exoneración de impuestos, la que tiene 
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que venir del Poder Ejecutivo. Este hecho lo planteamos 
oportunamente al señor Ministro de Economía y Finan- 
zas quien, con argumentos muy concretos, se opuso ter- 
minantemente a todo beneficio impositivo a los propie- 
tarios. 


Nosotros creemos que este tema es de interés nacional, 
por su jerarquía, por la supervivencia a través de las dé- 
cadas y por afectar a miles y miles de personas. 


En consecuencia, ni el Poder Ejecutivo ni las inten- 
dencias —especialmente la de Montevideo— pueden ni de- 
ben permanecer indiferentes a él. 


Lamentablemente, esto es lo que ha ocurrido. En el 
Senado estamos estudiando el Presupuesto de Sueldos y 
Gastos de la Nación que, en pocos días, será elevado a 
la Cámara de Representantes, ocasión ésta que será pro- 
picia para que el Poder Ejecutivo reciba distintas inquie- 
tudes —entre ellas la nuestra— a fin de arbitrar alguna 
ayuda a los propietarios, alguna compensación, aunque sea 
en mínima parte, ya que todavía no lo ha hecho. 


También la Intendencia Municipal de Montevideo ha 
permanecido indiferente respecto a este tema. Ambos or- 
ganismos entienden que este tema no les afecta. Que no 
es de su resorte. En una palabra y de acuerdo a una vieja 
expresión, “se lavan las manos”. 


Hace pocos días he leído —si no recuerdo mal— que 
la Intendencia Municipal de Canelones se aprestaba a 
otorgar algunos beneficios para los productores afectaaos 
por el granizo; concretamente, que pensaba exonerarlos O 
rebajarles el impuesto de Contribución Inmobiliaria. Me 
parece una actitud que denota una plausible sensibilidad 
por parte del señor Intendente de ese departamento. La- 
mento que el señor Intendente de Montevideo no haya 
demostrado los mismos sentimientos para contemplar a 
los propietarios que se van a ver afectados por esta ley, 
sobre todo cuando viene de desacargar sobre ellos una 
Contribución Inmobiliaria que según el juicio unánime de 
la población, resulta francamente excesiva. 


Como este Cuerpo no discute el proyecto en general y 
en particular sino solamente en una sola discusión, ten- 
dremos que considerar también al articulado al formular 
apreciaciones generales. Voy a comenzar entonces, refi- 
riéndome al artículo 30. , - 


En dicho artículo se amplía, aún más, el campo del 
desistimiento unilateral. La disposición que había aproba- 
do la Cámara de Representantes establecía que tenían 
esa facultad, de desistir unilateralmente del contrato de 
arrendamiento, los arrendatarios que a la fecha de la ley 
hubieran cumplido un año en esa calidad. De esta forma 
los propietarios sabían a que atenerse. La ley recaía sobre 
ellos como una sentencia y sabían que sus actuales inqui- 
linos podían desistir unilateralmente. Ahora €sta facultad 
se extiende a los inquilinos que vayan a cumplir el año 
antes de marzo de 1986 con lo cual, a los propietarios,» 
además del perjuicio que la ley les ocasiona, les añadi- 
mos la incertidumbre, porque, desde ahora hasta marzo 
de 1986, estarán en la duda de si su inquilino decidirá oO 
no rescindir unilateralmente el contrato. 


Con respecto a los hoteles y pensiones se reproduce 
el articulado que oportunamente había aprobado la Cá- 
mara de Representantes. Sobre este punto se establece 
una situación un tanto original, que no debe tener pre- 
cedentes en la historia legislativa del país; es decir que 
si el propietario de un hotel o pensión no cumple con las 
estipulaciones legales, en lugar de sancionarlo con multas 
o suspensiones c aún con la clausura de su establecimien- 
to —como inclusive lo establecen otras leyes— se los pena 
de una manera muy especial: cambiando el rubro de su 
explotación comercial. Es como si a un carnicero que en 
su local de ventas no cumpliera con las disposiciones hi- 
giénicas, como castigo se lo convirtiera en joyero o eba- 
nista. Esto trae aparejada una situación que sería curiosa 
y aún graciosa si no fuera lamentable. Porque.se convier- 
te a los pensionistas en inquilinos; pero en una clase muy 
especial de inquilinos: sin contratos, sin plazos y sin ga- 
rantías; es decir, una especie “sui géneris”, sin plazos 
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pactados. Además hay situaciones que no se prevén den- 
tro de esta irregularidad general. Digo esto porque se 
trata de una especie de sanción al propietario de una 
pensión o de un hotel que no hubiera renovado su ins- 
cripción en el registro o cuya inscripción, por diversas 
causas, hubiese caducado. ¿Qué - ocurre si ese propietario 


_ regulariza su situación? ¿Vuelve el establecimiento a recu- 


perar la calidad de hotel o de pensión o queda .como 
casa de inquilinato, a pesar de haber regularizado su si- 
tuación y haber cumplido con las disposiciones que antes 
había omitido? Creo que esta situación no está prevista 
en el proyecto. 


Por otra parte, señor Presidente, habría que ponerse 
de acuerdo con respecto a la característica de ese esta- 
blecimiento. Por ejemplo, si es comercial o no; porque si 
lo es, en el caso en que el dueño de la pensión sea inqui- 
lino del inmueble, estará sujeto a un régimen de franjas 
determinado, según lo establece la ley. Si no es comer- 
ciante, estará sujeto a otro régimen de alquileres. El ar- 
tículo 19 especifica “Si el titular del establecimiento co- 
mercial”... pero este establecimiento comercial deja de 
serlo en el momento en que, por no haber cumplido con 
la ley, se transforma en una casa de inquilinato, que ya 
no entra en la actividad comercial. De manera que, den- 
tro de lo anómalo de este capítulo, también Creo. que 
hay diversas circunstancias que van a hacer más penoso 
el tránsito por estas disposiciones legales. Parecería que 
lo natural —que es lo que se hace con cualquier activi- 
dad en el país— es que Cuando el titular no cumpla con 
sus obligaciones, se le clausure su establecimiento, se le 
impida seguir actuando en ese carácter, pero no que se 
le cambie la naturaleza de la explotación. 


En el artículo 28 que tiene que ver con el registro de 
la propiedad inmueble urbana y suburbana —que creo se 


había desechado por el Senado por razones que no es del 


caso repetir— se cambia el lugar de inscripción. Si se 
considera necesario registrar los contratos para que espe- 
cialmente el Parlamento, en el futuro, pueda disponer de 
datos de los que ahora carece, parecería natural que, exis- 
tiendo ya un Registro General de Arrendamientos se le 
encomendara esa tarea a ese registro. Sin embargo, se 
prefiere organizar uno nuevo en la Dirección General de 
Catastro. 


Señalo señor Presidente, que mi deseo es exponer al- 
gunas consideraciones pero no demorar el tratamiento de 
este asunto que, por otra parte, es necesario resolver 
cuanto antes porque desde hace muchos meses se ha crea- 
do una expectativa entre inquilinos y propietarios que 
parece prudente se solucione aunque sea con alegría para 
unos y con dolor para otros. 


Con respecto a este tema podríamos decir que está 
encariñado con el Parlamento y que se niega a abando- 
nar estos escaños. Estoy seguro de que en los primeros 
meses del año próximo nos volveremos a encontrar con 
el tema de los arrendamientos, este viejo amigo de los 
legisladores, y tendremos ocasión de volver a exponer, na- 
turalmente que sin mucha esperanza, nuestros puntos 
de vista. 


Por esta razón, sintéticamente expuesta, señor Presi: 
dente, adelanto mi voto negativo a este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Porras Larralde. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Señor Presidente: 
voy a formular algunas breves consideraciones como 
miembro informante de la Comisión Bicameral, que acon- 
seja a este Cuerpo la aprobación del proyecto en examen. 


En primer término, deseo destacar que el espíritu 
que animó esta ley no es Otro que el de incidir en una 
situación de coyuntura ya evidenciada a fines del año 
pasado y principios de éste por la CONAPRO, e incluso por 
los representantes de los dos muy respetables intereses 
enfrentados en esta materia, vale decir arrendadores y 
arrendatarios. 
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Lo que justifica que se legisle en forma de emergen: 
cia en este tema, es el convencimiento que anima a los 
partidos políticos —incluso, a los arrendadores y arrenda- 
tarios— como consecuencia de la pauperización del sala- 
rio real y del decaecimiento del poder adquisitivo. Por 
otra parte, el altísimo índice de incidencia de los Coefi- 
cientes de reajuste que mes a mes iba apareciendo en el 
mercado de alquileres —como consecuencia de la vigencia 
de la Ley N% 14,219— llegó a un punto de estabilidad muy 
difícil respecto a los contratos, por la imposibilidad en 
que se encontraban los inquilinos de cumplir con el pago 


" de sus arrendamientos. 


El documento de la CONAPRO al que me voy a retfe- 
rir, dice al respecto que es imperioso dictar una ley de 


- emergencia relacionada con los arrendamientos, funda- 


mentalmente con destino a casa- habitación, que atempere 
la incidencia de los índices de reajuste de la Ley N* 14.219. 
Frente a esto, se acordó, proteger a los inquilinos de me- 
nores recursos, tratando de asegurar la estabilidad de los 
contratos, mantener -—si se quiere— la paz social y evitar 
puntos de fricción que provocaran la extinción de los con- 
tratos de arrendamiento, por imposibilidad de pagar el 
alquiler. Estos hechos, de no corregirse, culminarian con 
el lanzamiento y el destino final de estos inquilinos sería 
el de las pensiones, no habilitadas o no registradas, € 
incluso, el de los cantegriles de los alrededores de Mon- 
tevideo. 


Para posibilitar el pago de los alquileres se entendió 
que el medio más importante y conducente era el de aba- 
tir, en alguna medida, los índices de reajuste operados 
mes a mes como consecuencia de la aplicación de la men- 
cionada ley. 


Radicado este proyecto en la Cámara de Represen- 
tantes, la Comisión Especial designada al efecto entendió 
que era del caso establecer, mediante un sistema de fran- 
jas que comenzaba con los alquileres más bajos, un ma- 
yor índice de protección, o sea, tasas de enervamiento 
de estos índices de detracción, en razón inversamente pro- 
porcional, de manera de favorecer con ajustes de detrac- 
ción más altos a los inquilinos que pagaban menos al- 
quiler. 


De esta forma irían disminuyendo paulatinamente es- 
tas tasas de' detracción, hasta alquileres que en aquel mo- 
mento la Comisión de la Cámara de Representantes ubicó 
en el orden de los N$ 9.000 o N$ 10.000 anteriores al rea- 
ne previsto como zona de incidencia temporal de esta 
ey. 


Este fue el criterio inicial sancionado por la Cámara 
de Representantes que luego fue sustituido por el de los 
topes del Senado que, cuando los ingresos del arrendata- 
rio lo determinan, el pago del alquiler es congelado total- 
mente quedando vigente el anterior al reajuste. 


El sistema de franjas aceptado por la Cámara de Re- 
presentantes permitía siempre un aumento porcentual del 
alquiler. Vale decir, en ningún caso y bajo ningún con- 
cepto se Operaba el congelamiento del alquiler que, en 
definitiva, iba a recibir el arrendador. En este tema se 
centró la pretensión coyuntural, para permitir la norma- 
lización en el pago de los alquileres, evitar la aparición 
de más juicios de desalojo que los ya existentes, la adop- 
ción o la materialización de lanzamientos dictados o a 
dictarse e impedir el nuevo aflujo de inquilinos lanzados 
hacia esta Zona marginal de la locación, que es la com- 
prendida dentro del capítulo de hoteles, moteles, pensio- 
nes, casas de inquilinato y afines. Aquí, la realidad de los 
hechos es que se celebra un contrato de arrendamiento, 
pero, jurídicamente, lo único que existe es un contrato de 
hospedaje en el cual todos los derechos están a favor 
del titular o dueño del establecimiento, El inquilino real, 
el que allí vive con su familia sufre las carencias y la des- 
protección total de la ley general que ampara en este pais . 
a todos aquellos que, mediante el pago de una suma pe- 
riódica, tienen derecho a un techo. ; 
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En diversos capítulos de la ley, así como en distintos 
artículos, fue nuestra preocupación extender esta protec- 
ción coyuntural al inquilino mediante la sanción de lo 
que podemos calificar como una serie de normas gene- 
rales, tales como la suspensión de los lanzamientos a to- 
dos los buenos pagadores hasta el 30 de abril del año 
próximo, la clausura de los procedimientos en todos los 
casos en que el arreadatario haya obtenido la retorma 
del plazo como mal pagador, como consecuencia del pago 
de lo que adeudaba, que es el sistema establecido por el 
artículo 52 de la Ley N* 14,219. De esta forma se trataba 
de añadir cierta estabilidad en la situación arrendaticia. 


Asimismo, previmos el desistimiento por una de las 
partes: la rescisión unilateral del contrato, toda vez que 
se encontrara frente a la posibilidad real de no poder 
cumplir con la obligación esencial que el contrato de 
arrendamiento pone sobre su espalda, vale decir, el pago 
del precio y que no Ocasione perjuicios al arrendador 
cuando haya transcurrido el tiempo suficiente. 


" Nos pareció prudente establecer el plazo de un año 
como vigencia previa del contrato para que, recién en 
ese Caso, el inquilino pueda decirle a su arrendador que 
se encuentra en la imposibilidad real de poder pagar el 
alquiler. En ese caso, en vez de convertirse en el sujeto 
pasivo de una nueva intimación de pago y, eventualmente, 
de un juicio de desalojo, puede optar por un camino más 
realista, notificándolo que no se encuentra en condiciones 
de poder continuar con el arrendamiento, y Optar por 
* devolverle la finca, a los efectos de que pueda libremente, 
alquilarla o arrendarla a quien satisfaga sus exigencias 
contractuales. 


Luego previmos la clausura de los procedimientos, O 
"sea la normalización de la situación arrendaticia en aque- 
llos casos en que se ha intimado el desalojo, inclusive, 
en el período del lanzamiento, permitiendo que el inqui- 
lino endeudado por circunstancias por .todos conocidas 
-—que resulta ocioso repetir aquí— mediante el pago de lo 
adeudado al arrendador, más un 15% por todo concepto 
cuando efectúa el pago al contado y con un 30% más 
en el caso de que fuera en cuotas. 

También previmos algunas modificaciones a la legis- 
lación de fondo, al artículo 51 de la Ley N* 14.219, sus- 
tituyendo una norma punitoria que permitía la clausura 
de los juicios mediante el pago del 60 %, por considerarlo 
excesivo y gravoso para el arrendatario, abatiéndolo al 
40 %. 


Vale decir que mediante este sistema se produjo un 
reajuste y control de los precios de arrendamiento, del 
monto de los alquileres y, también, de una serie de nor- 
mas generales, algunas de procedimiento y otras que per- 
miten asegurar la estabilidad y la continuidad de los 
arrendamientos actuales sobre la base, en todos los Casos, 
del pago de lo adeudado. Se introdujo en esta ley la posi- 
bilidad de la creación de un instituto ya enunciado en 
las legislaciones anteriores que se refiere a la situación 
de las casas de inquilinato, hoteles y pensiones, que en 
esos años era incipiente, pero que, últimamente, ha co- 
brado gran importancia y una incidencia social dramá- 
tica y desagradable. , 


Esta no es una innovación jurídica de los legisladores 
de ahora, puesto que ha existido en períodos anteriores 
y en las Comisiones que proyectaron este texto que está 
hoy a consideración de la Asamblea General. Inclusive, 
fue recogida por la Ley N?* 14.219, donde ya se le dio la 
calidad de arrendatario a todos los ocupantes de las casas 
de pensión, hoteles, moteles o de inquilinato, que tan 
duramente censuraba y criticaba el señor legislador Ortiz. 


Nos parece que hemos contribuzdo a solucionar, legis- 
lativamente, un doloroso problema social. Confieso que no 
tenía una idea muy acabada de lo que ocurría en estas 
casas de pensión, donde decenas de miles de uruguayos 
están viviendo hoy. Como soy del interior, para mí era 
_desconocida esta realidad. Lo que he visto en ocasión de 
mi visita a tres o cuatro establecimientos de este tipo, 
como uruguayo, me provocó vergiienza. Es muy grande el 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.—41 


grado de promiscuidad y hacinamiento en que se vive en 
estas pensiones y es muy alto el precio que se paga por 
vivir allí, sin suministrar una garantía. 


Son muy duras las exigencias contractuales y es muy 
distinta la situación en que viven esas familias a la rea- 
lidad prevista por la ley. A veces, en una sola pieza, ha- 
bitan siete u ocho personas mayores y menores; inclu- 
sive, a veces, se trata de dos núcleos familiares diferentes 
que no poseen ningún vínculo de consanguinidad. Sin 
embargo, cohabitan allí, y la separación de una familia 
a otra, se realiza por un simple biombo o una frazada 


* colgada de un alambre que sirve, además, para secar la 


ropa en los días de lluvia e incluso hasta cáscaras de 
naranja que se utilizan para cambiarle el sabor al mate 
de la noche que, muchas veces, no es otra cosa que la 
cena de los que allí habitan. 


En esa pieza de cuatro por cuatro o de cuatro por 
cinco, donde viven promedialmente de ocho a diez perso- 
nas, se encuentran las camas, o los colchones, el primus, 
etcétera. Eso no es lo que el legislador estableció como 
precepto constitucional, determinando que los uruguayos 
deben tener una vivienda decorosa. Esta situación no 
puede quedar al margen de la inquietud del legislador, 
pues como uruguayos a todos nos avergiúenza. 


Hemos oído decir por ahí, por parte de algún legis- 
lador —y no sin razón desde su punto de vista, muy res- 
petable por cierto— que podrían estremercse en sus tum- 
bas los huesos de Tristán Narvaja y, quizás, de Velez Sar- 
field y de todos los comentaristas del Código Civil francés, 
Laurent, Baudrie Lacantinerie, Planiol y Rippert, Colin 
y Capitant, y de muchos otros eximios civilistas que 
ponderarón las virtudes de la doctrina de la autonomía 
de la voluntad, en materia contractual. No olvidemos que 
para mantener esa doctrina de la autonomía de la volun- 
tad contractual como la ley soberana de los contratantes, 
se exigen, también, requisitos esenciales para que la vo- 
luntad de los mismos sea libremente emitida en el acto 
de celebrar los contratos, donde no deben existir vicios 
del consentimiento y donde la situación de ambas partes 
debe ser de igualdad. Ambos deben poseer el mismo poder 
negociador a los efectos de llegar a un acuerdo en las 
condiciones y en la forma en que se va a desenvolver el 
contrato. 


Sin embargo, cuando a una de estas pensiones llega 
un hombre con su familia, por haber sido objeto de una 
acción de lanzamiento y no tiene garantías que Ofrecer, 
entra a regir una ley que en la jerga utilizada en estos 
establecimientos, se denomina “la ley del candado”. Cuan- 
do el precio no se paga a los seis días o en una semana, 
no existe intimación de pago, no se utiliza ningún proce- 
dimiento legal, sino que, de por sí, “manu militari”, el 
dueño, titular del negocio, coloca en la sala de la pensión, 
o en la vereda, las pertenencias de toda esa familia. Ese 
hombre, automáticamente, va a otro establecimiento igual 
O peor que ese, o va a ingresar como uno más a los can- 
tegriles que hoy rodean a la ciudad de Montevideo. 


Por eso, señor Presidente, no me horroriza el hecho 
de que cambiemos por disposiciones legales, las conse- 
cuencias meramente contractuales porque bueno fuera 
que el Estado permaneciera impasible y no intercediera 
en una suerte de dirigismo contractual, imponiendo en 
esta relación causales y razones de justicia. Porque lo 
que se da es la explotación del dueño de la pensión de 
todos los que allí habitan. 


Formulo estas consideraciones lo más brevemente po- 
sible; pero existen otros argumentos que avalan la inter- 
vención del Estado para evitar que los uruguayos sigan 
viviendo en estas condiciones penosas y lamentables, en 
estos establecimientos que tanto la Intendencia Municipal 
como la Dirección Nacional de Turismo, mediante la apli- 
cación de estos instrumentos legales, deberán solucionar, 
Todo ello amerita la aprobación de este proyecto de ley, 
para que estas situaciones de vivienda no continúen como 
hasta ahora. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Queremos, al inicio 
de esta sesión, dejar sentado algún concepto que nos 
parece se evade de la mera consideración de la ley de 
arrendamientos, para internarse en lo que puede ser una 
opinión sobre la técnica legislativa y sobre las actitudes 
que pueda tener el Parlamento de nuestro país en éste», 
como en tantos temas que son recurrentes de la legisla- 
ción, desde siempre o desde los últimos veinte o treinta 
años. 


Creemos. señor Presidente —respetando enormemente 
la tarea, el talento y el esiuerzo que han puesto los com- 
pañeros del Senado y de la Cámara de Representantes al 
tratar este asunto— que los legisladores han caído en 
una trampa legiferante y que han sido victimas, una 
vez más, ael concepto de que la legislación todo lo pueue, 
de que realmente existe un progreso en el pais cuando 
se aprueban normas, y que la transiormación de las con- 
diciones de vida depende en un cien por ciento de la vo- 
luntad, de la imaginación y del trabajo de los legislado- 
res, Este es un tema, típico, en el cual hemos incurrido 
todos en pecado; aquí somos todos pecadores, los que inte- 
gramos otras legislaturas y, probablemente, lo sean tam- 
bién los nuevos colegas que nos acompañan. Esta con- 
fianza ciega e ilimitada que se traduce en que lo que vo- 


tamos podrá, en el día de mañana, incidir de una manera * 


eficaz en la realidad circundante, como para transfor- 
marla totalmente, tiene un carácter nacional. Pero no 
podemos internarnos en lo que pueden ser consideracio- 
nes de carácter político o filosófico. 


Queremos manifestar que en materia de arrenda.- 
mientos —no llegamos a este razonamiento por la vía de 
la erudición jurídica que no tenemos; pero sí a través del 
conocimiento empírico del problema por la vertiente de 
haber ejercido la profesión y por estar en contacto con 
la realidad, conocer gente, inquilinos y propietarios— se 
ha elegido, para entrar en la larga ley de emergencia 
que aprobaron el Senado y la Cámara de Representantes, 
un Camino que desconocía un dato de la realidad. que 
era el único que requería una actitud legislativa: ¿qué 
había pasado con la Ley N* 14.219? Fue una ley que na- 
ció en el período anterior; pero que desde nuestro punto 
de vista y de la experiencia a que aludimos hakía dado 
racionalidad a todo el sistema de arrendamientos, que 
desde 1940 y tantos estaba distorsionado por una legisla- 
ción que atendía a lo coyuntural, pero que nunca había 
dejado relativamente libradas las fuerzas económicas que 
tenen que operar alrededor de la contratación para que 
ellas encontraran un cauce. 


No vacilo en afirmar que, a mi juicio, la Ley N? 14.219 
es una buena ley, que el periodo en que rigió —que no 
fue solamente el de la prosperidad, ya que tuvo sus alti- 
bajos— fue lo suficientemente largo como para que se 
pueda establecer respecto del mismo un juicio definitivo. 
A través de ella se logró encarar el mercado de la vivien- 
da que, realmente, era nuevo entre nosotros. Soy lo sufi- 
cientemente veterano como para acordarme del tiempo en 
que obtener un apartamento para vivir era el problema 
más importante de quien quisiera formar un hogar, irse 
de la casa O acceder a una vivienda. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Lo sigue siendo, señor legis- 
lador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — No Creo que haya 
sido la Ley N% 14.219 la que falló, sino la falencia del 
instituto encargado en nuestro país de sustituir los inqui- 
linos por propietarios, es decir, el Banco Hipotecario. Ese 
es el que ha fallado en la mecánica de nuestro funcio- 
namiento habitacional. 


Esta ley había aventado el temor con que se contra- 
taba; se había llegado al pánico frente al contrato que 
no tenía finalización y que embarcaba a las partes en 
un vínculo mucho más difícil de disolver que el propio 
vínculo matrimonial. Si a la pareja le asustaba el vinculo 
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matrimonial, mucho más el arrendamiento, al cual que- 
daba atado como un corcel. 


Recordamos la Dirección de Asesoramiento Técnico de 
Alquileres. ¿Quién no recuerda a los arquitectos que te- 
nían que ir a tasar la vivienda, o los procedimientos bor- 
kónicos —según diría Curzio— en los que había que intro- 
ducirse para fijar el valor de un apartamento, con inter- 
vención de técnicos, cen peritajes, con opciones a 'Opo- 
nerse al peritaje, con cálculos sobre los ingresos de quie: 
nes iban a habitar esa casa? Todo esto fue mejorado por 
una ley que es perfectible, mejorable y, que tuvo sus eta- 
pas no de sustitución, sino de adecuación, en las cuales 
el poder de entonces advirtió que los ajustes, mediante la 
UR, no eran lo que podían considerarse justos y creó la 
URA, es decir, un concepto un poco más prolongado de 
la permanencia de la ley. En la medida en que se va ajus- 
tando, se convierte en ley, en el sentido aceptado por la, 
propia colectividad y no en una mera lista de artículos 
aprobados por un Parlamento, que a veces no tiene rela- 
ción alguna con la realidad sobre la cual se pretende Ope- 
Tar. 


Digo, señor Presidente, que respetando el trabajo y 
la dedicación de los señores legisladores que han estirado 
al máximo la imaginación, así como sus recursos dialéc- 
ticos y jurídicos, estábamos a tiempo, el primer día en 
que se trató este tema, de votar la verdadera ley de emer- 
gencia que el sistema de arrendamientos requiere, que 
tiene un solo artículo. Me atrevería a pedir que recapaci- 
táramos sobre si éste no es el proyecto que deberíamos 
votar inmediatamente. 


Como legisladores, ¿qué es lo que tenemos que aten- 
der con carácter de emergencia? Debemos reconocer que 
se ha desfondado el supuesto económico sobre el que se 
había edificado esta ley: ha aumentado la desocupación 
y han quedado. retrasados los salarios. En lugar de intro- 
ducirnos en un galimatías legal, lo que tendríamos que 
hacer —y estamos a tiempo— es votar un solo artículo 
que diga que el reajuste establecido por la Ley N% 14.219 
se pagará en dos cuotas, el 50 % en el primer semestre, 
y el 50% restante en el segundo. 


Eso ha sido aceptado por una gran mayoría como una 
solución lógica porque contempla la necesidad de que no 
haya un repentino aumento de la incidencia del alquiler 
en el hogar del inquilino y ha sido aceptado también 
—y le consta a los señores legisladores—- en los mil y un 
casos en que se ha pactado la solución entre las partes. 
Apelo al conocimiento de mis colegas abogados que se 
mueven en el mundo de los negocios de este tipo y les 
pido que me digan si no han existido miles de circuns- 
tancias en las que el entendimiento se apoyó en bases 
similares. Entonces, ¿para qué introducirnos en artículos 
que van a ser cuestionados en su constitucionalidad? ¿Pa- 
ra qué legislar sobre las casas de pensión? ¿Para qué 
introducirnos al semillero de mil conflictos y pleitos, cuan- 
do lo razonable —lo que nos han dicho las gremiales de 
propietarios y lo que sabemos que aceptan los propios 
inquilinos— es que en lugar de pagar de un mes para otro 
el 100 % del reajuste, se establece la posibilidad de efec- 
tuar ese pago en dos veces? ¿Por qué no votamos en ese 
sentido, haciendo realmente efectiva una legislación de 
emergencia y esperamos a que en el futuro la fuerza del 
razonamiento nos haga advertir que queriendo: hacer lo 
mejor estábamos olvidándonos de hacer lo bueno? 


Quería dejar sentada esta posición que hemos mante- 
nido en el Senado, que ha sido expuesta por nuestros 
representantes en la Comisión bicameral y que tiene, a 
nuestro juicio, la suprema elocuencia de lo sencillo, de lo 
fácil, porque una ley de emergencia que tarde tres meses 
en ser aprobada, ya deja de tener esa caractrística y de 
ley va teniendo muy poco. Es simplemente una mezcla de 
conceptos que no tienen relación entre sí, porque se imtro- 
ducen en distintas ramas de la actividad y aún en su pro- 
fundidad, no tienen los mismos alcances. Algunos se re- 
fieren a los pactos entre partes; Otros entran en retroacti- 
vidades siempre sospechosas, otros introducen aspectos 
nuevos que no había necesidad de incorporar en este pro- 
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yecto y otros convierten la futura negociación entre pro- 
pietarios e inquilinos —lo decimos hoy en esta Sala— en 
un conjunto de dolores de cabeza que solamente a algún 
colega o ex colega experto en arrendamientos podrá resul- 
tarle provechoso el día de mañana. 


Estamos aún a tiempo de legislar de acuerdo a lo que 
la realidad requiere; lo que estamos haciendo es compli- 
car algo que no lo es tanto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. — Señor Presidente: aun cuando 
son muchos los aspectos de este proyecto de ley que de- 
searíamos comentar, siquiera brevemente, vamos a pro- 
curar que nuestra exposición, en representación de la 
bancada del Frente Amplio, sea lo más concisa posible a 
los efectos de habilitar el tratamiento del articulado por 
parte de la Asamblea General, y, de ser factible, la rápida 
aprobación de este proyecto de ley que se ha calificado, 
desde el principio y con acierto, como ley de emergencia 
en materia de alquileres. Sin embargo, se ha demorado su 
aprobación legislativa por causas que no son imputables 
a ningún legislador en particular ni a ninguna de las 
Cámaras. 


Sin ánimo de suscitar una polémica con un distin: 
guido señor legislador, debo decir que no creo en el poder 
de la ley para solucionar todos los problemas que se plan- 
tean a una comunidad en su vida diaria; pero pienso sl» 
que puede aportar, por lo menos parcialmente, soluciones 
a problemas reales. Así, por ejemplo, con las normas que 
este proyecto de ley establece en lo que se refiere a OCu- 
pantes de casa de inquilinato, que pueden no haber sido 
debidamente entendidas por los señores legisladores que 
se oponen a esta iniciativa, porque se trata de un asunto 
de real emergencia que afecta, en Montevideo, a alrede- 
dor de 100.000 personas. Y no creo que las soluciones que 
consagra el capítulo respectivo de este proyecto puedan, 
en definitiva, servir para que todos los compatriotas que 
viven en tan desesperante situación resulten realmente 
amparados por las mismas. ¿Por qué? Porque es tal la 
marginalidad social en que viven, que muchos de ellos ni 
siquiera deben saber que existen normas legales como 
éstas que vamos a consagrar, que les permiten defender- 
se de esa expoliación, de esa explotación, que no pode- 
mos admitir ni un día más. Eso explica la razón de este 
capítulo en este proyecto de ley de emergencia. A su 
respecto no estamos innovando. La ley de 1974 —y antes 
otra ley— dice que los ocupantes de este tipo de aparen- 
tes establecimientos de hospedaje, son inquilinos. Era y es 
una manera de sancionar a quienes habilitan estos pre- 
suntos establecimientos de hospedaje que no son tales por- 
que no cumplen las condiciones mínimas, las más elemen- 
tales que, por otra parte, están reguladas por la ley y 
por la reglamentación, vigente. Sin embargo, reciben 
huéspedes como si estuvieran realizando una explotación 
comercial; los alojan en unas habitaciones horrorosas, mi- 
serables, indecorosas y les cobran por esa ocupación pre- 
cios diarios absolutamente inadmisibles. 


Los ocupantes de estos establecimientos, por así la- 
marlos, están ya claramente protegidos en la ley de 1974. 
Sin embargo, en los hechos, no lo saben —tal es su mar- 
ginalidad— y fundamentalmente porque el sistema no 
funciona, por distintas razones que no es del caso entrar 
a considerar ahora. Reitero que no innovamos nada; 
mantenemos la categorización legal que viene de la ley 
de 1974 y establecemos un procedimiento para que esta 
gente, en la medida que se entere que tiene una protec- 
ción legal —a través de un defensor de oficio que los in- 
forme sobre el particular, por ejemplo— se defienda. Por 
supuesto que de esta manera estamos generando una si: 
tuación un tanto “sui generis” en materia de arrenda- 
tarios porque no tienen un contrato escrito ni garantía. 
Pero no es Culpa de ellos que en su situación de margi- 
nalidad social sean objeto de la explotación de propieta- 
rios o de sujetos que arriendan o subarriendan, sin duda 
con el conocimiento y hasta con el consentimiento de 
los propietarios. 
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Respetando nuestro sistema constitucional, que consa- 
gra el derecho de propiedad dentro de determinados lí- 
mites y moviéndonos dentro de dichos preceptos constitu- 
cionales, digo que a mí no se me importa la situación en 
que quedan estos propietarios, porque lo que me interesa 
es terminar con la vergonzosa explotación que se hace 
—y Que todos conocemos— de compatriotas que viven una 
situación de verdadera angustia económica. 


Todos sabemos, además, que la gente que va a ha- 
bitar estas piezas ruinosas, anti-higiénicas —por decir lo 
menos— es. en su mayoría, la que no puede Celebrar un 
contrato de arrendamiento porque no tiene ingresos segu- 
ros ni quien le salga de garantía y, por tanto, antes de 
llegar a los cantegriles, que constituyen la última etapa 
del proceso de degradación total, pasan por estos locales. 


Sé que esta ley no va a solucionar los problemas de 
todos ellos, porque es tal su situación de marginalidad, 
que muchos ni se van a enterar del amparo que estas 
disposiciones consagran, pero, por lo menos, sin cambiar 
la categorización que ya la ley da —no inventamos ni 
cambiamos nada— establecemos un procedimiento para 
que puedan protegerse aquellos que se encuentren en esta 
situación que no podemos seguir tolerando. 


De esta manera pretendo explicar lo que Esperamos 
de estas normas y que se comprenda que no creemos que 
esta ley, que puede parecer un poco extensa, solucione 
todos los problemas que se plantean en la realidad. Pero 
al menos si soluciona algunos de ellos, bien hemos hecho 
en ayudar a su sanción. Y a esta ley, señor Presidente, 
no le sobra ningún artículo, porque aún cuando contiene 
disposiciones que modifican la ley de fondo de 1974, nin- 
guna de ellas es caprichosa, porque atienden a la situa- 
ción coyuntural en que viven miles y miles de compa- 
triotas a los que la sociedad no les ha garantizado lo que 
la Constitución establece que se debió haberles garanti- 
zado, que es el derecho a gozar de una vivienda decorosa. 
Eso es lo que establece el artículo 45 de la Constitución 
de la República. 


En definitiva, con €sta ley tratamos modestamente, 
parcialmente —sin exagerar sus virtudes-— de aproximar- 
nos, aunque Sea apenas, al cumplimiento de ese mandato 
constitucional. La Comisión Bicameral ha hecho un es- 
fuerzo por traer a la Asamblea un proyecto que contara 
con el mayor consenso a efectos de que estos proplemas, 
sobre los cuales tanto se ha debatido en Cada una de las 
Cámaras, putdan ser de alguna forma solucionados. Y 
espero que así sea, porque las transacciones que hemos 
hecho todos en la Comisión ayudan a que el proyecto 
tenga, en general, un respaldo político tan amplio, que 
pueda asegurar, razonablemente, su sanción por la Asam- 
blea General, con la mayoría constitucionalmente reque- 
rida, 


Esta, señor Presidente, es una ley de emergencia y 
la expresión no está utilizada impropiamente. Nuestro 
Uruguay democrático heredó de la dictadura una situa- 
ción de emergencia que afecta a casi todos los sectores 
del país. Por la misma razón que ahora estamos conside: 
rando determinadas soluciones para los arrendatarios 
—sobre todo aquellos de más modesta situación— hemos 
votado todos, o casi todos, sucesivas leyes que suspenden 
la ejecución de las sentencias de remates contra todas las 
empresas, leyes que crean enormes dificultades y perjui- 
cios, porque incluso la suspensión no afecta sólo a aque- 
llos productores cuyos acreedores son los bancos, sino 
también a quienes sean deudores de particulares. 


Aquí se podría sostener por parte de los legisladores 
que creen que el principio de la intangibilidad de las sen- 
tencias pasadas en autoridad de cosa juzgada tiene fun- 
damento constitucional —y no legal, como sostenemos no- 
sotros— que con esa ley se está vulnerando la cosa juz- 
gada. Y sin embargo, lo hicimos porque debíamos prote- 
ger a los productores endeudados, a quienes — con solu- 
ciones que podemos compartir o no, ese es otro problema— 
todos estamos dispuestos que se les refinancie su deuda 
con procedimientos tales que significan pasar por encima 
de los contratos celebrados por cada uno de €llos con los 
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Bancos. E incluso, pasar por encima de la cosa juzgada 
establecida en los respectivos juicios ejecutivos promovi- 
dos contra ellos por los acreedores. 


Y lo hacemos porque lo tenemos que hacer, porque 
no podemos decretar la parálisis del país, el remate gene- 
ralizado de todo. Y esta es la situación que se plantea, 
sin dramatizar, con los arrendatarios, particularmente 
con los más modestos. 


Confluyen, además, en esta coyuntura, dos factores 
que no pueden desconocerse. En primer lugar, el bajo po- 
der adquisitivo de los salarios y pasividades en nuestro 
país, cosa que nadie niega. En segundo lugar, el hecho 
de que los índices de reajuste fijados mensualmente para 
los alquileres, que al comienzo del año pasado andaban 
en el ordenp romedial del 25 %, a fines de 1984 comen- 
zaron a elevarse y hoy andan por el 70%. Y si no hu- 
biera una determinación política en la fijación de esos 
índices, podrían incluso ser más altos, si nos atenemos a 
los verdaderos valores de la unidad reajustable. Por eso 
tenemos que acudir en auxilio de los arrendatarios, a 
efectos de aliviarlos con una carga que si no cumplen, 
los deja sin techo. 


Tan simple es la situación, y tan dramática, tan 
grave. 


Comprendo que puede haber hesitaciones ante una 
ley con este contenido, pero asi como tenemos que tomar 
resoluciones muy graves en relación con los productores 
del pais, los del agro, los de la industria, los comerciantes, 
con los de servicios, también tenemos que tomarlas con 
este sector que no tiene nada, porque en la generalidad 
de los casos los arrendatarios no tienen otra cosa que el 
salario, o la jubilación que perciben, y no tienen otra 
propiedad que las de sus pocos muebles. Y si la ley no 
acude en su protección, corren el riesgo de quedarse sin 
vivienda. 


Los legisladores del Frente Amplio no ignoramos que 
esta ley atecta a los propietarios, particularmente a los 
pequeños, a quienes no queremos perjudicar. Pero en la 
disyuntiva de hierro de proteger a unos u otros, Optamos 
—en esta situación de emergentia— por amparar a todos 
los inquilinos que se encuentran incluidos en la franja o 
en categorías de pequeños y medianos en cuanto a sus 
recursos. Y en esto no podemos hacer discriminaciones, 
porque tenemos que darles rápidamente a todos el amparo 
de la ley, ya que de otro modo, repito, corren el riesgo 
de ser desalojados por mora o incumplimiento de sus obli- 
gaciones contractuales quedando, en definitiva, sin techo; 
y pasar, en ese desplazamiento progresivo, primero por 
estas casas de inquilinatos mal llamadas pensiones y lue- 
go terminar en los cantegriles, 


¿Quién no sabe que en la actualidad —a diferencia 
de lo que ccurria años atrás— los cantegriles no están 
habitados por personas que vienen del campo hacia la 
ciudad, sino —en su mayoría— por gente de Montevideo 
que se ha ido desplazando hacia ellos por la imposibilidad 
de pagar un alquiler? ¿Quién no sabe que allí viven, in- 
clusive, funcionarios públicos que perciben un sueldo? 


No acusamos al Gobierno de esto: simplemente deci- 
mos que se trata de una situación dramática, heredada 
de la dictadura, a la que debimos buscarle una solución 
mucho más rápida de la que hoy estamos administrando. 


Nosotros no deseamos desamparar a los pequeños pro- 
pietarios, y es por ello que requerimos los medios hábiles 
que no poseemos en este momento. Deberíamos conocer 
exactamente quiénes son pequeños propietarios; por ello es 
necesario el Registro de la Propiedad Inmueble que, feliz- 
mente, pienso que vamos a crear. Un país medianamente 
civilizado, debe tener un Registro de propiedad inmueble: 
si no lo tiene es porque en definitiva, los grandes propie- 
tarios no han querido que exista. El registro no sólo sirve 
con el fin de ser utilizado en una ley de arrendamien- 
tos O para una política de vivienda, sino que lo necesi- 
tamos también, para regular la tributación. 
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El problema no se soluciona con establecer que los 
contratos de arrendamiento se inscriban en el registro 
correspondiente, ya que no se trata de conocer la situa- 
ción de los arrendatarios sino la de los propietarios; debe- 
mos saber cuáles de ellos son modestos para poder mane- 
jarnos en situaciones como esta, en que debemos atec- 
tarlos. De esta forma podemos buscar una solución legal 
que evite un perjuicio a estas personas y, además, regu- 
lar el régimen tributario, es decir, la contribución que 
deben efectuar a la sociedad los grandes propietarios. 


De lo que he expresado surge que apoyaremos este 
proyecto de ley, aunque tenemos algunas discrepancias; 
pero debo decir que existe una disposición que no contará 
con nuestro voto y que esperamos que tampoco cuente 
con el de la mayoría de los integrantes de la Asamblea 
General. 


En el capítulo que regula la acción de rebaja que 
puede ser utilizada por los arrendatarios que no estén 
suficientemente protegidos con lo que se ha dado en lla- 
mar “el sistema de franjas”, se introduce el concepto de 
pequeño propietario —elemento que enervaría la acción 
del arrendatario— que, a nuestro juicio, está mal definido 
—y digo esto con todo respeto hacia los señores legisla- 
dores que sostienen esta disposición— y ya que está re- 
ferido exclusivamente a los ingresos del arrendador y no 
toma en cuenta los ingresos de todo el núcleo habita- 
cional de ese propietario. 


Por otra parte, y aquí reside lo fundamental de nues- 
tra oposición, si los legisladores consideramos necesario 
otorgar una protección adicional —sin perjuicio del rea- 
juste que resulta del sistema de franjas— a aquellos 
arrendatarios de muy modestos recursos, dándoles la po- 
sibilidad de demandar que el alquiler no exceda del 25 % 
—O en algunos casos del 20 %-— de los ingresos del nú- 
cleo familiar, si pensamos que esta solución es buena y 
necesaria, debe serlo para todos los arrendatarios que es- 
tén en situación de reclamarla; no parece razonable ni 
coherente que se limite a aquellos que tienen como con- 
trapartida a un propietario que no es modesto. Esa dis- 
criminación no la comprendemos; no tiene coherencia. Si 
creemos que en esta situación de emergencia los arren- 
datarios deben ser protegidos para que no pierdan su ví: 
vienda, entonces, tienen que recibir protección sin ningún 
tipo de cortapisa, sin importar si el propietario es rico O 
modesto. 


En oportunidad de discutirse el proyecto en la Cá- 
mara de Representantes reconocimos que se plantearía Ja 
aisyuntiva de proteger al arrendatario modesto que nece- 
sita todos los sistemas de protección que le acuerda esta 
ley, 0 a un propietario también modesto; ante esa alter- 
nativa, en esta ocasión nos inclinamos por proteger, sin 
discriminación, cortapisas ni salvedades, al arrendatario, 
porque en la generalidad de los casos —existen excep- 
ciones que son la confirmación a la regla— ese propie- 
tario modesto al que la ley afectará tiene, por lo menos, 
su propio techo; el arrendatario no lo tiene y si no lo 
amparamos, se quedará sin vivienda, porque con las obli- 
gaciones que le impone el contrato de arrendamiento y 
la ley respectiva no podrá cumplir. 


Por su carácter de emergencia, esta es una ley tran- 
sitoria que atiende a la coyuntura. Considero que debe- 
mos enfrascarnos, lo más pronto posible en el examen 
de una ley de fondo que necesariamente debe tomar en 
cuenta los ingresos del núcleo familiar para determinar 
el precio de los arrendamientos. Eso lo consideramos im- 
prescindible en el momento que legislamos en materia de 
arrendamientos, sin perjuicio de impulsar una política de 
vivienda que lleve al progresivo pero sostenido cumpli: 
miento del mandato constitucional que impone que todos 
los habitantes del país, gocen de vivienda decorosa. 


Señor Presidente. No deseo abusar de la paciencia 
de los señores legisladores y por ello finalizaré esta exXpo- 
sición, sin perjuicio de que al considerar el articulado 
podamos hacer referencia —el señor senador Araújo, 
quien habla o algún otro compañero de sector— a algu- 
nos textos concretos. 
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Insistimos, sin embargo, en que a esta ley no le sobra 
nada; inclusive, las disposiciones que moditican con ca- 
rácter definitivo algunas normas de la ley de tondo, tra- 
tan de atender la situación de angustia en que viven los 
arrendatarios, arbitrándoles necesarias soluciones. En al- 
gunos casos protegen, también, a otros participantes del 
contrato de locación, que no estaban debidamente con- 
templados en la legislación vigente, como por ejemplo a 
los fiadores. Alguien podrá preguntar por qué hacemos 
esto en una ley de emergencia; la razon es que al san: 
cionarse esta ley atiende la dramática situación de la 
mayoría de los arrendatarios, la aprovechamos para esta- 
blecer modificaciones que nos parece imprescindible rea- 
lizar desde ya a disposiciones legales vigentes. 


Finalizo confiando en que se comprenda que no Cree- 
mos que esta ley solucione todos los problemas que enca- 
ra, que no estamos propiciando un texto legal con un ar- 
ticulado que puede considerarse extenso, simplemente por 
vocación de legislar, sino que lo estamos haciendo porque 
creemos que cada una de estas disposiciones trata de solu- 
cionar, aunque sea parcialmente, problemas reales que 
existen actualmente en el país en lo que tiene que ver 
con el arrendamiento de inmuebles. 


Esperamos que la Asamblea consagre esta solución 
como una medida —puesde creerse que exagero en lo que 
voy a decir— que contribuya al clima de pacificación na- 
cional que, por diversas vías y procedimientos estamos 
tratando de crear en el país. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Cantón. 


SEÑOR CANTON. — Señor Presidente: en el día de 
hoy, y por primera vez en esta legislatura, se va a tra- 
tar un asunto que motivó divergencias entre ambas Cá- 
maras. Por el régimen bicameral vigente tradicionalmen- 
te en el Uruguay, la consideración de este tema se de- 
rivó a la Asamblea General, máximo órgano legislativo. 


No hay dudas de que la responsabilidad que tiene 
este Cuerpo Legislativo en la noche de hoy es muy seña- 
lada porque seguramente tendrá que tomar una decisión 
con respecto a un tema trascendente. Debido a la enorme 
complejidad de este asunto —y no por inercia o negli- 
gencia de los órganos legislativos— la Cámara de Repre- 
sentantes aprobó un proyecto de ley en mayo de 1985 
que fue luego remitido al Senado de la República y éste, 
en ejercicio de sus legítimas potestades, elaboró un pro- 
yecto divergente. Esto motivó la remisión de ambos pro- 
yectos a la Asamblea General la que, en fecha reciente 
y con muy buen criterio, formó un grupo bicameral —in- 
tegrado por tres senadores y seis representantes-— que 
hoy tiene el honor de someter un proyecto de ley a con- 
sideración de este Cuerpo Legislativo. 


En esta oportunidad no tenía en mi pensamiento en- 
marcar las consideraciones concernientes específicamente 
a los tópicos que aborda este proyecto de ley elaborado 
por la Comisión bicameral, en su historia. 


Algunos distinguidos señores legisladores han vertido 
expresiones que me obligan necesariamente a hacer uso 
de la palabra, para que esta noche la Asamblea tenga 
todos los elementos de juicio para poder dictaminar y al- 
canzar los dos tercios indispensables, tal como lo marca 
el artículo 135 de la Carta. De esa manera se podrá dar 
un feliz punto final a esta espinosa y difícil ley de emer- 
gencia en materia de alquileres. Por consiguiente, no ten- 
go más remedio que historiar un poco el trayecto reco- 
rrido por este proyecto de ley, que desde la Cámara de 
Representantes pasó al Senado de la República para de- 
rivar luego a la Asamblea General. 


Varios señores legisladores han hecho referencia —ya 
lo ha hecho el señor representante Cassina— a la circuns- 
tancia de que en su concepto algunos de los que hemos 
participado en el largo y fatigante tratamiento de este 
proyecto de ley, nos hemos visto absorbidos por una es- 
pecie de glorificación que sería el progreso manuscrito de 
la ley. Es decir, es un poco la manía de expresar que el 
problema lo arreglamos sólo dictando leyes. 
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Con el mismo respeto con que ha sido vertida esta 
crítica, quiero, entonces, historiar las etapas en que se 
estudió este proyecto de ley porque en la medida en que 
recordemos todo lo actuado, desde el inicio de esta legis- 
latura, en el tratamiento de esta ley de emergencia, va- 
mos a ver que no es así, 


Soy un legislador que integra una colectividad polí- 
tica dentro del Partido Colorado, que no participó de la 
CONAPRO y que estuvo marginada desde el punto de 
vista de su funcionamiento de la famosa Concertación Na- 
cional Programática, y lo digo con total respeto y liber- 
tad en este recinto parlamentario porque desde el primer 
día he actuado con total libertad, sin que los pretendidos 
mandatos de la CONAPRO pudieran constreñirla. Nos lla- 
ma profundamente la atención que legisladores que han 
sido partícipes de la Concertación Nacional Programáti- 
ca, hoy se agravien porque este proyecto de ley pudo o 
debió, según su concepto, haber tenido un solo artículo 
que dijera: “Los reajustes de la ley de alquileres de los 
inquilinos modestos o hasta tal monto del alquiler, se 
abatirán en tal porcentaje”. 


Esto me sorprende porque cuando en la Cámara de 
Representantes se formó aquel grupo de 17 legisladores 
—en el que estuvieron representados no solo las grandes 
colectividades políticas sino todos los subsectores de 
cada partido político— y empezó a trabajar en lo que 
parecía ser una misión imposib!e, es decir, redactar una 
ley de emergencia de alquileres, nos encontramos con algo 
que tenemos que hacer público para que lo sepan los le- 
gisladores que acceden por primera vez al tratamiento de 
este tema, y sobre todo, los ciudadanos que están escuchan- 
do la trasmisión de este acto trascendente de la Asam- 
blea General. En esa oportunidad nos encontramos con 
que de la CONAPRO —de la que algunos grupos polí- 
ticos no participamos— venía prácticamente un mandato. 
Es decir que no empezábamos a elaborar la ley de emer- 
gencia de alquileres partiendo de cero, sino que se nos 
había enviado una cierta forma o modalidad de mandato 
similar al que en tantos otros temas ha presenciado, con 
sorpresa, nuestro país. Prácticamente, algunas leyes han 
sido elaboradas fuera del Parlamento Nacional. Y esto, 
señor Presidente, hay que decirlo: no empezamos a tra- 
bajar desde cero los diecisiete legisladores que integrá- 
bamos el grupo legislativo de la Cámara de Represen- 
tantes; teníamos un documento que se decía había ema- 
nado de la CONAPRO. Es verdad que ese grupo legis- 
lativo tuvo oportunidad de decir que en este caso, a dife- 
rencia de otras situaciones, el mandato no era perfecto. 


La CONAPRO entendía que eran conclusiones válidas 
sólo aquellas que hubieran suscitado la coincidencia de 
todos los partidos políticos y grupos sociales. Hasta a eso 
se llegó, en lo que fue una especie de conato de co-gobier- 
no que, pasado el tiempo, se comprendió que no podía 
sobrevivir porgue los gobernantes tienen sus potestades 
marcadas en el texto constitucional y los grupos sociales 
pueden y deben ser oídos, pero no deben co-gobernar. 


En la CONAPRO se habló y se gestaron documentos 
en materia de alquileres. En la medida en que los grupos 
convocados por la CONAPRO no habían llegado a un 
consenso —porque en el tema crucial de los precios se 
produjo una divergencia insalvable— en función de las 
reglas de la CONAPRO, el documento no tenía valor co- 
mo conclusión de la mesa ejecutiva del organismo. No 
obstante ello, cuando comenzamos a trabajar en la Co- 
misión de la Cámara de Representantes, nos encontramos 
con un documento elaborado por el grupo de vivienda», 
en que habían coincidido la mayoría de los partidos po- 
líticos. 


Es de señalar que en esa Comisión de Alquileres em- 
pezamos a trabajar prácticamente sobre ocho o diez solu- 
ciones entre las que estaba el desistimiento unilateral del 
contrato por el inquilino, el contemplar a los malos pa- 
gadores, el contemplar a los inquilinos, en materia de rea: 
justes, etcétera. Es más, este capítulo de pensiones no 
fue un invento de los diecisiete legisladores que trabaja- 
mos en ese grupo legislativo; ya venía en los mandatos 
de la CONAPRO. De manera que allí se habían puesto 
de acuerdo todos los partidos políticos y venía casi como 
un mandato bíblico a la consideración de los legisladores 
que integrábamos aquella Comisión. 


46—A.G. 


Quiero decir esto con todo respeto porque es cierto 
que ninguno de los diecisiete legisladores que represen- 
taban todos los sectores y subsectores políticos de este 
Parlamento —lo digo con toda franqueza— propuso lo 
que hoy manifestó el señor legislador Lacalle Herrera, 
es decir, dictar una ley de emergencia desprendiéndonos 
de los mandatos de la CONAPRO donde exclusivamente 
se diga que se van a aliviar los reajustes para los inqui- 
linos. 


Esta es la verdad histórica de este proyecto. 
SEÑOR BARON. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR BARON. — El señor legislador Cantón se re- 
fería al trabajo que habíamos realizado diecisiete legis- 
ladores que participamos en la Comisión de la Cámara 
de Representantes y yo quisiera recordarle —y, a la vez, 
señalar— cuál había sido nuestra posición en un primer 
momento en esa oportunidad. Aprovecho para decir que 
fue coincidente con la que sostuvo el señor legislador en 
los comienzos de la labor de dicha Comisión. 


Fue así que, en nombre de nuestro sector, propusi- 
mos, básicamente, por falta de datos y de antecedentes 
que pudieran llevarnos a emitir un juicio que realmente 
Obedeciera a una situación de justicia en materia de arren- 
damientos, aplicar el 50 % de los índices resultantes, te- 
niendo un poco en consideración que los salarios habían 
sido depreciados en un porcentaje similar y también que, 
al no poseer elementos terminantes para redactar una 
ley de alquileres, posiblemente hubiera sido menos malo 
repartir la desgracia. 


Lo que el señor legislador Lacalle Herrera manifestó 
fue la posición que a posteriori, con una leve variante, 
sostuvimos en la Comisión Bicameral, que el señor legis- 
lador Cantón conoce muy bien —tuvimos el honor de 
vernos acompañados por quien nos merece el mayor de 
los respetos y consideraciones en este tema— y que, lle- 
gado el momento, vamos a comentar. 


Por último, quiero significar que tanto la posición 
que asumimos en la Comisión de la Cámara de Repre- 
sentantes, como la que mantuvimos en la Comisión Bica- 
meral tienden, ambas, a beneficiar al inquilino y al pro- 
pietario, adoptando el procedimiento de aplicar aproxi- 
madamente el 50 % de la Unidad Reajustable. 


SEÑOR PRESIDENTE: Puede continuar el señor ]e- 
gislador Cantón. 


SEÑOR CANTON. — Señor Presilente: el señor le- 
gislador Barón sabe muy bien que hemos concordado —se- 
guramente sucederá lo mismo esta noche-— acerca de la 
protección de legítimos intereses. Asimismo, es de su co- 
nocimiento que mi propuesta resultó triunfante en la 
Comisión Bicameral, cuyo objetivo era la protección del 
modesto propietario y la que, afortunadamente, contó con 
su voto, el que fue decisivo para un pronunciamiento ma- 
yoritario. 


Quiero reafirmar que, si bien es cierto que el señor 
legislador Barón propuso en la Comisión de la Cámara 
de Representantes —planteamiento con el que coincidi- 
mos— que la solución más acertada era establecer el 50% 
de los reajustes, como forma de distribuir la carga, de 
pedir una contribución razonable al propietario en be- 
neficio del modesto inquilino, también lo es que, luego 
de comenzar ese grupo legislativo la tarea y en conoci- 
miento del documento de la CONAPRO, ningún legisla- 
dor se atrevió a proponer un solo precepto o disposición 
por la que se aliviaran los reajustes de los alquileres. Se- 
ñalo esto, no como un reproche, sino como una compro- 
bación. El trabajo que desarrolló esta Comisión fue gra- 
to; no podemos dejar de reconocer que el objetivo de 
aquel grupo de diecisiete miembros, luego derivado en 
Otro redactor compuesto por cinco, fue el de lograr un 
consenso, el que finalmente se obtuvo. 
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El señor legislador Sica Blanco, en oportunidad de la 
discusión de este tema en la Cámara, dijo que se había 
logrado una auténtica concertación parlamentaria y lle- 
gó a expresar que se sentía gratificado por la manera co- 
mo este grupo legislativo había trabajado. Precisamente, 
de la exposición de Motivos presentada en mayo del co- 
rriente año a la Cámara de Representantes, surge que se 
logró realmente una transacción, tal como va a suceder 
esta noche en la Asamblea General. Ningún grupo polí- 
tico pudo imponer todos sus principios y reivindicaciones» 
es decir, todo lo que, a su juicio, debiera ser de justicia 
en mattria de ley de alquileres. Se transó con altura y la 
Cámara de Representantes, más allá de las objeciones que 
pudiera merecerle el proyecto remitido, comprendió que 
en esta materia no tenía más remedio que aceptar esa 
tarea desplegada por el grupo de trabajo —labor real- 
mente espinosa y poco gratificante-— y que no era posi" 
ble conformar a todos. 


He dicho reiteradamente que una ley de alquileres 
es, en cierto modo, una ley de arbitraje, pues cuando uno 
oficia de juez, siempre deja a unos contentos y a otros 
disgustados. 


Quiero decir también que el proceso de esta concer- 
tación parlamentaria fue evolucionando a mi juicio, en 
forma satisfactoria, porque entiendo que el Parlamento 
debe, sobre cualquier acuerdo formulado o gestado fuera 
de él —por mas plausibles que fueran las intenciones de 
aquéllos— reinvindicar sus potestades institucionales y 
constitucionales. 


En el proyecto de ley de la Cámara de Representan: 
tes, también en el del Senado y en el que hoy la Comi- 
sión bicameral ofrece a la Asamblea General, hay solu- 
ciones no contenidas en el documento de la CONAPRO. 
Por ejemplo, no se contemplaba a los inquilinos que ocu- 
pan locales con destino a comercio, industria u otros des- 
tinos. Sin embargo, esta iniciativa fue planteada, se es- 
cuchó con atención los problemas que presentaban los in- 
teresados, como así también a aquellos que son propie- 
tarios de locales con otros destinos de los de comercio e 
industria, arribándose finalmente a una fórmula transac- 
cional. Con posterioridad, se encontró otra en el Senado y, 
por último, esta Comisión bicameral propone, por con- 
senso este proyecto. Ello se pudo lograr en función de la 
altura con que todos los legisladores trabajaron; nadie 
estuvo aferrado a las soluciones a que arribó su Cámara, 
sino que privó el espíritu de encontrar lo mejor que apor- 
taba la otra. 


Sabemos que es una ley imperfecta, pero es lo mejor 
que estos cinco legisladores hemos podido arbitrar. No 
queremos dejar de resaltar que ofrecemos un dictamen 
único y creo que la Asamblea General, integrada por 
130 miembros no podrá desconocer lo difícil que sería 
esta noche considerar no uno, sino cinco proyectos, en 
un tema espinoso, de compleja redacción y de múltiples 
reivindicaciones de leyes anteriores. Este es el fruto de 
nuestro trabajo que con humildad, pero también con la 
satisfacción de haber laborado intensamente, ofrecemos 
a la Asamblea. 


Esta ley tiene las limitaciones conceptuales o conna- 
turales, como todas las leyes de alquileres que, desgracia- 
damente, hubo que dictar en este país para imponer un 
poco más de justicia, es decir, para tratar de regular la 
materia de arrendamientos. 


En esta materia, aunque sea brevemente, deseo rei- 
terar un concepto que, a mi juicio, viene al caso y que 
tiene que ver con la reivindicación planteada en una ley 
mencionada en la Cámara baja, en oportunidad del tra- 
tamiento de esta ley de alquileres. 


La ciudadanía dice que las leyes de regulación de 
alquileres no resuelven los problemas de la vivienda y 
que ellos se dilucidan y satisfacen sólo con una materia 
prima muy rica, como lo es la presencia, en el mercado 
inmobiliario, de viviendas modestas para gente humilde. 


Entonces en momentos en que parece haber un re- 
brote de un pensamiento que, en nuestro concepto, €s 
totalmente equivocado, que es la posibilidad no ya de 
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esta ley de emergencia, sino de que para el futuro, sobre 
la base de preservar el principio tan deseable de que un 
grupo familiar no sea afectado en más de un 20 % de 
sus ingresos en el área habitación o alquileres, en ins- 
tantes en que algunos comienzan a pensar que también 
para el futuro será legítimo sostener que eso habrá de 
hacerse a expensas de los propietarios, quiero traer a la 
consideración de los integrantes de la Asamblea General, 
el recuerdo de una ley que prestigió a un gobierno y a un 
Parlamento de este país la N? 13.728, de 17 de diciembre 
de 1968, impulsada por el entonces Presidente de la Re- 
pública, señor Jorge Pacheco Areco y aprobada con sen- 
sibilidad y alta responsabilidad por el Parlamento que 
actuaba en aquella época. Al respecto, quiero recordar 
cuáles eran los principios generales de esta ley y, con 
profunda satisfacción, digo que en esta misma Cámara, 
en un acto de sinceridad política, un legislador del Fren- 
te Amp'io, en mayo de 1985, en oportunidad de discutirse 
esta ley de emergencia de alquileres —deseo expresarlo 
con satisfacción porque es mucha la estima que le tengo, 
intelectual y personalmente— el señor legislador Cassina», 
en determinado momento, haciendo referencia a la ley N* 
13.728, Plan Nacional de Viviendas, mencionó aquella nor- 
ma que todos en el país hemos ensalzado. 


Vale la pena que aunque sea episódicamente y a vue- 
lo de pájaro, recuerde que esta ley consagraba aquel tope 
del 20 % de los ingresos del núcleo familiar, como má- 
ximo de lo que una familia debía entregar al rubro 
vivienda, sin que ello implicara el sacrificio de los pro- 
p'etarios, sino con base en un fondo social que se creaba 
e insistituía con la contribución de todos los uruguayos. 


Aquella histórica ley establecía en su artículo 39: 


“Declárase de interés general el establecimiento de 
una política panificada de vivienda, integrada en los 
planes de de:arrollo económico y social, tendiente a aten- 
der las necesidades de vivienda en todo el país, que pres- 
te preferente atención a los grupos de escasos recur- 
sos...”. Por otro lado, en el Capítulo de Calificación de 
los Beneficiar:os estab'ecía algo, en el artículo 7% que 
consagraba un principio sabio de efectiva defensa de las 
familias, con respecto a que la reglamentación determi- 
nará que el préstamo para la adquisición de la vivienda 
no obligará a efectar más del 20 % del ingreso del nú- 
cleo familiar. Y se agregaba que ninguna persona podrá 
recibir del Fondo Nacional de Vivienda, préstamos de 
vivienda cuyo servicio de amortizaciones e intereses su- 
pere el 20 % de los ingresos del grupo familiar. 


En otros artículos se creó la Dirección Nacional de 
Vivienda y esta oportunidad me resulta propicia para 
recordar el nombre de un gran ciudadano y Director 
Nacional de Vivienda, que no fue ni es de mi partido, 
pero que el gobierno de la época ubicó en aquella posi- 
ción y, rea'mente, cumplió una gestión histórica y tras- 
cendental. Me estoy refiriendo al arquitecto Ildefonso 
Arosteguy. 


Digo pues, para no extender demasiado esta breve re- 
ferencia, que si esta ley del Plan Nacional de Vivienda 
—lamentablemente desvirtuada después y que impidió que, 
tal como se hizo durante el gobierno que rigió desde 1968 
a 1971, se lanzaran al mercado inmobiliario miles de 
modestas vivendas para la gente humilde— hubiera se- 
guido funcionando con regularidad, afirmo que hoy no 
estaríamos ajustando los alquileres, porque habría en el 
país una presencia masiva de viviendas modestas. 


Expreso ahora, señor Presidente, habida cuenta de que 
varios de los miembros de la Comisión Bicameral ya 
han hecho referencia circunstanciada defendiendo algu- 
nos Capítu'os de este proyecto de ley sometido a consi- 
deración de la Asamblea General, que sólo quiero hacer 
una breve mención al Capítulo relativo a las casas de 
inquilinato, hoteles, pensiones, moteles y afines, mani: 
festando que comparto en plenitud los conceptos vertidos 


en Sala por el señor legislador Cassina. Además, deseo * 


decir que este Capítulo, instituido en el proyecto de la 
Cámara de Representantes, eliminado en su tránsito por 
el Senado, fue replanteado luego en el gruvo bicameral 
-—contando con la presencia de tan distinguidos legisla- 
dores-—, y seguramente sólo por una persuación recípro- 
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ca y plena de esos nueve miembros, se ha hecho posible 
que hoy lo hayamos traído nuevamente a consideración 
de este alto Cuerpo legislativo. 


Pienso —y no quiero extenderme sobre este punto, 
porque ya ha sido desarrollado ampliamente en Sala— 
que esto responde a la contemplación de una grave y do- 
lorosa situación social. Al respecto, digo que no inven- 
tamos nada, salvo crear los instrumentos legales y pro- 
cesales para que algo que ya estaba consagrado en el ar- 
tículo 113 del Decreto-Ley N* 14.219 de 1974, pueda con- 
vertirse de un estatuto muerto en algo que sirva para la 
gente de carne y hueso que sufre esta situación. Este ar- 
tículo 113 dice que los ocupantes de pensiones no ins- 
criptas o cuya inscripción fuere cancelada, serán arrenda- 
tarios. Entonces, el principio ya estaba consagrado desde 
hace once años. La Comisión, simplemente, lo que ha he- 
cho es preguntarse si esta creación, que tiene una anti- 
giedad de once años, realmente ha funcionado, si ha 
servido o sólo es un estatuto muerto, una norma progra- 
mática porque ¿qué hace un ocupante de pensión no ins- 
cripta con que la ley le diga que es arrendatario, si él 
se pregunta y no tiene una respuesta legal, ni procesal? 
Entonces, ¿qué hace con ser arrendatario si el legislador 
no le suministra los medios necesarios para defender sus 
derechos? Eso es, nada más ni nada menos, lo que hemos 
intentado hacer. 


Expreso también que en la fórmula que viene progra- 
mada —y esto vale la pena desarrollarlo brevemente—. en 
lugar de ir —por concenso del grupo bicameral— a una 
gestión administrativa para que el Banco Hipotecario fi- 
je el alquiler razonable, se aceptó una propuesta presen- 
tada por el señor legislador Aguirre —compartida por 
todos los integrantes de ese grupo— de acuerdo a la que 
se fijó el alquiler mensual en el equivalente a treinta 
veces lo que paga por día, pero con el correctivo de que 
si eso llegara a ser exorbitante —lo que puede suceder— 
se estab'ece en una de las normas del proyecto de ley 
a consideración de la Asamblea General que existirá la 
posibilidad, en determinados plazos, de que los ocupantes 
de pensión no inscripta, puedan someterse al amparo del 
régimen del tope del 25 %, tal como se consagra en el 
proyecto de ley que consideramos hoy para los inquill- 
nos de casa-habitación. 


Quiero finalizar mi exposición con la consideración 
de un tema que es, seguramente, el más polémico de 
este proyecto y el único que en el seno de la Comisión 
Bicameral determinó diferencias, porque todo lo demás 
viene con el consenso racional de los nueve integrantes 
de ese grupo. Me refiero al tema relacionado con la con- 
templación de la figura del modesto propietario o del no 
pudiente. Para que mi explicación y lo que será la de- 
fensa de este precepto —que viene aconsejado mayorita- 
riamente por la Comisión Bicameral y que, digámoslo 
sin ambages, respondió a una propuesta personal en nom- 
bre de nuestro grupo, la Unión Colorada y Batllista— 
relativo a la protección del modesto provietario, sean in- 
teligibles antes tengo que aportar algunos antecedentes, 
sin los que sería imposible comprender racionalmente el 
porqué de esta situación. Si realmente la Asamblea Ge- 
neral se apresta a hacer justicia entre propietarios e in- 
quilinos, a hacer que la ley no se incline hacia un solo 
lado, en favor de un sector —y esto lo digo «con todo 
respeto hacia lo que discrepen con nuestra opinión— si 
esta noche efectivamente trata de mantener un mínimo 
de equilibrio y de justicia, un arbitraje justiciero entre 
ambos sectores, en nuestro concepto —y lo decimos con 
total convicción— esta norma, recomendada por el grupo 
bicameral, deberá ser aprobada. 


Considero que debe tener el apoyo de los dos tercios 
del máximo Cuerpo Legislativo. 


Tengo que explicar, para que se comprenda bien el 
grado de justicia absoluta que tiene esta protección al 
propietario modesto, no pudiente, lo siguiente. Se debe 
recordar, en materia de precios, las divergencias que se 
operaron entre los dos proyectos de ambas Cámaras, el 
de la Cámara de Representantes y el de la de Senadores. 


Los señores legisladores recordarán que el proyecto 
de la Cámara de Representantes consagraba la solución 
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de lan franjas. Hablar de franjas en un cuerpo legislativo, 
cuando todos los ciudadanos saben lo que sucede en ma- 
teria de franjas, parece obvio. Sabemos que las franjas 
respondieron a que, hasta determinado alquiler, la rebaja 
del índice de reajuste es tanto más arriba, luego, menos 
y así sucesivamente que en la ley de Representantes se 
fijaba en N$ 10.500 y hoy ese tope de protección se acon- 
seja en N$ 15.000, por parte del inquilino con destino a 
casa habitación. 


En la Cámara de Representantes, pues, se sancionó el 
sistema de franjas. El proyecto pasó al Senado y éste ar- 
bitró una solución diferente que consistía en otorgar, en 
lugar de la protección de las franjas al inquilino modes- 
to, determinado nivel de alquileres. Se entendió que la 
solución consistía en entregarle el instrumento consagra- 
do en la Ley N? 14.219 del año 1974 o sea, el tope del 
25 % de los ingresos del núcleo familiar. Es decir, que el 
inquilino de casa-habitación tendría derecho, según la 
solución del Senado, a presentarse en determinado plazo 
a los efectos de acreditar los ingresos del núcleo familiar 
durante los 12 meses anteriores al mes en que entra a 
regir el reajuste y si el peso o la gravitación de este úl- 
timo en materia de arrendamientos superara el 25 %, en- 
tonces ese 25 %, operaba como un tope infranqueable. Es: 
ta era la solución del Senado. 


Pero a esta altura, señor Presidente, hay que explicar 
algo, sin lo cual puede perderse de vista la total justicia 
de la solución que va a preconizar la mayoría del grupo 
bicameral esta noche, para proteger al modesto propie- 
tario. 


El Senado introdujo una figura que no había tenido 
andamiento a nivel de la Cámara de Representantes. De 
esto vamos a hablar después. Como dije, en el Senado se 
introdujo la figura del modesto propietario, del no pu- 
diente. Se estableció que si el propietario que arrendaba 
una finca tenía determinado nivel de ingresos, de tantas 
Unidades Reajustables, —que se establecía en 50, si la 
memoria no me traiciona— y en esta hipótesis el inquilino 
de casa-habitación no tenía o perdía el amparo del único 
beneficio que consagraba la fórmula del Senado, si es- 
taba en presencia de un modesto propietario, de un pro- 
pietario no pudiente, perdía la protección del tope del 
25 %. 


Todos estos antecedentes pasan a la Comisión Bica: 
meral y alli, dos talentosos legisladores se abocaron a la 
difícil e ímproba tarea de hacer un proyecto de ley que 
resolviera las diferencias entre ambos Cuerpos parlamen- 
tarios. Pienso que por razones de viabilidad, los parla- 
mentarios que, meritoriamente prepararon ese antepro- 
yecto de ley, no traían a consideración del grupo bica- 
meral lo relacionado con este amparo del pequeño pro- 
pietario. En ese momento, se planteó el tema a los le- 
gisladores presentes. Nos correspondió —lo que conside- 
ramos un honor ya que compartimos esta fórmula—— pro- 
poner que lo que había prosperado en el Senado —-la fi- 
gura del propietario no pudiente, del modesto propieta- 
rio— fuera incluido en este proyecto de ley. 


Al hacer esto, en representación de mi sector políti- 
co la Unión Colorada y Batllista, observaba lo que es 
una permanente de nuestro grupo político —y perdóne- 
seme esta afirmación— es decir, la coherencia. 


Cuando en el seno de la Cámara de Representantes 
se trataba este tema, el señor legislador Millor pidió la 
palabra e hizo una propuesta sustancialmente análoga a 
ésta: bregó por la consideración del modesto propietario, 
del no pudiente. Al respecto, dijo que una ley de alqui- 
leres —comparto plenamente ese pensamiento— no debe 
ser ni inquilinista ni propietarista, sino que debe tender 
a ser lo más justa posible, haciendo que ningún sector 
de la ciudadanía involucrado en ese proyecto se sienta 
resentido ni olvidado, al ver que el Parlamento no le da 
la espalda y que trata de contemplar, de la mejor ma- 
nera posible, los derechos de uno y otro sector. 


Recuerdo que la proposición del compañero de ban- 
cada tuvo en Sala una resonancia excepcionalmente fa- 
vorable, lo cual demostraba que la posición de la Unión 
Colorada y Batllista, expresada a través de la palabra 
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del señor legislador, estaba en el centro de la cuestión, 
haciendo justicia, buscando equilibrar los intereses de 
inquilinos y propietarios. 


Un representante del sector “Por la Patria”, el señor 
legislador Morelli, expresó que el artículo aditivo que 
presentaba el señor legislador Millor y los argumentos 
con que lo fundamentaba, tenían mucha fuerza. Dijo, asi- 
mismo, que por defender determinada situación, no se de- 
bía olvidar el otro lado de la balanza. 


Más adelante en la misma sesión de la Cámara de Re- 
presentantes, el señor legislador Sturla expresó lo si- 
guiente: “Quiero manifestar que los argumentos esgrimi- 
dos por el señor representante que ha propuesto esta ini- 
ciativa en favor de los modestos propietarios para fundar 
ese aditivo, me han gustado bastante y que al igual que 
al señor legislador Morelli, me han hecho mucha fuerza”. 
Luego concluyó: “Sin embargo, creo que una disposición 
tan extensa como la que se plantea, hace necesario un 
estudio más a fondo, más detenido que el que podemos 
efectuar aquí. Si no es mucho pedirle al representante 
proponente que presente esa disposición como proyecto de 
ley ante el Cuerpo, desde ya adelanto mi disposición fa- 
vorable hacia el texto propuesto, pero me parece impru- 
dente acompañarlo con nuestro voto en esta instancia”. 


¿Por qué traigo esta referencia, aparentemente tan 
cargosa, tan detallada? Lo hago porque viene al tema, 
señor Presidente; porque propuesta por un representante 
de la Unión Colorada y Batllista la contemplación del 
propietario modesto, no pudiente, en esta Sala, hubo va: 
rios señores legisladores que apoyaron la justicia de aquel 
planteamiento. 


Hay que decirlo, para que quede bien esclarecido, 
que si aquella proposición no resultó triunfante, fue por 
razones circunstanciales, de oportunidad; por el mismo 
temor que puedan tener en la noche de hoy los señores 
legisladores, al tratarse el proyecto de ley que aconseja 
la Comisión Bicameral. En un cuerpo de cien personas, 
modificar una coma o un punto —no ya un artículo— es 
algo verdaderamente difícil. A lo mejor, este escrúpulo 
que muchos señores legisladores van a tener esta noche 
para modificar un proyecto de ley, no lo tuvieron ni el 
señor legislador Morelli ni el señor legislador Sturla, en- 
tre otros, que dijeron que lo que proponía la Unión Colo- 
rada y Batllista era de estricta justicia. 


Bien, señor Presidente; en la Comisión Bicameral, 
tuve oportunidad de reflejar nuestras convicciones y pro- 
puse que entre las excepciones que se establecen en el 
artículo 10, al beneficio para el inquilino de la llamada 
acción de rebaja —tradúzcase esto para el que nos está 
oyendo y no tiene el proyecto en sus manos, la acción 
del tope del 25 %-— además de las excepciones de los ma- 
los pagadores, de los arrendatarios cuyos alquileres fue- 
ren superiores a los N$ 15,000, se introdujera el literal 
Cc) que había sido consagrado por el Senado. 


O sea “los arrendatarios y subarrendatarios de fincas 
cuyos arrendadores sean los propitarios y perciban por 
concepto de ingresos mensuales líquidos un total no su- 
perior a 50 Unidades Reajustables, estimados durante el 
tiempo y en la forma prevista por los incisos 1% y 2% del 
artículo 19 del Decreto-Ley N*% 14.219...”. 


Si no completamos esta explicación, señor Presidente, 
expresando porqué se trae a colación y ante la Asamblea 
General este proyecto y no el que se aprobó en el Se- 
nado, yo estaría incurriendo en una falencia. ¿Por qué? 
Porque en el proyecto del Senado se le concedía un solo 
beneficio al inquilino de casa-habitación: la acción de re- 
baja. La posibilidad de que, a través de una declaración 
jurada, pudiera establecer como tope el 25 % de los in- 
gresos del núcleo familiar, o sea la congelación de alqui- 
leres. Según la fórmula del Senado, en el caso de que el 
propietario que arrendara una finca probara que sus in- 
gresos fueran de hasta 50 Unidades Reajustables, el in- 
guilino aunque iniciara la acción de rebaja, quedaba sin 
protección. Hago hincapié en esto para que se comprenda 
la diferencia que existe entre ambos proyectos. Es decir 
que en la solución que venía en el proyecto del Senado, 
la introducción de la figura del modesto propietario, del 
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propietario no pudiente. llevaba —en el caso de que dicho 
propietario probara esa condición —a que el inquilino 
de casa-habitación se quedara sin amparo, o sea que si 
éste tenía el infortunio de alquilar la finca de un pro- 
pietario modesto, tenía que pagar la totalidad de los rea- 
justes legales. 


Esto no sucede con el proyecto estructurado por los 
representantes de ambas Cámaras. Sus propuestas son 
absolutamente justas; por consiguiente confío en que los 
legisladores que en el seno de la Comisión no acompaña- 
ron esta solución, esta noche revisen su posición y tengan 
en cuenta que la gente de este país —me refiero a los 
propietarios— está esperando una decisión que no les 
haga sentir como un delito el hecho de poseer una pro- 
piedad modesta o dos pequeñas casas. Además, no se per- 
judica al inquilino. ¿Por qué? Porque si en la acción de 
rebaja el propietario prueba el extremo de las 50 Uni- 
da7es Reajustables, en ese caso el inquilino va a perder 
la posibilidad de congelar el alquiler pero, a diferencia 
de la fórmula del Senado, no pierde las franjas. Es decir 
que se contempla al modesto propietario y también al 
inquilino. A este último le decimos que ante un propie- 
tario no pudiente no vuede obtener la congelación pero 
tiene a su favor la gravitación de las franjas. El legisla- 
dor uruguayo lo tuvo presente, no le consagra la conge- 
lación pero le concede, demostrando una sensibilidad que 
ez compartida por todos los partidos, la intensa protec- 
ción de las franjas que, para muchos inquilinos represen- 
tará pagar el 30 %, el 40 % o el 50 % del reajuste, se- 
gún los casos. 


Concluyo diciendo, señor Presidente, que espero que 
el fruto —quizá imperfecto— de esta Comisión sea re- 
conocido aún por quienes no están del todo de acuerdo 
con él. Hay muchas cosas que se comparten pero hay 
otras, como este tema, que llaman a la polémica. En con- 
secuencia exhorto a los sectores aque no acompañan la 
solución referente al pequeño propietario, que la tengan 
en cuenta porque es de estricta justicia. 


Nada más, señor Presidente. A 

SEÑOR PRESIDENTE. — Antes de darle la palabra 
al próximo orador, la Mesa, con respeto, hace conocer al 
Cuerpo que, para la sanción de este proyecto de ley —-—pa- 
ra la votación de todos los artículos— se requieren los 
dos tercios de presentes con un kMuórum mínimo de 16 
senadores y 50 diputados. Asimismo que la sesión debe- 
ría terminar a la hora 21 y 58 minutos. 


Tiene la palabra el señor legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Aseguro a la Mesa que mi 
exposición no insumirá más de diez o doce minutos. 


¡SEÑOR PENCO. — ¿Me concede una interrupción? 
SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR PENCO. — No pedí la interrupción antes, por- 
que preferí esperar a que el señor legislador Cantón 'cul- 
minara su exposición. Tampoco es mi propósito desviar 
el debate del tema central que ha motivado la convoca- 
toria a este Cuerpo. De todas maneras, algunas expresio- 
nes del señor legislador Cantón me obligan a dejar una 
breve y doble constancia. 


En primer término que en la Concertación Nacional 
Programática estuvieron presentes los cuatro partidos po- 
líticos. A Carlos Baraibar, a Gonzalo Carámbula y al que 
habla, nos tocó representar a todo el Frente Amplio. Los 
delegados de los otros partidos no representaron a los dis- 
tintos sectores sino a sus partidos. 


En segundo lugar, me voy a referir a los acuerdos 
alcanzados en dicha concertación. Se establecieron las 
bases con respecto a los temas más importantes de la vida 
nac'onal. Mientras se trabajó se dejó constancia de que 
no se elaborarian proyectos de ley ni proyectos de decre- 
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to porque no se pretendía sustituir a ningún órgano ni 
a ningún instituto de Gobierno sino, simplemente, fijar 
compromisos entre las fuerzas políticas del país, a los 
efectos de establecer ciertas bases que sirvieran como un 
adelanto de trabajo a los poderes que, elegidos democrá- 
ticamente, iban a instalarse a partir del 15 de febrero. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — En una forma muy resumi- 
da quisiera atacar o comentar este proyecto de ley que 
está a examen de la Asamblea General, desde un ángulo 
algo distinto del que se ha estado manejando hasta este 
momento. Comprendo muy claramente la importancia que 
tiene el análisis técnico-jurídico de este proyecto de ley, 
inclusive ese estilo es bastante afín a mi modalidad, a mi 
actividad permanente como legislador, pero me parece que 
los aportes que a esta altura del debate se pueden hacer 
en esta materia, son de relativa importancia, porque lo 
que haya que decir quizá apunte más hacia la casuística 
de las normas concretas contenidas en el articulado del 
proyecto que a la filosofía general que lo inspira. 


También comprendo, señor Presidente, alguna de las 
críticas que se le hacen al proyecto en cuanto a la in- 
tención de sus normas y a las materias que abarca. Teó- 
ricamente es probable que sea exacta la observación de 
que este proyecto debería tener un par de disposiciones 
que tuvieran en cuenta lo rezlmente importante de la sí- 
tuación actual de la relación de arrendamiento, que es 
la incidencia de los reajustes, en los últimos tiempos, den- 
tro de la economía de los inquilinos. 


Es muy difícil, una vez que uno se pone a analizar 
un problema de la entidad de éste, en el cual hay que 
admitir muy francamente —como se ha hecho en el seno 
de la Comisión Bicameral— que no existe un conoci- 
miento de la realidad sobre la que pretendemos legislar, 
saber realmente, cuáles son las franjas sociales que están 
directamente afectadas, en mayor proporción, por este au: 
mento de los alquileres. Desconocemos, también, cómo se 
afecta a los arrendadores en sus distintos niveles eco- 
nómicos, ni en qué sectores sociales la escasez de vivienda 
es más apremiante. 


En torno a este proyecto de ley, hemos dictado nor- 
mas, buenas o regulares, que apuntan a saber sobre qué 
debemos legislar cuando se dicte la ley de fondo en esta 
masteria. 


No podemos pensar, pues, en una ley que, por ge- 
neración espontánea, culmine en uno o dos artículos, por- 
que eso es imposible, a poco que se penetre en la cone- 
xión inevitable que existe en el problema de los alquile- 
res y otros. No es tampoco, como se dice, una ley que 
estemos propiciando porque exista una especie de mandato 
imperativo por parte de un sector de legisladores de to- 
dos los partidos aquí representados. En ese sentido, dis- 
crepo con el señor legislador Cantón. Se trata de admi- 
tir, como es evidente, que estos acuerdos de la CONAPRO 
obedecen a una realidad muy profunda como la de buscar 
acuerdos sociales, sin los cuales es absolutamente impo- 
sib'e gobernar en paz y eficientemente cuando se sale de 
un período en el que no sólo se cercenó libertades, sino 
que en muchas áreas quedó demostrada una flagrante 
ineficiencia. 


Entonces, la CONAPRO es la expresión de un sentir 
político, de una inquietud, de una preocupación de todos 
los sectores sociales. Lo que aquí estamos recogiendo es 
lo que se trató en la CONAPRO. Pero lo que se busca 
es resolver un problema que, con o sin CONAPRO, hu: 
biera debido tener cabida en la labor parlamentaria de 
esta legislatura. 


Se dice también —y es cierto— que este es un pro- 
yecto que contiene normas que, en muchos aspectos, pue- 
den a parecer como vacilantes o contradictorias o exce- 
diendo lo que debe ser una ley de emergencia. En el tra- 
bajo de esta Comisión Bicameral se ha tratado de supe- 
rar las discrepancias entre las dos Cámaras. ya que ha 
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estado permanentemente presente la traba que supone la, 
norma del artículo 135 de la Constitución que nos obliga 
a adoptar resoluciones en esta Asamblea General por los 
dos tercios de votos, es decir, una mayoría especial muy 
alta que nos impide salvar por un voto en contra algunos 
aspectos que nos parezcan secundarios, más allá de la 
perfección purista que puedan tener algunos artículos de 
este proyecto, 


En realidad, señor Presidente, deseo efectuar algunas 
breves consideraciones sobre el campo de aplicación de 
este proyecto de ley. Se ha hablado mucho respecto a 
que esta ley está poco menos que conmoviendo y alteran- 
do la totalidad de las relaciones que existen entre los in- 
quilinos, sub inquilinos y arrendadores. 


Debo decir que no es así, por dos razones principales. 
En primer lugar, porque como todos lo sabemos, es una 
ley de emergencia que apunta a corregir el impacto del 
alza de los alquileres en un período de doce meses que 
arranca el primero de marzo de 1985 y terminará —por- 
que así lo dice el proyecto— el 28 de febrero de 1986. Si 
en ese momento no se ha dictado otra ley, automática- 
mente caduca, pierden su vigencia todas estas normas que 
tienen que ver con una reducción de los aumentos de al- 
quileres que surgirían de la aplicación lisa y llana del 
Decreto-Ley N?% 14.219. Bueno es señalar que en lo tun- 
damental se trata de una ley de emergencia. 


En segundo lugar, señor Presidente, los presuntos be- 
neficiarios de esta ley, que son los inquilinos y subinqui- 
linos, tienen, en alguna medida, acotado o delimitado en 
una forma que considero muy precisa el campo de quie- 
nes pueden estar comprendidos en esta ley. Aunque más 
no sea que para la adecuada inteligencia de la misma, en 
lo que pueda ser la resonancia que estas palabras tengan 
en el seno de la opinión pública, la ley, en lo principal, 
apunta a la suspensión de los lanzamientos y a la dismi: 
nución de los reajustes en los alquileres. Las suspensio- 
nes de los lanzamientos no benefician ni a los malos pa- 
gadores ni a aquellos contratos de arrendamientos o de 
subarrendamientos que tengan por objeto industria, co: 
mercio u otros destinos. Ella se aplica exclusivamente a 
aquellas situaciones arrendaticias relativas a las viviendas 
alquiladas para casa habitación. Es preciso señalar que 
esa suspensión de lanzamientos, que es una de las partes 
esenciales de la ley, no beneficia a todos, sino a un grupo 
de inquilinos. En lo que tiene que ver con la disminución 
de los reajustes, repito, de un período de doce meses 
—desde marzo de 1985 a febrero de 1986— hay una enor- 
me cantidad de excepciones que no entran en este pro- 
yecto de ley, y que, por lo tanto, se seguirán regulando 
por las disposiciones del Decreto-Ley N? 14.219 y demás 
normas legales aplicables. En primer lugar, también en 
este caso, como el de la suspensión de lanzamientos, los 
malos pagadores. En segundo término, lo que podría de- 
nominarse el inquilino pudiente que, en este proyecto de 
ley, es aquél que paga un “alquiler, antes del reajuste, 
superior a los N$ 15.000 mensuales. En tercer lugar, tam- 
poco estarían incluidos en este proyecto de ley, si se 
aprueba la norma, los llamados propietarios modestos 
que son aquéllos que tienen un ingreso líquido superior 
a las 50 Unidades Reajustables. De esto resulta que aque- 
llos inquilinos que estén en relación arrendaticia con este 
tipo de propietarios, no podrán ejercer la llamada acción 
de rebaja de alquileres sin acogerse a las franjas. En 
cuarto lugar, señor Presidente, tampoco están incluidos 
en este proyecto de ley de emergencia aquellos contratos 
de alquiler comprendidos en la Ley N* 13.870, en su 
artículo 41 y en el Decreto-Ley N% 14.219, concreta- 
mente, en su artículo 22 ¿Por qué? Porque ambas leyes ga- 
rantizaron bajo responsabilidad del Estado el régimen de 
libre contratación. 


En quinto término, la Ley N* 14.219 contempla una 
serie de situaciones que también quedan excluidas de es- 
te proyecto de ley. Son nueve hipótesis que figuran en el 
artículo 28 que no son abarcadas por estas normas que 
estamos considerando en la noche de hoy. Así, las fincas 
para viviendas que se alquilen por temporada; las arren- 
dadas con destino a organismos o empresas internaciona- 
les, oficinas diplomáticas y consulares; los arrendatarios 
de casa habitación que sean propietarios de fincas Cons- 
truidas o adquiridas al amparo de leyes o reglamentacio- 
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nes especiales; los arrendatarios que posteriormente a la 
celebración o renovación de sus contratos, hayan incorpo- 
rado a su patrimonio o arrendado en la misma localidad 
una vivienda que posea comodidades similares o superio- 
res a las existentes en la finca que arrienda. Los arren- 
datarios o subarrendatarios que integren un núcleo ha- 
bitacional cuyos ingresos mensuales líquidos sean supe- 
riores al equivalente a 130 Unidades Reajustables; los 
arrendatarios o subarrendatarios de fincas-habitación que 
integren un núcleo habitacional, a cuyos integrantes co- 
rresponda el pago del impuesto al patrimonio; en algunos 
casos, el Estado y los organismos paraestatales; el arren- 
datario que no habitare la finca en forma efectiva y 
continuada durante seis meses consecutivos sin causa ra- 
zonable; los contratos de arrendamiento con destino a ca- 
sa-habitación u otros destinos en los que el precio inicial 
pactado supere el equivalente a las 70 Unidades Reajus- 
tables, etcétera. 


Todo eso está en el artículo 28 del Decreto-Ley N 
14.219 y no se ve menoscabado o afectado por esta nor- 
ma que sometemos a consideración de la Asamblea Ge- 
neral. 


En igual forma, se exceptúan las hipótesis previstas 
en el artículo 114 del mismo Decreto y están excluídas, 
también, de esta norma de emergencia los arrendatarios 
y subarrendatarios de edificios o lugares destinados a ban: 
cos, instituciones de crédito, casas de baile público, dan- 
cing, cabaret, wiskerías o destinados a la misma actividad, 
cualquiera sea su designación, etcétera. 


A todo ello, habría que agregar los contratos ante- 
riores al Decreto Ley N? 14.219, que se rigen por las nor- 
mas generales en la materia. Son ocho hipótesis que es- 
tán excluidas de este régimen de abatimiento parcial de 
los reajustes emergentes del Decreto Ley N% 14.219. 


Entiendo que señalar estos aspectos como un comen- 
tario breve de los alcances que pretende tener el proyecto, 
significa colocar en sus verdaderos términos, la materia 
sobre la que estamos legislando y evitar las explotacio- 
nes fáciles de dramas que pueden existir o que se supone 
que existen, sin tener prueba de ello. 


Significa señalar, asimismo que, como suele suceder 
en esta materia, cuando democráticamente se enfrentan 
en una discusión diversos partidos políticos en búsqueda 
de una solución, cuando no exíste un conocimiento aca- 
bado de la realidad, no hay otra alternativa que optar 
por el mal menor. 


En ese sentido, si bien como los demás integrantes 
de la Comisión, no estoy conforme con la totalidad del 
proyecto, digo —y creo que lo puedo expresar en nom- 
bre de toda la bancada del Partido Colorado— que tene- 
mos la conciencia muy tranquila respecto de los resul- 
tados de la labor realizada hasta el momento en la ma- 
teria. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número en Sala 
para votar, la Mesa da cuenta de una moción de orden 
presentada por distintos legisladores, por la que propo- 
nen que se prorrogue el término de la sesión hasta que se 
agote el tema en discusión. Se precisan 16 señores sena- 
dores presentes en Sala y no menos de 50 señores re- 
presentantes. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—-83 en 83. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

SEÑOR ARAUJO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR ARAUJO. — No voy a reiterar la postura 
del Frente Amplio, puesto que nuestro compañero de ban- 
cada el señor legislador Cassina la ha aclarado en debida 
forma. 
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Simplemente deseo ratificar que el Frente Amplio, si 
bien es cierto podría establecer algunas diferencias de 
matices en distintos artículos, prefiere pasar por alto es- 
tos detalles para contribuir, de esta forma, al consenso 
que intentamos realizar a t:avés de la Comisión Bicame- 
ral a la que se le confió ez cometido. 


Eso sí —y esto quedó muy claro en la Comisión— 
existe un literal, el C) del artículo 10, donde no logramos 
un acuerdo o el consenso que todos anhelábamos. 


En reiteradas oportunidades se realizó una votación 
sobre dicho artículo resultando cinco a cuatro y todos 
convinimos —de ahí el hecho de que haya nueve miem- 
bros informantes— discutir este tema en Sala. 


Nosotros abrigamos la esperanza úGe que aquí la cosa 
se revierta y que ese literal C) no sea votado por la ma- 
yoría de la Asamblea General. Recuerdo, en este caso, 
que se necesitan dos tercios de legisladores presentes para 
consagrar dicho literal. 


No debemos olvidar, tampoco, que estamos enfrenta- 
dos a una ley de emergencia y que por algo se hace im- 
prescindible. No tenemos ningún reparo en decir que, efec- 
tivamente, si de algo se puede tildar a este proyecto de 
ley, es de inquilinista, salvo ese literal tan particular del 
artículo 10, que desdice todo lo que se establece a través 
del proyecto. 


Decimos que no hay reparo en que sea inquilinista, 
porque si bien es cierto —ya se ha dicho en Sala— que 
es tradicional consagrar leyes que benefician a los inqui- 
linos, deberíamos agregar que lo es en democracia, pero 
no lo fue en la dictadura donde lo que se hizo tradicional 
fue dictar leyes propietaristas. A este respecto, basta re- 
cordar la ley Soneira, aquella que estableció la libre con- 
tratación que, al mismo tiempo, significaba el libre de- 
salojo, la desprotección total y absoluta de los inquilinos. 
Ella dio una de las primeras pautas de lo que fue el neo- 
liberalismo implantado bajo la dictadura. Y esto; ¡vaya 
si protegió a los propietarios y desasistió a los inquilinos; 


Luego de esta ley Soneira los cantegriles que eran 
limitados en el país, que casi se circunscribían a la ca- 
pital, se multiplicaron y proliferaron. También se multi- 
plicaron esas mal llamadas pensiones, pues nada más ale- 
jado de una pensión que ese tipo de vivienda propio de 
seres irracionales. 


Hacía falta una ley inquilinista por eso fue que la 
CONAPRO analizó el tema y estuvimos de acuerdo en 
que era necesario votar una ley de emergencia. Nadie tie- 
ne la culpa de que se haya demorado tanto; por eso no 
deja de ser de emergencia, yo diría, que es aún más de 
emeregencia, porque en el tiempo que ha transcurrido 
hay más gente que ha perdido la vivienda y ha pasado a 
vivir a un cantegril. 


En la noche de ayer tuve conocimiento de la situa- 
ción de tres familias que con más de veinte niños se en- 
contraban en la calle Colonia, en pleno centro, porque 
habían sido desalojados y no tenían donde ir. 


Esa gente no es desocupada, sino que trabaja, por 
ejemplo, alguno de ellos es funcionario público que no 
pudo pagar el alquiler. 


Quiere decir, entonces, que debíamos votar una ley 
de emergencia que protegiera a los inquilinos tan desam- 
parados durante el último tiempo. 


Hay algunas cifras que es necesario recordar. Antes 
de la dictadura, lo que cualquier familia destinaba a la 
vivienda, no superaba el 10% de los ingresos familiares. 
Hoy, después de esas tradicionales leyes propietaristas 
del gobierno dictatorial, tenemos que más del 50% del 
ingreso familiar debe ser destinado al pago del alquiler. 
Esto significa una multiplicación increíble; hemos llega- 
do a un aumento del 400% en un país en el que sabemos 
que el salario real ha disminuido en más de un 50%. 


La CONAPRO se reunió para estudiar este punto y 
se legó a un acuerdo. Hoy se establece una diferencia 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.—51 


grande que en aquellos momentos no surgió. No digo que 
no haya aparecido entre los partidos políticos, sino que 
tampoco surgió entre propietarios e inquilinos. Todos es- 
tuvimos de acuerdo —como lo expresó el señor legislador 
Penco— en ciertas bases sobre las que nos íbamos a mo- 
ver. Entre ellas se establecía, que no tenía que ser el 
más humilde de los inquilinos quien protegiera o finan- 
clara al más modesto o pequeño propietario. 


Este punto quedó claramente determinado. Allí se 
dijo —está escrito y lo voy a leer— que aquí el Estado 
tenía un papel fundamental; que si alguien tenía que 
proteger al pequeño propietario, éste era el Estado. 


En la CONAPRO se estableció: “se acuerda estudiar 
un mecanismo que cuente con la aprobación de la con- 
ducción de la economía del país, que permita dar solu- 
ción en forma inmediata a la resolución concertada en el 
documento inicial de vivienda, con el fin de causar el 
menor perjuicio posible a los pequeños propietarios afec- 
tados por la rebaja de alquileres propuesta”. El tema 
era que el Estado participara en la conducción económi- 
ca de esa solución, para no afectar a los pequeños pro- 
pietarios. 


Lejos estaba de suponer, cualquiera que haya par- 
ticipado —y participamos todos en las reuniones de la 
CONAPRO— que el desprotegido iba a ser el inquilino. 
Por lo visto, de mantenerse el literal C) del artículo 10, 
quedaría totalmente desprotegido. Algún señor legisla- 
dor me dirá que no queda totalmente desprotegido, por- 
que de hecho lo protegen las franjas. Pienso que de ple- 
no derecho lo protegen las franjas. Los legisladores he- 
mos entendido que era necesario algún agregado comple- 
mentario, porque las franjas no alcanzan. Los más humil- 
des inquilinos están pagando más de un 20% o 25% de 
sus ingresos; por eso era necesario establecer un tope. No 
podemos dejar fuera del mismo, precisamente a aquellas 
personas humildes que no pueden pagar el alquiler. La 
CONAPRO, establecía que era necesaria la participación 
del Estado. Alguna consulta se hizo; pero no pasó de eso. 


Naturalmente, entendemos aue el Estado no está en 
condiciones de lavarse las manos —hacer lo de Poncio 
Pilatos— y dejar que paguen los más humildes. Reitera- 
mos que hay que proteger al pequeño propietario, pero 
no a costa de la vida o del techo del más modesto de los 
inquilinos. 


Por estas razones, insistimos, en todas las sesiones 
de la Comisión Bicameral, en que el Estado tiene que ju- 
gar un papel y, si no lo hace, que no le endilgue ese pa- 
pel a los más modestos inquilinos ¡Paya si hay solucio- 
nes; Puede estudiarse la posibilidad de exonerar de im- 
puestos, de tributos, al pequeño propietario. 


Alguien señalaba: llegó el “guadañazo” de la Contri- 
bución Inmobiliaria; no fueron ellos los que lo fijaron, 
sino los que lo tienen que pagar. El Estado que es quien 
lo fija, tiene que encontrar la solución, y no lanzar el 
tema para que lo solucionen aquellos que están a punto 
de perder el techo, si es que ya no lo perdieron. 


Por Otra parte, se ha hablado mucho en el pasado, en 
la, democracia por supuesto, no antes, de una cámara com- 
pensadora de alquileres algo muy parecido al fondo que 
registra Asignaciones Familiares. Esta pudo haber sido 
una solución para proteger al pequeño propietario, pero 
hay otras, como por ejemplo un subsidio a éste, con un 
impuesto al más grande. Pero que se solucione por esa 
vía, con la participación del Estado. 


Nos sorprende que hoy los mismos que nunca hicie- 
ron nada por el pequeño propietario, en última instancia 
recurran a él para proteger a los grandes. ¿Qué es un pe- 
queño propietario? ¿Cómo se le definió? A nuestro juicio 
en forma injusta. Se estableció que un pequeño propie- 
tario es aquel que tiene ingresos inferiores a 50 Unidades 
Reajustables. Cuando hablamos de los inquilinos, hace- 
mos referencia a lo que recibe el núcleo familiar, y esta- 
blecemos ese tope en 70 Unidades Reajustables. Al refe- 
rirnos a los propietarios, ocurre que se le califica de pe- 
queño, por el hecho de recibir sólo él -—no el núcleo fa- 
miliar— 50 Unidades Reajustables. No se tiene en cuen- 
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ta la cantidad de inmuebles que posee, el monto de su 
patrimonio ni la estructura de su renta. Todo esto deter- 
mina que el pequeño propietario —para nosotros pre- 
sunto— puede sér un gran propietario, con muchas vi- 
viendas arrendadas y con grandes ingresos. 


(Ocupa la Presidencia el segundo Vicepresidente, se- 
ñor Don Carlos Julio Pereyra.) 


SEÑOR CANTON. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR ARAUJO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Puede interrumpir el señor legislador Cantón. 


SEÑOR CANTON. — Quisiera formular al señor se- 
nador Araújo, una pregunta, en el mismo tono con que 
lo hice en la Comisión Bicameral. 


“Quiero formular una interrogante, para que nos ubi- 
quemos en ver hasta donde el señor legislador Araújo 
tiene el ánimo propenso o inclinado para lograr este equi- 
librio de justicia que algunos señores legisladores y sec- 
tores políticos hemos preconizado en esta reunión de la 
Asamblea General. Deseamos saber hasta dónde su espí- 
ritu tiende a lograr ese equilibrio, en una actitud que 
no vea solamente una de las dos caras de la medalla, y 
que haga justicia. 


No deseo extenderme demasiado, ya que el señor le- 
gislador tuvo la cortesía de no interrumpirme cuando hi- 
ce uso de la palabra. 


Si la Asamblea General, esta noche no aprobara este 
amparo al modesto propietario, al no pudiente, sería irre- 
misiblemente injusta. Le pregunto a] señor legislador Araú- 
jo, sobre la base de las críticas que formula: ¿estaría dis- 
puesto a aceptar el texto de ese literal C) que contem- 
pla al modesto propietario, de manera tal que con una 
fórmula ajustada, corregida o mejorada, pudiera salir es- 
ta noche de la Asamblea General? En esa forma la ciu- 
dadanía, tendría conciencia de que el Parlamento quiere, 
realmente, el fiel de la balanza entre el inquilino y el 
propietario, en una actitud que no sea sólo inquilinista. 
¿Podríamos contar con su buena disposición para mejo- 
rar el literal C) del artículo correspondiente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Continúa en uso de la palabra el señor legislador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. — Con mucho gusto voy a reite- 
rar la respuesta que en el seno de la Comisión, le brindé 
al señor legislador Cantón, cuando me formuló idéntica 
interrogante. 


En esa oportunidad le manifesté: por favor, señor re- 
presentante usted se refiere sólo a una de mis críticas, 
no a todas. 


No me conforma que revisemos lo relativo a las 50 
Unidades Reajustables, si en definitiva no se analizan 
otros temas. 


Pienso que sería distinto si dijéramos: vamos a eli- 
minar esto; ya vendrá un impuesto del Poder Ejecutivo, 
capaz de subsidiar al pequeño propietario, en lugar de 
hacer que lo pague el más modesto de los inquilinos. A 
ese tipo de soluciones podríamos abocarnos. 


A nosotros nos preocupa como al que más, el tema 
del pequeño propietario, y no el del otro que, de acuerdo 
con esta formulación, puede parecer pequeño y ser muy 
grande. Pero nos preocupa mucho más el tema del más 
humilde de los inquilinos, ese due no puede de manera 
alguna pagar este mes de alquiler porque está debiendo 
ya muchos meses o que pronto tendrá el juicio por desa- 
lojo por no poder pagar. Ese, que es el más numeroso y 
que se multiplica como consecuencia de la situación 
económica y social que vive nuestro pueblo, es el que 
más nos preocupa. 
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_ Con respecto a este tema sería bueno reconocer que 
quizás el Estado —no vamos a juzgarlo, porque no quere- 
mos despertar polémicas— imposibilitado de establecer 
las soluciones que sería bueno que estableciera, esta tras- 
pasando el problema al más humilde de los inquilinos. Y 
eso es lo que no podemos votar esta noche. Hay cosas que 
deben quedar bien en claro. ¿Por qué aquí, cuando ha- 
blamos de los inquilinos, tenemos un comportamiento dis- 
tinto al que manifestamos en otras áreas? Por ejemplo, 
cuando un ciudadano paga un boleto de ómnibus no le 
importa si la empresa de transporte es redituable o no, 
si es grande o si es chica. En este caso, se encaran las 
cosas de manera diferente. Si hay dos inquilinos que ha- 
bitan departamentos muy cercanos uno del otro, de igua- 
les características, quizás uno de ellos le arriende a un 
supuesto pequeño propietario y no tenga derecho a aco- 
gerse a los topes y de pronto el otro, que tuvo la felici- 
dad de encontrar a un propietario casi tan pobre como él 
—que es otra de las cosas que tenemos que establecer— 
sí puede hacerlo. 


Hay algo que tenemos que tener muy en cuenta: es- 
tamos hablando de una ley de emergencia, de una ley 
transitoria, es decir, de una pequeña solución que aporta 
los primeros auxilios a esta situación y que no va a du- 
rar más de un año. Durante ese año, si no protegemos al 
más humilde de los inquilinos, miles de familias urugua- 
yas se quedarán sin techo. Ya que el Estado no puede 
hacer nada, quizás pueda hacer algo el supuesto inquili- 
no que no va a perder su vivienda ni su techo. Estamos 
hablando de un derecho humano que nadie puede des- 
conocer: el derecho a la vivienda. Lo único que se busca 
es una solución de emergencia inmediata, para quienes 
están perdiendo ese techo. A nuestro juicio, el Parlamen- 
to no puede decir hoy que si tienen que ir miles a la 
calle no puede hacer nada, porque el asunto es que no se 
empobrezcan más los ya empobrecidos pequeños propie- 
tarios. Reitero que quisiéramos defender a los dos por 
igual. A nuestro entender, la única y legítima forma de 
defensa es proteger al inquilino en forma directa, con una 
rebaja del alquiler, y al pequeño propietario con la de- 
bida intervención del Estado, ya sea a través de subsi- 
dios, de nuevos impuestos o de la eliminación, para esos 
arrendadores, del pago de la Contribución Inmobiliaria, 
etcétera. Hay varias soluciones que, desgraciadamente, no 
podemos estudiar en este caso. Como se trata de una ley 
de emergencia quizás podamos hacerlo cuando estudiemos 
la ley definitiva. Hoy por hoy, simplemente adelanta- 
mos nuestro voto contrario a ese inciso y favorable al res- 
to del proyecto de ley. 


SEÑOR BARON. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR BARON. — Señor Presidente: la problemá- 
tica de arrendamientos es, sin duda, una de las más com- 
plejas que ha enfrentado el país durante más de cuarenta 
años, y» en el transcurso de ese lapso, no se han encon- 
trado soluciones satisfactorias. 


Una vez más nos vemos enfrentados a legislar sobre 
el tema. Parece cierto que caminamos nuevamente a la 
eterna calesita de las leyes de emeregencia que durante 
más de cuarenta años han ido emparchando el problema 
de fondo y alejando cada vez más la posibilidad de una 
solución legislativa racional que contemple, de una vez 
por todas, todos los intereses particulares en juego y, por 
ende, el supremo interés social que este tema encierra. 


Las consecuencias de no enmarcar adecuadamente 
el tema, son gravísimas, por cuanto afectan en uno de 
los problemas vitales de la sociedad. cual es el de la vi- 
vienda. 


En este momento, tenemos que considerar el tema 
desde dos ángulos distintos y conexos; el de los paráme- 
tros filosóficos que orientan cualquier acto legislativo y 
el del contenido concreto de las normas que estamos con- 
siderando. Desde el primer punto de vista, es evidente que 
desde 1943 no ha habido una orientación concreta y de: 
finitoria para reglar legalmente el tema y, por ende, para, 
estructurar una política de vivienda clara y duradera. Esto 
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va enrabado con el segundo aspecto que mencionábamos: 
más de cincuenta leyes sancionadas hasta el presente só- 
lo han tratado de dar soluciones parciales y de emergen- 
cia, es decir, de poner remiendos a una prenda a la que 
ya no le caben más. 


Hoy tenemos toda la impresión de estar nuevamente 
en el mismo camino. Esta es una ley de emergencia que, 
seamos sinceros, no difiere en su esencia de las que han 
plagado nuestra legislación en el tema. ¿Por qué esta 
última afirmación? Porque todo hacía suponer que esta 
ley que estamos considerando, iba a ser sancionada ni 
bien se instalara el Parlamento y hoy, casi a ocho meses 
de tal evento, estamos aprobando una norma legal que 
no convence totalmente a nadie y que ha sido fruto de 
trabajosas transacciones, a las cuales sólo se ha llegado 
para salir de verdaderos callejones sia salida. De modo 
que lo originalmente acordado, que era sancionar una 
ley definitiva en la materia antes del 31 de diciembre 
del corriente año, ya es un imposible. Y dado el panora- 
ma que está planteado, es evidente que —hay que ser 
realista— no va a ser posible sancionar ninguna ley de- 
finitiva en el tiempo que ahora se supone debería hacer- 
se. Reiteramos que no es una actitud pesimista, sino ab- 
solutamente realista. 


Corresponde que nos planteemos la realidad que nos 
lleva a esta situación. Por un lado, tenemos el marco le- 
gal vigente: el Decreto Ley N% 14.219 y sus modificati- 
vos; por otro, la situación que nos muestran los hechos 
que conforman el elemento fáctico del problema a estu- 
dio. La norma citada pretendió romper el concertamiento 
que se había impuesto desde 1943 a la problemática de 
los arrendamientos y que los elementos e intereses en 
juego se autorregularan y crearan un mercado libre y real 
en materia de vivienda. Esta política se estrelló con el 
descalabro económico en que el país fue sumido. Este es 
un hecho reconocido por todos, como también que el prin- 
cipal y más acuciante problema que se enfrenta en esta 
temática, no tiene su base en el encuadre legal que rige 
esta problemática sino en la situación económica que pa- 
dece nuestro pueblo. Estamos convencidos de que la so- 
lución pasa, en primer lugar, por las condiciones actua.- 
les de vida de toda la sociedad y que lo correcto es pro- 
ceder con racionalidad. En tal sentido, creemos que la si- 
tuación planteada en estos momentos es de tal gravedad 
y ejerce tal presión sobre todos, que no es posible pensar 
que en tal encuadre se pueda siquiera discutir modifica- 
ciones sensatas a un marco legal tan delicado. 


En definitiva, lo que se ha logrado es sembrar una 
enorme inseguridad en todos los sectores interesados y 
crear grandes dificultades a todo el mundo. Nosotros creí- 
mos que lo más conveniente era tratar de paliar pura y 
simplemente la asfixiante situación del arrendatario, sin 
sumergir al sector arrendador, en especial a los pequeños 
propietarios y alterar básicamente el mercado de vivien- 
das. Logrado superar lo más urgente, podría sí comen- 
zarse a considerar el encuadre de fondo de la cuestión. 


Esto tiene origen, como lo han dicho varios legisla- 
dores, en trabajos realizados por la CONAPRO, con par- 
ticipación de todos los partidos políticos. Si bien nuestro 
sector político no ha estado representado en €sas conver- 
saciones, somos solidarios con los compañeros que en nom- 
bre del partido y no de un sector, nos han representado 
allí, más allá de que compartamos o no los resultados ob- 
tenidos. 


La CONAPRO, señor Presidente, decidió en un docu- 
mento que tenemos por acá cerca, que los modestos inqui- 
linos y propietarios debían ser protegidos. Esos concep- 
tos, que pretenden decir muchas cosas, sustancialmente 
no dicen más que eso. Fundamentalmente, la CONAPRO, 
decidió que había que ir a la búsqueda de soluciones para 
los inquilinos de bajos recursos. 


¿Y qué entendemos por “bajos recursos”? La CONA- 
PRO dejó esto a criterio del legislador; entonces, es, ha 
sido y será fundamental establecer el criterio de cada uno 
de los legisladores en la materia. Podemos llegar a la 
conclusión de que “bajos recursos” puede tener quien pa- 
ga un alquiler pequeño porque ocupa una vivienda mo- 
desta o pequeña O que está en una zona aislada. Nosotros 
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preferimos la concepción de que bajos recursos en estos 
momentos tiene la totalidad de la población trabajadora, 
que no percibe con su salario más que el 50% de la can- 
tidad de la que es merecedora, de acuerdo a los índices es- 
tablecidos en 1973. 


En materia de afectación de recursos, posteriormente 
el Senado, que cambió la fórmula de la Cámara de Re- 
presentantes consideró que nadie debía afectar los in- 
gresos del núcleo familiar, más allá del 25%. Nos pare: 
ció que esto implicaría infinidad de acciones no conve: 
nientes, mucho menos para una ley transitoria, y, además, 
nos dejaba ciertas dudas en cuanto a las declaraciones 
juradas. 


¿Qué surge de todo esto? Qe lo que impera es la falta 
de información que permita legislar en materia de al- 
quileres. No obstante eso, guiándonos por impresiones» 
estamos absolutamente convencidos de que hay un sec- 
tor de inquilinos que no puede pagar los alquileres reajJus- 
tados. Y decidimos protegerlos. 


Me parece perfecta la intención del legislador; es lo 
que en definitiva el pueblo espera de nosotros, que pro: 
tejamos al más débil, que seamos generosos con los que 
menos poseen. Y de ahí la pregunta. 


Entonces, esa generosidad debe ser pagada por ab- 
solutamente toda la colectividad, pero en este proyecto 
de ley se hace pagar exclusivamente a los propietarios 
de viviendas para arriendo. 


Esto no es una novedad, se hace desde 1940 y se han 
pronunciado hermosos discursos al respecto. Todo el mun- 
do comprende la situación, pero, invariablemente, cual- 
quier beneficio a los inquilinos ha sido pagado por los 
propietarios. Y esto lo determinamos así, porque enten- 
demos se debe proteger a quien menos tiene. Personal- 
mente, estoy absolutamente de acuedo con este principio. 


Sin embargo, si podemos aplicar esta norma en ma- 
teria de vivienda, ¿por qué no aplicarla en el campo de 
la alimentación? ¿Por qué no disponemos, por interme- 
dio de algún proyecto de ley, que los comerciantes —-—pa- 
naderos, carniceros— devuelvan a sus clientes más mo- 
destos parte de sus ganancias, porque no pueden pagar 
sus insumos? ¿Y por qué no decidimos que quien va a 
comprar ropa y está en condiciones realmente de necesi- 
dad, va a ser beneficiado con esta misma condición que 
ponemos a los propietarios, es decir, que el tendero le de- 
vuelva parte de sus ganancias? ¿Y por qué, entonces, así 
como pedimos a los propietarios, no solicitamos a los ban- 
cos que devuelvan parte de sus utilidades al empobrecido 
sector de personas endeudadas, de las que hace pocos 
días se habló en esta Sala? Eso no lo hacemos porque 
pensamos que podríamos avasallar derechos inalienables 
de la persona humana. 


En consecuencia, tenemos el convencimiento de que 
la condición de propietario equivale a la condición de 
“pudiente”. ¿O es que no creemos en el derecho a la ren- 
ta del que dispone de una propiedad? Porque, en ese Ca- 
s0, hay que decirlo: sí pensamos que no puede haber pro- 
piedad para renta en el país, es porque las concepciones 
filosóficas que nos mueven son absolutamente diferen- 
tes. ¿O será que como esto lo venimos practicando desde 
1940 hemos llegado a creer en la justicia de esta norma 
y entonces seguimos por el mismo camino? 


Aquí me quiero detener muy brevemente para dar 
mi opinión sobre la propiedad y en manos de quien está, 
opinión que me animo a dar a pesar de la falta de datos. 


Hace mucho que la propiedad de este país dejó de ser 
rentable, si tomamos en consideración el monto de su 
inversión. Aquellos grandes inversionistas —que en un 
momento existieron— que construyeron para renta, no 
sólo han derivado sus intereses a otros rubros más renta- 
bles, sino que aprovechando el “boom” de la construcción 
en un momento determinado, vendieron todo lo que pu- 
dieron, en muchos casos, a sus propios inquilinos. Prueba 
de ello son los grandes dramas que están viviendo to- 
dos aquellos individuos que se han “metido” creyendo en 
la política de la dictadura, a comprar a través del Banco 
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Hipotecario. Hemos estado escuchando permanentemente 
a las autoridades de ese organismo referirse a esa ma- 
teria. Claro que puede haber un pequeño porcentaje de 
los otros, de los grandes propietarios, que a nosotros, en 
lo personal, no nos interesa proteger en esta instancia. 
Pero de acuerdo a datos concretos que dieron institucio- 
nes que trabajan en esa materia esos grandes propietarios 
no pasan del 5% de la propiedad urbana y suburbana. 


Entonces, cuando ADAPT nos dice que los propietarios 
de fincas de alquiler tienen un promedio de tres con ese 
destino, estamos confirmando el presentimiento de que la 
propiedad para renta no está en manos del gran capital, 
sino de pegueños comerciantes e industriales retirados 
que, descreídos de nuestro sistema de Previsión Social 
—con razón— un día decidieron construir dos o tres 
apartamentos al fondo de sus casas para asegurarse una 
vejez tranquila. Pero quienes así pensaron, señor Presi- 
dente, no sabían de nuestra existencia; de lo contrario, 
no tengo la menor duda de que hubieran puesto su di- 
nero a interés en un banco, ¡y mejor les hubiera ido; 

Esos son los dueños de la propiedad, los que colabora- 
ron en la construcción de esta patria chica, españoles, 
italianos, polacos, almaceneros, baristas y albañiles que 
con sus manos y las de sus parientes y amigos contribuye- 
ron a construir este país. 


No, señor Presidente; los alquileres no son atracti- 
vos para las transnacionales; al gran capital nunca le in- 
teresó la vivienda para arriendo. Y he aquí que gobierno 
tras gobierno —y éste no es una excepción— han de: 
cidido que el tema lo deben resolver las partes y el Parla- 
mento nacional. Si los propietarios quieren más lo deben 
pagar los inquilinos; si los inquilinos quieren pagar me- 
nos, lo deben soportar los propietarios. 


Y a todo esto,¿ qué dice el Poder Ejecutivo? Que no 
es su problema, que el asunto debe dirimirse entre las 
partes, que es competencia del Parlamento. 


Y yo digo que no; que esto está inserto dentro de la 
urgencia de salarios dignos que puedan pagar las resul- 
tancias de justos aumentos, que está inserto dentro de la 
reactivación del país, tan anunciada, y de la que no tene- 
mos noticias a más de siete meses de “instalado este Go- 
bierno, a no ser una ley de refinanciación de la que ya 
ea los sectores de la producción dijeron que es imprac- 
icable. 


Mi partido presentó en su momento, a través de dis: 
tinguidos técnicos, un plan de reactivación industrial que 
aseguraba la ocupación de cuarenta mil plazas de traba- 
jo en el lapso de un año. Nuestra formulación no se apli- 
có, pero tampoco se utilizó otra. 


Todo este problema está también inserto en la nece- 
sidad de trabajo para desacelerar la desocupación, y ésta 
pon el contrario, continúa por lo menos en los mísmos 
índices. 


Y a todo esto, el Ministro de Economía y Finanzas y 
el Intendente de Montevideo —departamento en donde 
se aplicará en mayor medida esta ley— ¿qué solución 
han traído? ¿Sobre qué sectores poderosos pueden hacer 
caer este subsidio para que no siga siendo una cuestión 
entre inquilinos y propietarios y el Estado asuma de una 
vez por todas su responsabilidad? ¿Cómo puede ser posi- 
ble que hagamos justicia sin afectar los ingresos nacio- 
nales y municipales? ¿O no nos importa cuánto han sido 
multiplicados los impuestos y los proventos? 


La gente dirá: ¿por qué el Parlamento no toma lini- 
ciativa en el tema de la exoneración o reducción de los 
impuestos? Debemos aclarar que el artículo 133 de la 
Constitución E€stablece que eso es privativo del Poder 
Ejecutivo, o que debe haber iniciativa del Poder Ejecu- 
tivo, o de la Intendencia Municipal, según sea el caso. 


Esto lo decimos porgue entendemos que, más allá de 
competencias, el país es indivisible y la responsabilidad 
corresponde absolutamente a todos. Contemplamos y te- 
memos iniciativa para otros sectores empobrecidos, pero 
al Poder Ejecutivo no le atañe el tema inquilino-propie- 
tario. 
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Cuando el señor Ministro de Economía y Finanzas se 
manifestó, lo hacía con una gran comprensión, pero de- 
fendiendo celosamente los intereses de su Cartera. Es de 
Perogrullo decir que el problema de la vivienda se arre- 
gla con viviendas. Pero no por repetido deja de ser ver- 
dad. Y nosotros decimos: también se soluciona con traba- 
jo y salarios dignos y, hoy por hoy, el trabajo brilla por 
su ausencia y el salario está cada vez más empobrecido. 
Mientras esperamos las iniciativas del Poder Ejecutivo, 
seguiremos legislando. 


Queremos decir que nosotros presentamos nuestra pro- 
pia fórmula en la Comisión. Los compañeros que han tra- 
bajado con nosotros la conocen. No tuvo andamiento. Con- 
siderábamos que era un poco más justa que la que en 
definitiva salió triunfante, y que es motivo fundamental 
de la salvedad que nos merece este proyecto de ley. 


Ella consistía en aplicar, en dos semestres, el 70% 
de la URA, lo que daría un aumento promedio anual del 50 
% al 53%. Cuando formulábamos nuestra propuesta, tenía- 
mos en cuenta la disminución del salario real de los traba: 
jadores en un 50%. Vale decir, para tomar un ejemplo, que 
un alquiler de N$ 3.000, en lugar de subir a N$ 5.100 
de acuerdo con los índices actuales, pasaría a N$ 3.735 du- 
rante seis meses y a N$ 4.470 los otros seis meses. Según 
la fórmula que está a consideración, ese alquiler de N$ 
3.000 pasa a ser de N$ 3.630, pero si el ajuste fue ante- 
rior a julio, como durante doce meses debe devolverse lo 
cobrado en demasía, el propietario recibiría la cifra de 
N$ 105 de aumento, es decir que pasará de N$ 3.000 a 
N$ 3.105. 


Mala cosa sería que nos tildasen tanto de propieta- 
ristas como de inquilinistas. Sentimos que tenemos que 
dirimir en la forma más justa este asunto, a riesgo de 
legar a la conclusión de que no supimos contemplar co: 
rrectamente los intereses de todos. Todos los sectores dé: 
biles merecen nuestra protección: pequeños inquilinos y 
pequeños propietarios. Esa ha sido, es y será siempre 
nuestra única intención. 


Por otra parte, y sin pretender adjudicarnos aptitudes 
de vidente, fácil es darse cuenta de la retracción que 
esta ley provocará en el mercado de vivienda para arren- 
dar, así como del encarecimiento de lo que está disponi- 
ble, ya que los arrendadores tratarán de cubrir estas con- 
tingencias fijando un alquiler importante y eligiendo muy 
cuidadosamente a sus inquilinos, de acuerdo con sus in- 
gresos. 


De más está decir el desaliento que lleva a la indus- 
tria de la construcción, la que se verá deprimida en for- 
ma importante. En ese sentido, queremos decir que esta- 
mos dejando de cumplir preceptos constitucionales, pues 
en el artículo 45 se dice: “estimulando la inversión de 
capitales privados”. 


Hemos expuesto la salvedad fundamental que nos 
merece este proyecto de ley, que es básicamente la fór- 
mula de detracción de la Unidad Reajustable de Alqui- 
leres. 


En mi calidad de integrante de las distintas Comisio- 
nes que trabajaron y analizaron arduamente durante me- 
ses este asunto, he comprobado la dedicación, la lealtad, 
la buena fe y la capacidad que han puesto todos y «cada 
uno de los legisladores con quienes tengo el privilegio de 
compartir la responsabilidad del proyecto. 


Voy a acompañar con mi voto el proyecto en general, 
más que por coincidencia con su formulación, por coin- 
cidencia con su espíritu, y en mérito al esfuerzo de todos. 
Esto, señor Presidente, no me inhibirá de hacer algunas 
puntualizaciones en la discusión particular. 


Muchas gracias. 

SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra. — 
No habiendo más oradores inscriptos, se va a dar lectura 
al artículo 12. 


Léase. 
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(Se lee). 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—97 en 97. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 22, z 

(Se lee). 

-—En consideración. 


SEÑOR AGUIRRE. -—— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador Aguirre, 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: como inte- 
grante de la Comisión Bicameral, firmé este proyecto de 
ley sustitutivo de las iniciativas que habían sancionado, 
por vn lado, la Cámara de Representantes y, por otro, el 
Senado. 


En su momento, en el seno de la Comisión dije que 
lo haría con salvedades y otros integrantes de la Comi- 
sión adoptaron la misma actitud. Posteriormente, no en- 
contrándome presente —cuando estaba trabajando en la 
Comisión de Presupuesto— se resolvió que se firmara sin 
salvedades y que todos los integrantes de la Comisión fi- 
guraran como miembros informantes. Esto me obliga a 
hacer una puntualización, una crítica o una fundamenta- 
ción del voto negativo que voy a dar a este artículo. 


He acompañado el proyecto sustitutivo, el que unificó 
las dos fórmulas, porque entiendo —al igual que todos 
los señores legisladores— que a esta altura hay que san- 
cionar algún proyecto de ley con toda urgencia. Pero es- 
te artículo 2% así como el 13, constituyen dos gruesas 
herejías jurídicas. Son dos disposiciones tremendamente 
insconstitucionales... 


(Apoyados) 


—.,,..que violan la separación de Poderes, invadien- 
do los fueros del Poder Judicial y desconociendo senten- 
cias basadas en autoridad de cosa juzgada, mandando 
clausurar juicios que ya están terminados, si es que pue- 
de entenderse semejante contrasentido. 


Este artículo refiere a la reforma del plazo, instituido 
consagrado por el artículo 52 del Decreto-Ley N9 14.219. 
¿Qué significa la reforma del plazo? Que cuando hay una 
intimación de desalojo firme contra un mal pagador, y por 
lo tanto éste tiene el plazo de desalojo del mal pagador, 
es decir, un período de veinte días, el demandado o de- 
sa'ojado puede obtener la reforma del plazo y el plazo 
del buen pagador — o sea un año— consignando la su- 
ma adeudada más lo que la jurisprudencia estima en un 
20%, por los costos e intereses devengados. 


Pero lo que tiene que quedar claro es que en esa si- 
tuación hay una sentencia firme; el proceso de desalo- 
jo es un proceso monitorio, en el cual la providencia ini- 
cial que dicta el juez ante la demanda del actor, queda 
firme si éste, dentro del plazo para oponer excepciones, 
no lo hace. Vencido el plazo para oponer excepciones —o 
sea, el periodo de diez días— y no se oponen, no se abre 
el contradictorio y, por lo tanto, la providencia inicial dic- 
tada por el juez adquiere el valor de sentencia y tiene la 
calidad de cosa juzgada. 


Lo único que queda en el procedimiento es esperar 
a que venza el plazo de desalojo para hacer efectiva O 
ejecutar la sentencia, pidiéndose el lanzamiento del desa- 
lojado. Con esta disposición, sin embargo se establece que 
se clausurar los juicios pendientes, cuando ya hay una 
sentencia firme. Esto es una contradicción realmente asom- 
brosa, porque cómo se va a decir que se clausuran jui- 
cios pendientes si ya no hay juicios, si éstos se termina- 
ron. Y esto no es un juego de palabras que estoy haciendo. 
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El artículo 48 del Decreto-Ley N?% 14.219 dice lo si- 
guiente: “En caso de desalojo por mora en el pago de los 
arrendamientos, el Juez concededrá un plazo de veinte 
días, citando al demandado de excepciones en la forma 
preceptuada en el artículo anterior. En todos los casos, si 
no se opusieren excepciones, el juicio quedará terminado 
sin otro trámite, computándose los plazos desde el día 
siguiente a la intimación respectiva”. Está claro que esta 
alusión a los plazos se refiere a los correspondientes a la 
intimación del desalojo. Véase bien que se dice que el jui- 
cio quedará terminado sin otro trámite. Quiere decir que 
una vez que venció el plazo de las excepciones, la sen- 
tencia de desalojo está firme. Entonces, ¿cómo va a venir 
una disposición a decir que se clausura el juicio, cuando 
éste ya se terminó? ¿Cómo por ley se va a desconocer 
una sentencia, violando la cosa juzgada y la separación 
de Poderes? 


La manifestación más típica de la función jurisdic- 
cional, en cuyo ejercicio es independiente el Poder Ju- 
dicial, es la sentencia, que es el acto jurisdiccional 
típico y que tiene valor de cosa juzgada. Los dos atri- 
butos de la cosa juzgada son la imperatividad y la inmu- 
tabilidad. Pero aquí impedimos que se cumpla la senten- 
cia y, además, la cambiamos. Decimos que ella deja de 
tener valor y por una decisión legislativa impedimos, 
cuando una persona ha obtenido sentencia de condena a 
su favor, que ella se ejecute. 


Con esta afirmación —al igual que en lo referente al 
artículo 13— no estoy haciendo ninguna manifestación 
sobre el mérito de las soluciones. A mí no me importa 
que esto beneficie al inquilino y perjudique al propieta- 
rio. Ese no es el problema. Lo que no puede hacer el Par- 
lamento es dictar normas groseramente inconstituciona- 
les como las que están contenidas en esta disposición. El 
Parlamento no puede atropellar al Poder Judicial. Tam- 
poco puede sentar el pésimo precedente de que senten- 
cias pasadas en autoridad de cosa juzgada, dejen re te- 
ner efecto por virtud de una ley que se dicta después que 
el juicio ha terminado. Reitero, que eso me parece ab- 
solutamente inadmisible y creo que debemos tener mu- 
cho cuidado cuando legislamos y establecemos estos pre- 
cedentes. Mucho peor que el hecho de que algún inqui- 
lino sea desalojado, es que el Parlamento establezca el 
precedente de que las sentencias se puedan desconocer 
por una ley. 


Yo había traído, señor Presidente, una serie de li- 
bros € iba a hacer algunas citas, pero a esta hora de la 
noche y después de los “breves” y sucesivos discursos 
que hemos escuchado, voy a hacer gracia a la Asamblea, 
General y a la barra de cansarlos con lecturas. Pero, por 
lo menos, voy a leer algo que voy a sacar de lo que yo 
llamo la biblia jurídica, que es el “Tratado de Derecho 
Administrativo” del doctor Enrique Sayagués Laso. Este 
Profesor, cuando habla de lo que se puede hacer por me- 
dio de una ley, dice: “Mediante leyes no es posible dic- 
tar actos administrativos (en sentido material), salvo los 
casos expresamente previstos en la Constitución, porque 
la función administrativa compete en principio a los ór- 
ganos de administración”. Y de inmediato, con su habi- 
tual claridad y su difícil lenguaje fácil, dice: “Por aná- 
logas razones la ley no puede entrar a decidir litigios de- 
terminados, porque ello supondría el ejercicio de la fun- 
ción jurisdiccional que en principio compete al Poder 
Judicial”. 


Esto que se pretende hacer es mucho peor que decidir 
litigios que están empezados. Los litigios ya se termina- 
ron, pero viene la ley y dice que no vale una sentencia 
que ya pasó en autoridad de cosa juzgada. 


Esto. señor Presidente, constituye una tremenda he- 
rejía jurídica. Cuando se ha sustanciado litigio ante el 
Poder Judicial y se ha dictado sentencia, en ningún caso 
puede venir una ley a quitar validez a la misma. Si con- 
sagramos esta herejía jurídica, estamos sentando un pé- 
simo precedente y nos estamos olvidando, además, de que 
la separación de Poderes, que invocamos muchas veces en 
favor del Poder Legislativo, la dejamos de lado ahora, 
atropellando al Poder Judicial. 
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Por estas razones, no estoy dispuesto a votar este 
artículo como tampoco el 13. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR CASSINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR CASSINA. — Señor Presidente: Anticipán- 
dome un poco a lo que suponía iba a expresar el señor 
legislador Aguirre, manifesté anteriormente mi punto de 
vista acerca de las disposiciones a que él refiere. 


Sobre la constitucionalidad de la disposición puedo 
decir, con el mayor respeto a la posición que sustenta el 
señor legislador, que existe más de una opinión en nues- 
tra jurisprudencia y en la doctrina, con relación a la in- 
tangibilidad de la cosa juzgada. 


Hay quienes sostienen que la cosa juzgada tiene fuen- 
te constitucional y que por lo tanto la ley no puede afec- 
tarla. Pero hay quienes sostienen —es el caso del señor 
Presidente titular de la Asamblea General, doctor Ta- 
rigo— que la cosa juzgada tiene sólo fuente legal y que 
por lo tanto, otra ley puede modificarla. Es cierto, como di- 
ce el señor legislador, que aquí hay, por las características 
del proceso monitorio que tiene el juicio de desalojo, una 
sentencia que impone el desalojo del arrendatario que ha 
relormado el plazo de mal pagador al de buen pagador 
y que sólo falta, para el caso de que no cumpla con la 
sentencia voluntariamente, ejecutarla por la vía del lan- 
zamiento. 


Vuelvo a poner el ejemplo, para que la Asamblea Ge- 
neral tenga idea de lo que está votando y de la dimen- 
sión del tema, que en este caso caben hacer las mismas 
reflexiones que no se hicieron en la Cámara de Repre- 
sentantes —aunque supongo que se harán en el Senado— 
en torno, nada menos, que a un tema como el de la refi- 
nanciación del sobreendeudamiento interno. 


Allí también tenemos juicios ejecutivos, que son pro- 
cesos monitorios donde hay sentencias de remate firmes 
y sólo falta la ejecución de la sentencia, o sea, el remate. 
Entonces, en este proyecto de refinanciación, que más 
allá de las discrepancias sobre las condiciones de la mis- 
ma» todos en el país estamos dispuestos a votar porque 
es imprescindible refinanciar el sobreendeudamiento in- 
terno, necesariamente pasamos por sobre la cosa juzgada, 
que resulta de la sentencia firme que en el proceso moni- 
torio que es el juicio ejecutivo, se ha dictado. Entonces, de 
acuerdo a eso, se establece la refinanciación de las deu- 
das que supone suspensión de las ejecuciones de remate 
y si en el plazo concedido, el deudor cumple con sus obli- 
gaciones, se clausura el juicio ejecutivo. Además, existen 
disposiciones que se refieren a los honorarios de los pro- 
fesionales patrocinantes de la parte actora. 


Por lo tanto, pienso que estamos exactamente en la 
misma situación. No estoy diciendo, naturalmente, que no 
tenga fundamentos la posición del señor legislador preo- 
pinante porque es muy respetable, aunque no tengo el 
honor de compartirla. Pero si aplicamos aquel criterio en 
los artículos 22 y 13, lo vamos a tener que mantener en 
el tema de la refinanciación del sobreendeudamiento, y 
entonces tendremos que dejar seguir adelante las ejecu- 
ciones porque ahí también existen sentencias firmes en 
los juicios ejecutivos. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 
SEÑOR CASSINA. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Puede interrumpir el señor legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: con todo el 
respeto que siento por mi amigo el señor legislador Cassi- 
na —y deseo que se tome como una broma— me viene a la 
memoria, luego de oir su argumentación, una anécdota 
que se le atribuía, creo que con toda veracidad, al famoso 
legislador don Duvimioso Terra. 
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Parece que en cierta oportunidad hizo una argumen- 
tación jurídica, otro legislador le replicó, y no le gustó 
la réplica —este no es el caso, porque el señor legislador 
Cassina se expresó con todo respeto y su punto de vista 
es defendible— y el doctor Duvimioso Terra le contestó: 
“El señor diputado tem racáo mais tem pouca ra- 
cáo e a pouca que tem náo vale nada”. 


Señor Presidente: hecha esta broma, quiero expresar 
que no creo que sea un argumento que nos pueda per- 
mitir resolver el tema decir que en otra ley se hace lo 
mismo que en ésta no se debe hacer. El proyecto de ley 
de refinanciación no ha sido aún considerado por el Se- 
nado, pero si contiene esa disposición, para mí es tan 
inconstitucional como éste. Ese tipo de argumentos con- 
duciría a sostener: “Los golpes de Estado son constitu- 
cionales porque en este país ha habido cinco, seis o siete 
golpes de Estado”; o: “El homicidio está permitido, porque 
a pesar de que el Código Penal lo tipifica como delito, 
todos los días o cada tantos días hay homicidios”. 


El hecho de que se hagan otras cosas inconstituciona.- 
les, el hecho de que se hayan dictado otras leyes con tan 
gruesos vicios de constitucionalidad o se esté proyectan- 
do sancionar otra con ese vicio, no quita fuerza a mi ar- 
gumento. Aquí se desconoce totalmente la cosa juzgada 
que es la raíz constitucional — no tengo la mínima du- 
da-— porque hace a la separación de Poderes, que es el 
pilar básico del sistema constitucional. 


Justino Jiménez de Aréchaga enseñaba que la sepa- 
ración de Poderes consiste, fundamentalmente, en que las 
decisiones que toma un Poder en el ámbito de su com- 
petencia, jamás pueden ser modificadas por un juicio de 
mérito, o de conveniencia, por otro Poder. Y eso es lo que 
estamos haciendo aquí. La decisión que tomó el Poder 
Judicial dictando sentencia en un juicio de desalojo, por- 
que a nosotros nos parece inconveniente que se cumpla, 
la modificamos por ley, y enervamos los efectos de la 
sentencia. 


Si esto no es violación de la separación de Poderes, 
no sé lo que es la violación de separación de Poderes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Puede continuar el señor legislador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. — Termino, señor Presidente. 


He hecho la comparación con las soluciones que se 
han votado o se votarán en el tema de la refinanciación 
de sobreendeudamiento interno, porque no veo —más 
allá de las discrepancias, repito, que podamos tener con 
las soluciones concretas de refinanciación— cómo Se so- 
luciona este problema sino admitimos que queden sin 
efecto las sentencias de remate dictadas en los juicios 
ejecutivos. 


Digo, sí —y aquí radica mi principal discrepancia con 
el señor legislador Aguirre— que creo que la cosa juzga- 
da no tiene origen constitucional sino legal, como señala 
por otra parte el Profesor de Derecho Procesal, doctor 
Enrique Tarigo y, por lo tanto, considero que la ley, co- 
mo se propone en este caso, puede modificar la cosa juz- 
gada. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Si no se hace uso de la palabra se va a votar el artículo 22. 


(Se vota: ) 
—91 en 98. Afirmativa. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Señor legislador: según el reglamento de la Asamblea Ge- 
neral, no se puede fundar el voto. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra para una 
aclaración. 
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SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Simplemente quiero dejar 
constancia de que he votado negativamente este artículo 
por compartir íntegramente los argumentos que ha desa- 


rrollado, con el brillo acostumbrado, el señor legislador 
Aguirre. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Léase el artículo 30. 


(Se empieza a leer) 


SEÑOR ZUMARAN. — Formulo moción para que se 
suprima la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Se va a votar. 


(Se vota:) 

—97 en 97. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 32. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—95 en 97. Afirmativa. 

En consideración el artículo 40. 

SEÑOR ROSSI PASINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J, Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR ROSSI PASINA. — Señor Presidente: va- 
mos a votar afirmativamente este artículo porque lo con- 
sideramos fundamental; es el eje de esta ley de emer- 
gencia. Precisamente con el establecimiento de estas fran- 
jas, que reajustan los precios determinados por el siste- 
ma del Decreto Ley N? 14.219, se contempla la situación 
económica a que se ven enfrentados en este momento 
los inquilinos, lo que ha dado lugar en realidad, a que 
muchas veces se reajusten las franjas en acuerdos priva: 
dos entre propietarios e inquilinos para evitar la resci- 
sión del contrato por imposibilidad de cumplimiento por 
razones económicas. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4. 


(Se vota:) 

—97 en 97. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 59 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—97 en 97. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 6%. 


SEÑOR CANABAL. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR CANABAL. — El artículo 5% que he votado 
afirmativamente, tiene un error de referencia. Cuando 
dice “artículo 7%”, en realidad, debe referirse al artículo 
89. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Entonces, hay que reconsiderarlo. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Quisiera saber qué artículo 
se va a reconsiderar. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
El artículo 5% porque es al que se ha referido el señor 
legislador. 

SEÑOR CERSOSIMO. — Es una preocupación que 
OS varios señores legisladores que no habíamos en- 
tendido. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Se va a votar si se reconsidera el artículo 59. 


(Se vota:) 

—97 en 97. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Tiene la palabra el señor legislador Canabal. 

SEÑOR CANABAL. — Hay que modificar el artículo 
59 y al final, donde se refiere al artículo 79, se debe es- 
tablecer “artículo 8%”, que es el que hace alusión a la 
acción de rebaja de alquileres. 

. Simplemente, esa es la correción que solicito. 

SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Si no hay objeciones, se va a votar el artículo 5% con la 
modificación propuesta. 

(Se vota:) 

—94 en 94. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 6%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

—-95 en 95. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 79. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

—95 en 95. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 80, 


SEÑOR GRANUCCI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J, Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR GRANUCCI. — Sezor Presidente: en la últi- 
ma parte del último párrafo del primer parágrafo del ar- 
tículo 8% se dice: “.,.y el precio resultante regirá desde 
la vigencia del respectivo ajuste”. Esto es contradictorio 
con el artículo 9? que establece otra cosa. En la última par- 
te del artículo 9% se dice: “El precio del alquiler resul- 
tante regirá desde la fecha de la demanda”. 


Propongo que se elimine la última parte del primer 
parágrafo del artículo 8%, poniendo un punto después 
de la expresión “28 de febrero de 1986”. De esta forma 
tendrá concordancia con lo dispuesto en el artículo 90. 


(Apoyados). 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
¿Acepta la Comisión? 
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VARIOS SEÑORES LEGISLADORES. — Sí, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Queda aceptada la modificación. 


SEÑOR GRANUCCI. — Y también debe hacerse refe- 
rencia al artículo 6% en lugar de al 52. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Se va a votar. 


SEÑOR FAU. — ¿Cuáles son las modificaciones, se- 
ñor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. (Don Carlos J. Pereyra). — 
Al final del primer parágrafo del artículo 8% se pondrá un 
punto después de “1986” y se eliminará el resto; y, en 
el segundo parágrafo en lugar de hacerse referencia al 
artículo 5% se establecerá “artículo 60”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el ar: 
tículo 82 con las modificaciones propuestas por el señor 
legislador Granucci. 


(Se vota:) 


—95 en 95. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 9%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—95 en 95. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

£n consideración el artículo 10, 

SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Señor Presidente: 
no vamos a, votar el literal C) del artículo 10, cuya inclu- 
sión en el texto del proyecto de ley, si mal no recuerdo, 
fue la única disposición que mereció discrepancias de fon- 
do por parte de los integrantes de la Comisión Bicame- 
ral. Tanto es así, que cuando se votó su inclusión, el re- 
sultado fue de cinco votos contra cuatro. 


Muy escuetamente diré cuáles son las razones que 
determinaron que adoptáramos esta posición. 


Como aquí se ha expresado con total claridad, la fi- 
losofía de esta ley no fue otra que la de incidir legisla- 
tivamente para procurar que en todos estos casos los in- 
quilinos, cualquiera fuera el destino de las fincas arren- 
dadas, pudieran pagar los alquileres, altamente aumen- 
tados por la incidencia de los actuales reajustes estable- 
cidos de acuerdo con el Decreto Ley N% 14.219. Los in- 
quilinos podrán optar por uno de los dos sistemas que 
se establecen en este proyecto de ley: el sistema de fran- 
jas incluido en el artículo 4% y el sistema de topes, como 
un procedimiento subsidiario, suplementario, para garan- 
tizar aún más la estabilidad de aquellos que se ven im- 
pedidos de afrontar los altos incrementos de la Unidad 
Reajustable de Alquileres. 


A través del literal C) se pretende amparar y prote- 
ger a quienes aquí se denominan, califican y definen co- 
mo “modestos propietarios”, cuyos ingresos se dijan en 
una cifra no superior a las 50 Unidades Reajustables. Y, 
precisamente, este literal provoca el efecto contrario al 
que persigue la filosofía y el espíritu de esta ley, que 
tratan de consagrar y asegurar sus disposiciones. Quiere 
decir que de los inquilinos más modestos —que son aque- 
llos que están dentro de las franjas más bajas en materia 
de montos de alquiler— cuando vayan a acogerse a 
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las disposiciones de esta ley verán enervada la po- 
sibilidad de la acción de rebaja una vez que la deducen, 
porque frente a ellos se encuentran quienes, muy subjeti- 
vamente, sin ningún índice objetivo, sin ninguna esta- 
dística, sin ninguna cifra real, sin algo que realmente sea 
indubitable e incontrastable, han sido calificados como mo- 
destos propietarios. Y justo es reconocer que en esta ma- 
teria nos hemos manejado con total subjetivismo; pero 
en algunos Casos, este subjetivismo está avalado por lo 
que resulta de la naturaleza de las cosas. En este caso, 
para nosotros es imposible aceptar que hay una identidad 
matemática entre el inquilino que paga el monto equiva- 
lente a la franja más baja de alquiler -—el alquiler más 
modesto— y un modesto propietario. 


No podemos aceptar que siempre y necesariamente 
ese inquilino, en su vinculación contractual, se encuen- 
tre frente a un modesto propietario. 


Por esta razón, estimamos inconveniente y contra- 
rio a la filosofía de esta ley que estos propietarios, que 
aquí son solamente calificados y catalogados como mo- 
destos, enerven la acción de rebaja que puedan deducir 
los más modestos arrendatarios. 


En segundo término y como ya se ha dicho en Sala, 
hay un argumento que para mí y para todos los que par- 
ticipamos de esta posición en el seno de la Comisión e€s 
decisivo, y es el siguiente. Ante la imposibilidad, ante 
ese dilema de hierro de un inquilino que no puede pagar 
su alquiler, está la situación del propietario al que sólo 
se le toma en consideración uno de los factores que pue- 
de considerarse como un síntoma de riqueza, que es el 
ingreso. Quiere decir que para hacer la categorización o 
calificación de “modesto propietario” no se ha tenido en 
cuenta nada menos que la totalidad de su patrimonio. En 
cambio, creo que es imposible dejar de reconocer que 
cuando se habla de un inquilino, se trata de alguien que 
realmente no tiene una vivienda propia para alojarse con 
su familia. Por el contrario, cuando estamos frente a la 
figura de un arrendador, lo natural es que sea propietario 
de la finca que utiliza como su propia vivienda y que, 
además, tenga por lo menos otra con destino a arriendo. 
Esto es algo que se puede advertir cotidianamente. 


Por otra parte, solamente se consideran sus ingresos 
como una muestra de la importancia de su patrimonio 
económico y se deja fuera todo aquello que pueda signi- 
ficar un valor de mediana o de mucha importancia. In- 
clusive, por distintos factores económicos en un momen- 
to determinado el patrimonio puede no ser redituable, pe- 
ro no puede dejar de computarse como un síntoma de 
riqueza. 


Por todas estas razones, consideramos que la inclu- 
sión de este lieral C) es inoportuna, porque contraría 
el espíritu y la filosofía de la ley. Por tanto, no lo vamos 
a votar». 


Nada más. 
SEÑOR OTTONELLI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR OTTONELLI. — Señor Presidente: por lo que 
han manifestado los compañeros de bancada, no vamos a 
acompañar con nuestro voto el literal C), pero no pode: 
mos descartar que quede aprobado. En ese sentido, nos 
preocupa que quede bien redactado. 


Pensamos que en la redacción del literal C) haya tal 
vez un error de copia, por cuanto dice: “Los arrendata- 
rios y sub-arrendatarios de fincas cuyos arrendadores sean 
los propietarios y perciban”, etcétera. Creo que ha que- 
rido decir que sean “propietarios que perciban”, porque 
no siempre los arrendadores son propietarios. Pienso que 
en esto hay un error, porque puede haber casos de arren- 
dadores que no son propietarios. 


Entonces, en el segundo renglón de ese literal ten- 
dría que decirse: “arrendadores sean propietarios que 
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perciban”. En tal sentido, consulto a los que redactaron 
el artículo, para ver si es que se trata de un error de 
copia. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Los señores miembros informantes deben pronunciarse al 
respecto. 


SEÑOR -ROSSI PASINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor miembro informante. 


-SEÑOR ROSSI PASINA. — Señor Presidente: con- 
sidero que es atinada la observación que hace el señor 
legislador: hay un error de redacción con la fórmula que 
él propone, el literal queda más completo y más claro. 


SEÑOR CANTON. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). -—— 
Tiene la palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR CANTON. — ¡Señor Presidente: tal como se 
preveía, la sesión de la Asamblea General llega al pun- 
to crítico, es decir, al que promueve divergencias entre 
los diversos sectores parlamentarios. 


Nosotros, fieles a lo que hemos sosteñido, a la filo- 
sofía que ha sustentado la Unión Colorada y Batllista a 
lo largo de todo el tratamiento legislativo de este tema, 
vamos a insistir en que esta ley, en la medida en que no 
contemple con un minimo de justicia al modesto propie- 
tario —que es lo que implica el literal C) del artículo 10 
que propusimos en la Comisión Bicameral—, será irre- 
versiblemente inquilinista. 


Hemos dicho en Cámara —ahora lo hacemos en la 
Asamblea General— que el Parlamento, ante una ley 
que apunta a la dificil dilucidación de intereses contra- 
puestos —inquilinos-propietarios—, no debe fijarse una 
meta ni inquilinista ni propietarista. Si ha de oficiar como 
árbitro —porque faltan viviendas en el mercado inmobi- 
liario—, el legislador debe proponerse un' objetivo de jus- 
ticia. Y la justicia —que por algo tiene como imagen la 
balanza— estará en que los platillos pesen exactamente 
igual o lo más igual que sea posible. 


SEÑOR TORIANI. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CANTON. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Puede interrumpir el señor legislador. z 


SEÑOR TORIANI. — Señor Presidente: voy a inter- 
venir con el objetivo de hacer un aporte a lo que ha 
sido un punto realmente central de toda la discusión. 


Désde el comienzo, he seguido con mucha atención el 
debate en general y las consideraciones que en particular 
se han hecho sobre algunos artículos, en especial la com- 
pleta intervención realizada oportunamente por el señor 
legislador Cantón. 


Creo haber comprendido cabalmente cuál es la preo- 
cupación del señor legislador Cantón, así como la de 
otros señores legisladores que se han pronunciado a fa- 
vor de la inclusión del literal C). Sin embargo, no ter- 
mino de comprender cómo a través del espíritu de dicho 
literal el señor legislador Cantón materializa el princi- 
pio de justicia que parece ser el sustento fundamental de 
su discurso. 


Nos da la impresión de que con las fundamentaciones 
que se han realizado a favor de su mantenimiento, no 
se han contestado a fondo, cabalmente, una serie de ar- 
gumentos formulados por otros señores legisladores que 
sostienen que él debe anularse. Me parece que no se ha 
dado una respuesta clara al problema que se plantea acer- 
ca de una situación que se crearía de mantenerse el mis- 
mo» la que consideramos realmente insólita, pues se libra- 
ría a la suerte, a la fortuna, al azar a aquel inquilino 
que tenga como arrendador a alguien que no se considere 
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solvente según este proyecto, o sea, que esté” fuera de 
esta excepción. Es decir, lo que se sostiene'en todo este - 
proyecto como un principio de justicia dirigido funda- 
mentalmente a la protección de los inquilinos, se concre- 
ta a través de las medidas de fijar topes y franjas, que 
es la solución a la que se ha arribado. Sin embargo, va 
a haber un número no determinado de inquilinos que no 
va a recibir el mérito de esta justicia. i 


En consecuencia, no desconozco el problema que plan- 
tea el señor legislador Cantón, así como otros señores le- 
gisladores, pero creo que la solución no es feliz. En todo 
caso, pienso que las intervenciones de algunos señores le- 
gisladores, como por ejemplo Cassina, Araújo, Porras-La- 
rralde y otros, han marcado cuáles son las sendas que el 
Estado, a través de sus otros poderes, debe seguir para 
solucionar problemas que a esta altura no son del. Poder 


Legislativo. 


Entiendo que debe concretarse una respuesta a esta 
situación. Lo que se estableció por la CONAPRO claramen- 
te —y ello fue leído textualmente en su oportunidad por el 
señor legislador Barón— fue la protección a: pequeños in: 
quilinos y a pequeños propietarios. En eso estamos bien de 
acuerdo. Y decimos que la protección a los pequeños inqui- 
linos y propietarios, no puede interpretarse'como reparto 
de la miseria, que de alguna manera sería lo que se es- 
taría intentando por la vía del literal C), más allá de las 
consideraciones que hizo el señor senador Araújo —que - 
acompaño plenamente— acerca de los riesgos de la apli- 
cación fraudulenta del espíritu con que la Asamblea €s- 
taría promoviendo esto, pues en la práctica, en la tierra 
de nadie, puede resultar difícil definir con certeza y con 
total convicción la categoría de arrendador poco pudiente. 


De modo que entendemos que si son justas las solu- - 
ciones planteadas —y en eso hay un amplio consenso— 
en el sentido de fijar los topes y las franjas correspondien- 
tes, ello debe regir para todos los inquilinos poco pu- 
dientes y no dejar librada al azar la situación de algu- 
nos que quizás puedan no beneficiarse. Claro que esta so- 
lución, en todo caso, es mejor que la que discutió el Se- 
nado en su oportunidad. En eso también estamos de acuer- 
do. No obstante, pensamos que tal vez podría seguir sien- 
do injusta, paradojalmente, a pesar de lo que estaría in- 
terpretando el señor legislador Cantón. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Puede continuar el señor legislador Cantón. 


¡SEÑOR CANTON. — Cuando el señor legislador To- 
riani me solicitó la interrupción, me aprestaba, justamen- 
te, a acercarme a las razones que invocan quienes dis- 
crepan con nosotros y a aportar. las que sentimos entra: 
ñablemente. 


El señor legislador Toriani habla del objetivo a que 
apuntaría nuestro discurso. Digo al señor legislador que 
con él no sólo apuntamos a un objetivo de justicia, sino 
que reivindicamos que toda nuestra conducta personal y 
Pena está dirigida siempre a un objetivo de jus-_ 
icia. . sen 


En cuanto al tema de fondo, quiero señalar que por 
más que pienso y vuelvo a repensar los argumentos que 
se hacen en contra de la inclusión de este literal C') del 
artículo 10, que contempla específicamente al modesto . 
propietario, a aquél no pudiente, realmente sigo sin com- 
prenderlos, E 


El señor legislador Porras Larralde, y ahora el señor - 
legislador Toriani, aluden al espíritu de todo este pro- 
yecto. El señor legislador 'Toriani desliza, en forma que 
no alcanzo a comprender, el adjetivo de insólito y si hay 
algo que no es insólito ello es procurar que este proyectó - 
de ley haga equilibrio y justicia entre los inquilinos” y -: 
los propietarios. Después alude a otro adjetivo,- que no - 
puedo comprender hacia dónde apunta, en cuanto.a la: 
posibilidad de que esta Asamblea General deslizara algo: : 
fraudulento. Si lo primero lo descarto, lo segundo. sim» -: 
plemente, no puedo asimilarlo ni comprenderlo. :, - 


Yendo al fondo de la cuestión quiero señalar, señor 
Presidente, que hemos aprobado'hasta este instante- va- 
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rias disposiciones. Las hemos votado todos los sectores 
parlamentarios. Es decir, hemos aprobado en el artículo 
19 la suspensión de lanzamientos de inquilinos buenos pa- 
gadores, hasta el 30 de abril de 1986. Por el artículo 22 
hemos aprobado la clausura de procedimientos en térmi- 
nos tales que generó de parte de un distinguido senador 
—€l señor legislador Aguirre— vivas protestas o agra- 
vios desde el punto de vista jurídico. Hemos aprobado, 
en el artículo 3%, el desistimiento unilateral del contrato 
en favor del inquilino. Por el artículo 4%, se establecen 
anchas franjas con las que se busca proteger. a los inqui- 
linos, porque los integrantes de todos los sectores par- 
lamentarios, sin excepción, hemos sido totalmente sen- 
sibles a la angustia de los inquilinos, porque la sentimos 
sinceramente, porque compartimos desde el comienzo del 
tratamiento de este tema en el grupo legislativo de la 
Cámara de Representantes y después en el grupo bicame- 
ral, la angustia que hay en los sectores de inquilinos de 
bajos ingresos. 


Vamos, después, a los artículos subsiguientes y esta- 
blecemos la rebaja del alquiler, es decir, una opción que 


implica dos extremos, dos puntas: por un lado las franjas . 


y por otro lado, la alternativa que se otorga a los inqui- 
línos de casa-habitación de poder optar por la acción de 
rebaja de alquiler que implica la posibilidad del tope del 
25 % y, eventualmente, una congelación de los alquile- 
res. Por esto no vamos a calificar a esta ley de inquili- 
nista, pero ¿quién podrá negar que todas estas disposi- 
ciones apuntan prioritariamente a contemplar a los inqui- 
linos modestos y de bajos recursos? 


Llegamos así, señor Presidente, al artículo 10, que 
establece excepciones en cuanto a la acción de rebaja y 
no a las franjas, que acusan una intensa protección a los 
inquilinos modestos para casa-habitación. Nos encontra- 
mos con el único puntal, con el único elemento que mo- 
desta, limitada y racionalmente intenta establecer el equi- 
librio de la balanza para evitar que se proyecte en la 
conciencia de la gente de nuestro país que este Parla- 
mento es exclusivamente inquilinista y que le preocupan 
los inquilinos modestos, como lo hemos demostrado hasta 
este instante todos los sectores parlamentarios. Pero cuan- 
do llegamos a los propietarios, que han logrado, inclusive 
con sacrificio familiar, privándose de muchas cosas, cons- 
truir, ladrillo tras ladrillo, el techo de una familia y una 
casita más para poder después arrendarla de modo que 
le sirva como escudo para tener una renta digna, nos en- 
contramos con que los que decimos esto con profunda 
convicción en el ámbito parlamentario y fuera de esta 
casa del pueblo podríamos, al parecer, ser propietaristas, 
No es así, señor Presidente; tratamos de ser justos y de 
incorporar la única disposición en este proyecto para 
nus ES ley sea mínimamente —no digo auténticamen- 
e— justa. 


Se nos dice que esto viola' la filosofía del proyecto 
de ley. Pero, ¿qué filosofía? El señor legislador Toriani 
acaba de aludir a algo que sí es cierto, aunque él lo in- 
terpreta, en mi concepto, equivocadamente. La filosofía 
de este proyecto de ley, que también emana de los gru- 
pos políticos de la CONAPRO, está en eso que el señor 
legislador Toriani había leído. El lo lee casi textualmen- 
te, pero no lo interpreta cabalmente, sea esto dicho con 
todo respeto. El documento de la CONAPRO del 28 de 
octubre de 1984 decía que las medidas que implementará 
-el Estado tenderán a buscar solución .en el corto plazo 
—estaba aludiendo,: parecería, en este corto plazo, tam- 
bién a la Ley de Emergencia— a los sectores arrendata- 
rios de bajos recursos, sin que esto signifique perjuicio 
para los pequeños propietarios. Señor Presidente: esto 
no necesita ser desarrollado ni explicitado, porque está 
en un castellano claro que implica una honrada idea y 
un auténtico propósito de decir: “vamos a amparar a los 
modestos inquilinos, al tiempo que no quebrantamos al 
sector de los modestos propietarios”. Entonces, después 
de aprobar todas estas disposiciones de protección a los 
inquilinos ——que repito, las hemos votado todos los sec- 
tores sin excepción — cuando llega el momento de apli- 
car el inciso final de este documento de la CONAPRO de 
26 de octubre de 1984 -——es decir, no hacer un quebranto 
a los modestos propietarios— nos encontramos con que 
se nos dice, desde otras tiendas parlamentarias que noso- 


tros quebrantamos la filosofía del proyecto de ley.. No;. 
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dicho con todo respeto, los que quebrantan el espíritu. de 
la ley son los que cuando llega el momento de considerar: 
a los modestos propietarios, les dan la espalda, se olvidan 
de ellos y no quieren incorporar algo cuya eliminación 
podría tener explicación en la fórmula del Senado. Y 
brevemente voy a explicar por qué. Si en la fórmula de 
la Cámara de Representantes hubiéramos puesto esto del 
modesto propietario, como solamente se consagraba el 
beneficio de las franjas, el inquilino modesto se habria 
quedado sin él, es decir, sin protección. Si en la fórmula 
del Senado —que concedía exclusivamente el tope del 
25 % — le hubiéramos interferido la figura — Como se 
consagró en el proyecto del Senado, repito — de] mo- 
desto propietario, del propietario no pudiente, en este 
caso sí, señor Presidente, el inquilino modesto se que- 
daba sin ninguna protección. Pero el proyecto pasa .al 
grupo bicameral que, en una fórmula que ya acaba de 
ser aprobada, consagra una opción para los inquilinos 
modestos que implica optar entre las franjas que rigen en 
forma automática y de pleno deresho un plazo de noventa, 
días para acogerse a la rebaja de alquiler, es decir, una 
eventual congelación de alquiler. Y cuando llega esto 
nosotros decimos: ¿por qué, en el caso de que en esta 
acción de rebaja se presente el propietario a probar que 
es no pudiente o modesto y acredite ese extremo, no pri- 
vamos a ese inquilino de la congelación, de la acción de 
rebaja, pero sin dejarlo privado de las franjas? Se nos 
dice que porque lo contemplamos en esta forma mínima 
-—ya no abandonándolo, como en la fórmula del Senado, 
de todo beneficio sino en uno de los aspectos de la op- 
ción, o sea el tope del 25 %-— quebrantamos la filosofía 
de la ley. 


Señor Presidente: está claro qué piensa cada sector 
parlamentario; lo que nosotros pensamos está muy claro. - 
No vinimos a actuar en este proyecto de ley como inqui» 
linistas ni como propietaristas; vinimos, honestamente, a 
buscar el mayor logro posible de justicia. Hemos dicho 
sinceramente que hubiera sido bueno que el Parlamentto 
hubiera pensado y calibrado todas estas reflexiones, no 
porque necesariamente tengamos razón, pero si porque 
en la calle y en la ciudadanía, en muchos sectores respe- 
tables de la opinión pública, se va ahondando el criterio 
de que por esos caminos sólo se protege a uno de los sec- 
tores desvalidos en juego. 


El señor legislador Toriani decía que por esta vía es- 
tariamos repartiendo miseria. ¿Quién duda de que esto es 
una forma de meternos en el alma y en el corazón entre 
dos miserias, entre dos angustias: la del modesto inqui- 
lino que sufre y la del modesto propietario que no sabe 
cómo pagar sus impuestos y que viene a este Parlamento 
clamando porque con las modestas rentas y con los im- 
puestos que tiene que pagar no puede sobrevivir? Sí; nos 
internamos entre dos angustias, entre dos dramas y entre 
dos miserias, No habrá otra solución que hacer viviendas 
para la gente humilde y aplicar la formidable ley del año 
e. para entregar a esa gente modesta viviendas a su 
alcance. 


Termino, señor Presidente. Hemos hecho esfuerzos pa- 
ra no quedarnos sólo con lo que nosotros creemos que es. 
esta área de justicia. He tratado, en esta Asamblea Ge- 


” neral, con todo respeto, de desvanecer razones que nos 


nos persuaden y de que, en definitiva, este Parlamento 
haga justicia para los dos bandos, para dos sectores que 
son, en nuestro concepto, totalmente respetables. Nos con- 
duele el drama de los inquilinos que no pueden pagar los 
reajustes, pero también 'el de los modestos propietarios 


- que, con menguados ingresos, no pueden pagar sus im- 


puestos. 


Ya sea que tengamos o no mayoría en este Parlamen- 
to, nos queda la convicción, señor Presidente, de que esta 
noche hemos defendido una causa justa. = 


SEÑOR ROSSI PASINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR ROSSI PASINA. -- Señor Presidente: así eo- - 
mo en la Comisión votamos favorablemente la inclusión .. 
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del literal C) del artículo 10, acá ratificamos nuestra po- 
sición, en virtud de que consideramos que ésta es una 
solución de justicia. 


Cuando decíamos que el artículo 42 era el eje de este 
proyecto, que facilitaba y contemplaba la situación de 
los inquilinos, sobre todo la de los más modestos, consi: 
deramos que era necesario también tener en cuenta la si- 
tuación del modesto propietario, que estaba prevista en las 
normas de la Concertación. Esta era la oportunidad en que 
teníamos que buscar una solución que no alterara la fi- 
losofía de este proyecto de ley de emergencia, desde el 
momento que el inquilino nunca queda desamparado en 
sus posibilidades económicas, ante la eventualidad de que 
se reajuste su alquiler. 

Además, debemos tener en cuenta que últimamente el 
modesto propietario no ha sido atendido de acuerdo con 
las previsiones de la concertación, con lo que establece la 
CONAPRO de que se le debía contemplar en el aspecto im- 
positivo. Pero, la situación ha sido precisamente la inver- 
sa, porque últimamente el modesto propietario ha tenido 
que sufrir el aumento de todos :los impuestos, sobre todo 
en el área municipal en la que nosotros, como Legislado- 
res, no podemos intervenir. 


Por lo expuesto, y por lo ya expresado anteriormente 
por el señor Legislador preopinante, nosotros ratificamos 
nuestra posición y votaremos afirmativamente el literal 
C) del artículo 10. 


SEÑOR TORIANI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR TORIANI. — Señor Presidente: en primer lu- 
gar, y por esta vía, quiero hacer una aclaración que con- 
sidero corresponde; sería prácticamente de orden. 


Cuando me refería a una posible aplicación fraudu- 
lenta, de ninguna manera pretendía rozar el espíritu ni 
la práctica de esta Asamblea General. Mal podría haber 
sido ésa mi intención. Lo que sí dije, y sigo sosteniendo, 
en base al desarrollo bien claro que hizo el señor Legisla- 
dor Araújo anteriormente, es que el Poder Legislativo, y 
los otros Poderes del Estado, pueden ser sorprendidos en 
su buena fe cuando se vaya a aplicar esta ley, porque 
deja espacios en blanco. En caso de que este inciso tu- 
viera vigencia, se podría incurrir en una mecánica por la 
cual los propietarios buscaran ocultar su condición eco- 
nómica para ampararse en el literal C). De manera que, 
estemos o no de acuerdo, creo que el señor legislador 
Cantón habrá de reconocer que, en todo caso, éste fue el 
espíritu de mi afirmación. 


SEÑOR CANTON. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR TORIANI. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Puede interrumpir el señor legislador. 


SEÑOR CANTON. — Señor Presidente: es para decir, 
muy brevemente, al señor tegislador Toriani que si él tie- 
ne esos temores acerca de un mecanismo que permita a 
un propietario introducirse, digamos, jurídica o procesal- 
mente en el juicio de rebaja de alquiler que inicie el in- 
quilino de casa-habitación al pretender el tope del 25 % 
—<£xtremo que es posible— él de ninguna manera pudo 
ni debió haber votado para los inquilinos de casa-habita- 
ción la deducción de la declaración jurada para lograr la 
acción de rebaja, porque los recargos son absolutamente 
iguales tanto para el caso de los inquilinos como de los 
propietarios. Si entramos a desconfiar entónces no podría- 
mos conceder este tipo de acciones a ningún ciudadano 
del pais, porque todos, eventual y teóricamente, pueden 
mentir. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
E en el uso de la palabra el señor legislador To- 
riani. 
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.. SEÑOR TORIANI. — Aún a riesgo de: no:ser dema-: 
siado riguroso, quizá, en el aspecto jurídico de mi inter- 
pretación, estimo que, sin embargo, en el plano soetal, los: * 


efectos de maniobras de este tipo son mucho más perju- 
diciales cuando se hacen por parte de los sectores de pro- 


pietarios que en el caso contrario, el de los inquilinos, - 


cosa que en principio y en forma teórica se podría ad-*' 
mitir perfectamente, tal cual lo plantea el señor legisla-* 
dor Cantón. Y me estoy refiriendo a que se trata de un 
costo social diferente, porque los efectos de maniobras 
del sector de propietarios están incidiendo nada menos 
que en la posibilidad de que una o varias familias pue- 
dan contar con techo y casa-habitación. Y, en todo caso, 
testos efectos, puestos en función de un- afán especulativo 
de aumento de los réditos económicos son, sia lugar a du- 
das, mucho más negativos en lo social que en el otro tipo 
de situaciones que plantea el señor legislador Cantón: 


Ahora bien: para terminar, voy a aportar, en forma 
breve, un elemento más a la fundamentación por la cual 
no voy a votar el literal C). Creo que el proyecto en su 
conjunto, comprendiendo inclusive este artículo 10, no”es ' 
inquilinista ni propietarista; que en todo caso cumple cor 
uno de los objetivos marcados en la CONAPRO: la pro- 
tección y la atención particular del inquilino modesto. 


Junto con el señor legislador Cantón considero que la 
defensa del modesto propietario es una causa justa, Con 
lo que no estoy de acuerdo es con la solución, que estimo 
poco feliz. Y en ese sentido termino afirmando que los 
frenteamplistas hemos luchado y entendemos justas las 
causas de muchos sectores: de la pequeña y mediana pro- 
piedad, de la pequeña y mediana producción, de la peque- 
ña y mediana actividad industrial, agropecuaria y co- 
mercial en un vasto espectro social de soluciones progra- 
máticas que por supuesto incluyen nuestra convicción de 
que es necesario y urgente arbitrar medidas para proteger 


a familias y grupos sociales que recurren a este tipo de- 


actividad comercial, como es el arrendamiento de casa- 
habitación, para mantener un determinado nivel de in- 
gresos. Lo que sucede es que afirmamos y reiteramos nues- 
tro pleno compromiso, como frenteamplistas, en el sentido 
de que estas soluciones se deben buscar a través de las 
medidas que correspondan que, en este momento, ante 
la situación de emergencia que tiene planteada el Parla- 
mento, están fuera del alcance inmediato del medio par- 
lamentario, en la medida que entendemos que el Parla- 
mento debe contribuir con el estudio y las investigaciones 
que corresponda, a impulsar soluciones al problema, de la 
vivienda. Correspondería decir que todas las soluciones 
del subgrupo Vivienda de la CONAPRO incluyen el plan- 
teo de objetivos y compromisos para desarrollar una polí-, 
tica y un plan de viviendas del que he tenido oportuni- 
dad de hablar en la Cámara de Representantes cuando 
hice referencia al proyecto .de derogación de la ley de 
Cooperativas sancionada por la dictadura, mencionando las 
iniciativas y la oferta que ha hecho el sector cooperativo, 
así como la. propuesta, que entendemos de interés nacio- 
nal, que ha hecho el Sindicato Unico de la Construcción 
(SUNCA) acerca de un Plan de Viviendas que reactivara 
amplios sectores de la vida y de la producción nacionales. 


En ese sentido, vamos a reafirmar y á dejar perfec- 
tamente en claro cual es nuestro compromiso con los sec- 
tores de pequeños propietarios, y a no desconocer de nin-* 
guna manera este compromiso que nuestro sector parla- 
mentario —así como entendemos otros de otros partidos 
que también van a proceder como nosotros—- mantiene 
a pesar de que se llegue a la situación de buscar una so-. 


lución inmediata, que está enmarcada dentro de otras . - 


injusticias sociales que padece nuestro país. . 


SEÑOR PASQUET. — Pido la palabra. 


» 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. e 


* SEÑOR PASQUET. — Señor Presidente: he de ser 
muy breve. - da oa 


No integramos la Comisión Bicameral que trabajó én . 
este tema y como recibimos en la mañana de hoy el re- 
partido correspondiente, no hemos podidó profundizar en 
el estudio de las normas que aquí se proponen. Sin em- 
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bargo, conocemos la economía general del proyecto y so- 
bre este tema en particular advertimos que la figura del 
modesto propietario o del propietario no pudiente aparece 
en escena recién cuando entra en juego también la ac- 
ción de rebaja del alquiler, pero no incide para nada 
cuando se trata de aplicar el sistema de franjas —así lo 
hemos denominado— que oportunamente votó la Cámara 
de Representantes. ] 


. Esta es la consideración que nos decide a votar afir- 
mativamente el literal C) del artículo 10, porque man- 
tenemos en su totalidad la filosofía y el criterio que im- 
peró en el proyecto que aprobó la Cámara de Represen- 
tantes, que nosotros votamos y con el cual la gran mayoría 
de ese Cuerpo, en su momento se manifestó conforme. Es 
bueno que esto se diga y se subraye. La figura del pro- 
pietario. modesto no incide para nada, no enerva para na- 
da, la aplicación del sistema de franjas que se había vo- 
tada en la Cámara de Representantes. Solamente cuando 
a la:aplicación de ese sistema de franjas se le agrega la 
aplicación de la acción de rebaja de alquiler —extremo 
éste que ni siquiera la Cámara de Representantes en su 
proyecto había contemplado recién entonces surge esta 
figura del pequeño propietario. 


De manera que si estamos alterando en algo la ecua- 
ción inquilino-propietario la modificación no actúa en el 
ámbito que oportunamente había definido la Cámara de 
Representantes. Es decir, si los representantes estábamos 
satisfechos: cuando en nuestra Cámara votamos el pro- 
yecto de ley que contemplaba el sistema de franjas, hoy 
tenemos que seguir estándolo, porque esta figura del mo- 
desto propietario no altera para nada el esquema que 
allí habíamos trazado. Solamente cuando a aquel sistema 
se le agrega un plus —la acción de rebaja de alquiler, 
que ni siquiera nosotros habíamos entendido del caso te- 
ner en cuenta— sólo entonces juega esta figura del mo- 
desto: propietario. Es cierto que no hay la necesaria ni la 
debida o la deseable precisión en la definición de la cate- 
goría. No puede decirse, sin embargo —incurriendo, a mi 
juició, en un claro exceso—, que aquí falta todo índice ob- 
jetivo, como -en alguna intervención se dijo, y que es un 

“puro subjetivismo el que tiñe la figura de este modesto 
propietario. Ese índice objetivo existe: los ingresos men- 
suales líquidos que na superen en total las cincuenta uni- 
dades reajustables. Por cierto, esto no es categórico, esto 
nó es definitivo; puede ser impreciso, es decir, es relativo, 
pero está es la misma relatividad que se maneja en tan- 
tas otras disposiciones de esta ley y en todas las leyes 
semejantes. Creo que este comentario puede hacerse a to- 
dás las imputaciones de imprecisión que se le achacan a 
está figura de modesto probietario. Es tan imprecisa, es 
tan vaga, o puede dár lugar a tantas injusticias como 
puede ocurrir con todas las demás normas de la ley que 
no se basan en las informaciones precisas que por cierto 
necesitamos para legislar con propiedad sobre el tema. Lo 
que sucede es que, a pesar de la imprecisión hacemos un 
balance a ojo de buen cubero —no es más que €so; en 
todo el resto del proyecto no hacemos más que apreciacio- 
nes a ojo de buen cubero— y entendemos que, en general, 
debemos contemplar la situación de los inquilinos. Con la 
misma. relatividad, con el mismo grado de imprecisión, po- 
demos estimar también que hay que contemplar de algún 
modo a esta figura del modesto propietario cuando a la 
renta que percibe no solamente se le detrae lo que resulta 
de. la aplicación del sistema de franjas, sino que, sobre 
eso, se añade la acción de rebaja de alquiler. 


_ Por.estás consideraciones, habremos de votar con tran- 
” quilidad el literal C) del artículo 10. * 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
“Tiene la palabra el señor legislador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — El literal C) que ahora está 
a estudio de la Asamblea General fue incorporado por el 
Senado en el próyecto que aprobara ese Cuerpo. Fue la 
Comisión de Constitución y Legislación la que llevó a 
consideración del Senado aquellos casos de “propietarios 
modestos” cuyos inquilinos no tenían derecho a amparar- 
se al-tope-establecido por la legislación vigente, en cuanto 
al 25 % de los ingresos del núcleo habitacional. Entonces, 
en el Senado se suprimió el llamado sistema de las fran- 
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jas y se estableció el que se conocía como sistema de 
los topes. Ahora, la Asamblea General establece los dos 
sistemas, con lo que es obvio y elemental que le otorga 
al inquilino un beneficio mayor, que aquel proyecto no 
le concedía, ya que en esos casos no tenía derecho a am- 
pararse en el mecanismo de topes establecido por el ar- 
tículo 4% de la norma aprobada en el Senado. y 


. En aquel momento dijimos que deseábamos ferviente- 
mente que el proyecto de ley que estaba en análisis tu- 
viera la ponderación y el debido equilibrio, de tal manera 
que no se fuera ni hacia un lado ni hacia. otro, que no 
anduviera a los bandazos, a estribor o a babor, que man- 
tuviera el camino del centro en cuanto a la verdadera 
equidistancia entre inquilinos y propietarios. 


Citábamos, para determinar cuál era el concepto con el 
que la Comisión se había movido —y posteriormente acon- 
sejábamos al Cuerpo que lo acompañara— lo que decían 
los griegos con respecto a cómo debe actuarse en relación 
con el fuego: acercarse mucho, quema; alejarse. con ex- 
ceso, enfría; no hay que casarse con la llama ni divor- 
ciarse con el calor. Y hoy volvemos a decir lo mismo, y 
expresamos en el seno de esta Asamblea General que a 
pesar de esta disposición —que de alguna manera se po- 
dría inclinar hacia una de las partes que están colocadas 
en los extremos, por no decir en pugna en la relación 
arrendaticia— se está cumpliendo con uno de los postu- 
lados a que hacía referencia ahora y aún antes, cuando 
se trató primitivamente este proyecto de ley en la Cá- 
mara de Representantes en forma brillante el señor le- 
gislador Cantón. Esos mismos conceptos fueron recogidos - 
por mí en el discurso que pronuncié en el Senado cuando 
se trató en general el proyecto que allí se aprobó. En esa 
ocasión hubo expresiones que indicaban que podía tam- 
bién entenderse que se estaba orientando hacia uno u otro 
lado, ya fuera el de los inquilinos o el de los propietarios. 
Nosotros decíamos que nuestro propósito era que el pro- 
yecto diera el verdadero amparo que se quería otorgar 
tanto a arrendatarios como a propietarios. Y además agre- 
gábamos: “También hemos tratado de contemplar al in- 
quilino modesto, pero guardando el debido equilibrio he- 
mos optado por esta fórmula, a efectos de no menoscabar 
el derecho de dichos arrendatarios. Y lo hemos hecho” 
—decíamos entonces, y lo repetimos ahora— “rat:ficando 
y abonando las expresiones de nuestro compañero de sec- 
tor, el señor legislador Cantón, en función de lo que- 
dispuso la Mesa Ejecutiva de la CONAPRO, en cuya or- 
ganización, funcionamiento y existencia es notorio que no 
tuvimos intervención alguna en ningún momento, por- 
que entendemos que son los partidos políticos los que de- 
ben orientar la vida del país”. 


Según lo manifestaba nuestro compañero de sector, el 
señor legislador Cantón, la Mesa Ejecutiva había resuel- 
to —y lo expresábamos textualmente—: “Se acuerda es- 
tudiar un mecanismo que cuente con la aprobación de la 
conducción de la economía, que permita dar solución en 
forma inmediata a la resolución concertada en el docu- 
mento inicial de vivienda, con el fin de causar el menor 
perjuicio posible a los pequeños propietarios afectados por 
la rebaja de alquileres propuesta”. 


Quiero dejar constancia —porque es muy importan- 
te— que en el documento que elaboraron conjuntamente 
la Cámara del Bien Raíz y el Frente de Inquilinos —se- 
ñalábamos entonces, recogiendo expresiones textuales del 
señor legislador-— existió consenso, aunque también hu- 
bo aspectos cruciales en los cuales discreparon, como por 
ejemplo en el problema de precios. 


Esto que se dice es muy importante, y lo es más aho- 
ra. La legislación a la máxima brevedad deberá definir 
el concepto de propietario modesto a todos los efectos 
—<que es lo que ha hecho la Comisión del Senado y ahora 
se intenta en la Asamblea General— quiénes deberán 
recibir un tratamiento en beneficio especial, incluyendo 
de manera expresa franquicias tributarias tanto en la 
Órbita nacional como municipal. Eso es, entonces, lo que 
intentamos hacer más tímidamente que lo que ha hecho -la 
Comisión Bicameral. Entendemos que el proyecto en exa- 
men, y particularmente esta disposición, contemplan es- 
tos aspectos que hemos señalado y que en su momento 
indicó el señor legislador Cantón; dan la pauta, en defi-. 
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nitiva, fundamentalmente en lo que tiene relación con 
nuestro sector político, si bien pretendemos y queremos 
amparar a través de todas estas disposiciones a los pro- 
pietarios modestos —tal como ha sido establecido en aque- 
lla instancia parlamentaria que recordaba el señor legis- 
lador Cantón a través de la iniciativa del señor legisla- 
dor Millor— de que no dejamos fuera de esa protección 
al inquilino modesto que ahora tiene la franja de amparo 
automático para proteger sus derechos. 

SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
ml no se hace uso de la palabra se va a votar el artículo 


hay una solicitud llegada a la Mesa en el sentido de 
que se vote este artículo por literales. 


Se va a votar el literal A) del artículo 10. 
(Se vota:) 

—93 en 93. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

Se va a votar el literal B). 

(Se vota:) 

—93 en 93. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se va a votar el literal C) con la modificación pro- 
puesta que sustituye la “y” por “que”. 


(Se vota: ) 
—57 en 93. Afirmativa, 
SEÑOR BATALLA. — Es negativa, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Efectivamente: es negativa. 


Queda suprimido el literal C). 
SEÑOR CANTON. -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR CANTON. -— Yo había interpretado que la 
votación habia salido afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
La Mesa proclamó equivocadamente el resultado de la 
votación la primera vez. 


SEÑOR CANTON. — ¿Se puede pedir la rectificación 
de la votación, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Sí, señor legislador. 


SEÑOR CANTON. — Entonces, solicito que se rectifi- 
que la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Se va a rectificar la votación del literal C). 


(Se vota: ) 
—12 en 93. Negativa. 
SEÑOR CANTON. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR CANTON. — Señor Presidente: el literal C), 
según lo declaró la Mesa, ha sido votado negativamente. 
Me voy a permitir... 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
El señor legislador puede pedir la reconsideración, pero 
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una vez votado un artículo o un inciso, no hay funda- 
mento de voto. 


SEÑOR CANTON. — No voy a fundar el voto ni soli- 
citar la reconsideración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
La Mesa lamenta mucho, pero tiene dudas en cuanto a 
que... 


SEÑOR CANTON. — Pero puedo pedir la palabra, se- 
ñor Presidente, para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor legislador Cantón para una acla- 
ración. 


SEÑOR CANTON. — Desearía intentar un último es 
fuerzo a los muchos que creo que acreditadamente hemos 
realizado los integrantes de nuestro sector político y de 
otros sectores parlamentarios, para ver si podemos satis- 
facer las inquietudes de algunos grupos que notoriamente 
resistieron a este literal C) y sobre todo si podemos, en 
función de las objeciones, lograr una fórmula con la cual 
en definitiva, todo el Parlamento esté de acuerdo. 


Una de las observaciones que se formularon por el 
señor legislador Araújo —y creo que por otros señores le- 
gisladores— era la de que en el literal C), que acaba de 
ser desestimado -—único aspecto de la ley que contempla 
al propietario modesto— debía figurar la acreditación 
por parte del propietario de un total de ingresos no supe- 
rior a 50 unidades- reajustables. 


El señor legislador Araújo esbozaba la consideración 
—yo interpreté así— de que esto daba la posibilidad de 
que hubieran ingresos del núcleo familiar que no estu- 
viesen comprendidos en la cantidad total que exigía el 
literal C) del artículo 10. Entonces, -en función de ese 
criterio y pensando que el espíritu de los sectores parla- 
mentarios que han votado negativamente este literal C) 
no es sólo el de las proclamas programáticas de defender 
“al pequeño propietario, sino también el de la real 'bús- 
queda de su protección, me voy a permitir proponer, te- 
niendo en cuenta que ese inciso ha sido desestimado, un 
texto que quizás nos concilie a todos y podamos salir con- 
tentos. en el sentido de que no sólo nos preocupan los 
inquilinos modestos, a 10s cuales protegemos intensamente 
a través de muchas disposiciones, sino que también que- 
remos amparar a los propietarios modestos. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Jorge Batlle) 
—La fórmula que voy a acercar a la Mesa, diría así: 


“Los arrendatarios y subarrendatarios de fincas arren- 
dadas por propietarios cuyos núcleos familiares per- 
ciban por concepto de ingresos mensuales líquidos un 
total superior a 50 U.R. (cincuenta Unidades Rea- 
justables), estimados durante el tiempo y en la forma 
previstos por los incisos 1% y 2% del artículo 19 del 
Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974. A estos 
efectos, dichos propietarios deberán comparecer en los 
autos de solicitud de rebaja de alquiler y excepcio- 
narse formulando declaración jurada de los ingresos 
de su núcleo familiar, acompañando la prueba docu- 
mental correspondiente mediante certificado público 
O notarial o constancia privada.” 


Con este texto, que nos permitimos acercar á la Mesa, 
estamos dando una fórmula que me parece supera uno de 
los argumentos cruciales que con angustia nos hacía. el 
señor legislador Araújo en la medida en que pensaba que 
de pronto con el ingreso de otros integrantes del núcleo 
familiar, que no fuera sólo el del propietario, tal vez se 
estaba en presencia de un potentado o de un núcleo fa- 
miliar pudiente. 


SEÑOR RIJO. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CANTON. — En seguida, señor legislador. 
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En estas condiciones, si los ingresos de todo el núcleo 
familiar son de 50 unidades reajustables y no contem- 
pláramos al propietario, tal vez el designio —sea dicho 
con todo respeto sería netamente inquilinista. 


Le concedo una interrupción al señor legislador Rijo. 


SEÑOR RIJO. — Deseo sugerir al señor legislador 
Cantón si no se podría agregar a la fórmula que propone 
que luego «de donde dice “núcleos familiares”, se diga 
“habiten conjuntamente”, porque seguramente ese es el 


- espíritu y debe quedar claro en la redacción. 


SEÑOR CANTON. — No hay inconveniente. 


SEÑOR ARAUJO. — Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
“legislador. 


SEÑOR ARAUJO. — Entiendo que este literal C) ya 
ha sido eliminado por decisión de la Asamblea General. 
Ahora, el señor legislador Cantón formula una nueva pro- 
puesta y. lamentablemente, la fundamenta en parte de 
mis argumentos en el momento en que, precisamente, 
hablaba sobre la necesidad de eliminar este literal. Ya 
lo señalé en mi intervención anterior. Nuestro fundamen: 
to de voto se estableció en no menos de diez argumen- 
tos. y tomar parcialmente uno de ellos e intentar corre- 
gir alguno, no soluciona el problema de fondo de manera 
alguna. No fue el argumento fundamental ni crucial, co- 
mo creo que ha referido en términos textuales el señor 
legislador. Si lo tuviéramos que calificar, yo diría que 
sería de los accesorios, puesto que los argumentos funda- 
mentales eran otros. No quiero reiterarlos en Sala porque 
temo aburrir al Cuerpo; quedaron claramente estableci- 
dos y hacen a otro tema, no a éste, precisamente. 


Si el señor legislador quiere hacer una nueva pro- 
puesta, bueno, que establezca sus propios fundamentos, lo 
cual me parece legítimo pero no parcialmente uno acce- 
sorio, que nosotros hemos empleado en nuestra argumen- 
tación. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Batlle). — El literal C) del 
artículo 10 ha sido votado negativamente, lo mismo que 
en la rectificación: el imciso finaliza en la expresión “o 
constancia privada”. El señor legislador Cantón ha hecho 
llegar a la Mesa una proposición para modificar ese inciso. 


SEÑOR CANTON. — Señor Presidente: eliminado el” 


«inciso no propongo su modificación, sino un aditivo a los 
dos incisos que han sido votados. 


SEÑOR MARTINEZ. — Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR, PRESIDENTE (Dr, Batile). — Tiene la pala- 
5 bra ebseñor legislador. — 


SEÑOR MARTINEZ. — Señor Presidente: me partce 
- elará“que la votatión negativa recae sobre la totalidad 
del artículo a partir del literal C) y hasta el final, esto 
es la frase: “Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Batlle). — Señor legisla- 
dor: la Mesá entiende. en principio, que esto está en fun- 
ción. de la forma .como ha venido el Cuerpo haciendo la 
“votación: Si se: está votando por- incisos y la votación re- 
cayó sobre el primer inciso, lo que habría que considerar 
es si los restantes incisos del mismo artículo tienen sen- 
an0 que se puedan votar independientemente del lite- 
ral C). 


_SEÑOR MARTINEZ. — Pido la palabra para una 
aclaración. . 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Pido la palabra para 
“una aclaración. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Martínez y luego el señor legislador Porras 
Larralde. 


SEÑOR MARTINEZ. — Me parece claro que hemos 
votado no por incisos, sino más precisamente por litera- 
les, y el literal C) se compone de tres incisos, Por ende, 
la votación negativa respecto al literal C) no puede sino 
comprender a la totalidad del mismo. Ñ 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. -— El señor legislador 
Martínez expresó exactamente lo que yo quería decir: se 
trata de un solo literal. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si se estaba votando por 
literales, entonces la Mesa entiende que la interpretación 
es correcta. El literal C) ha sido votado negativamente y 
en la rectificación de la votación se ha reiterado la vota- 
ción negativa. Por tanto, el literal C) queda eliminado del 
proyecto por haber sido votado negativamente. 


El señor legislador Cantón propone un aditivo al ar- 
tículo 10, que vendría a quedar a posteriori de los lite- 
rales A) y B), como literal C). Se va a dar lectura por 
Secretaría al aditivo propuesto, con la enmienda que pro- 
pusiera el señor legislador Rijo y que fuera aceptada por 
el mocionante. 


(Se lee:) 


“Los arrendatarios y sub-arrendatarios de fincas 
arrendadas por propietarios cuyos núcleos familiares 
habiten conjuntamente, perciban por concepto de in: 
gresos mensuales líquidos un total no superior a 50 
unidades reajustables (cincuenta unidades reajusta- 
bles), estimados durante el tiempo y en la forma pre- 
vistos por los incisos 1% y 202 del artículo 19 del De- 
creto-Ley N9% 14.219 y de 4 de julio de 1974. A estos 
efectos dichos propietarios deberán comparecer en los 
autos de solicitud de rebaja de alquiler y excepcio- 
narse formulando declaración jurada de los ingresos 
de sus núcleos familiares, acompañando la prueba do- 
cumental correspondiente mediante certificado públi- 
co O notarial o constancia privada.” 


SEÑOR CANTON., — Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CANTON, — Este primer inciso €s en el €n- 
tendido que los dos restantes se mantendrían absoluta- 
mente iguales, como venían en la fórmula anterior del 
literal C). 


SEÑOR MARTINEZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Batlle). — Tiene la pala- 
bra el señor legislador. 


SEÑOR MARTINEZ. — He votado. negativamente el 
literal C) y he omitido hacer uso de la palabra porque» 
con elocuencia, .otros legisladores expusieron sus puntos 
de vista, con los que coincido, en función de los cuales, 
precisamente, votaban de la misma manera. Sin embar- 
go me veo, ante la existencia de una propuesta sustitu- 
tiva, en la necesidad de.efectuar un par de puntualiza- 
ciones importantes. 


Los señores legisladores que propugnan por el mante- 
nimiento de este literal C), o bien por una fórmula sus- 
titutiva, como ha hecho llegar a la Mesa el señor legis- 
lador Cantón, esgrimen un argumento que es respetable 
y es el de que este sistema sólo funciona una vez que» 
después del sistema de las franjas, el inquilino haga uso 
de su derecho a la rebaja del alquiler. 


Sobre el fondo del problema, en el plano; estricta- 
mente social, hay en verdad un argumento más importan- . 
te todavía, a saber, que es menester acordar una protec: 
ción razonable al pequeño propietario, impidiendo que se 
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vea privado de ingresos que, naturalmente, necesita para 
vivir. El problema está en que con la fórmula propuesta 
o con la que ahora se propicia, en todo caso estariamos 
evitando una injusticia al precio de otra injusticia, por- 
que ampararíamos al pequeño propietario definido en el 
literal C), a expensas del más débil de los inquilinos. Es- 
to es, a aquél al que una vez cumplido el régimen de las 
franjas, aún le hace falta un amparo adicional para que 
no deba pagar un porcentaje de los ingresos de su núcleo 
habitacional que le imposibilite la subsistencia. 


Creo, pues, que en la discusión estamos incurriendo 
en un equívoco. Acá no se trata de saber si es O no legl- 
timo amparar al pequeño propietario. Me parece que en 
esto todos debemos estar de acuerdo. El problema es cómo 
lo hacemos. 


Y yo creo que no es justo que lo hagamos a expensas 
del que, naturalmente, se presume en función de las dis- 
posiciones legales, que es el pequeño * inquilino, normal- 
mente el más débil de los inquilinos. 


Esa es la razón de fondo por la que, tal cual está 
instrumentada la protección al pequeño propietario, noso- 
tros la hemos votado en contra. Sin perjuicio de eso, me 
parece que debe ser motivo de preocupación del Parla- 
mento instrumentar fórmulas legales eficaces, proveyendo 
los medios de subsidio —que, en definitiva, de eso se tra- 
ta— de manera que se extraigan los recursos de quienes 
puedan, efectivamente, traspasarlos a los pequeños pro- 
pietarios. 


En la búsqueda de esa fórmula creo que podemos ha- 
llar formas de colaboración en las que podamos concertar 
—tal como viene ocurriendo reiteradamente desde hace 
meses— soluciones satisfactorias para todos. Pero me si- 
gue pareciendo que la fórmula sustitutiva que propone mi 
distinguido amigo, el señor legislador Cantón padece de 


la misma inconsecuencia que la que venía en el proyecto . 


de la Comisión. 


Me permito señalar, por último, y en lo que concierne 
a la redacción del último inciso de este literal C), que 
reza: “Será de aplicación, en lo pertinente, lo dispuesto 
en el inciso 6% del artículo 63 del Decreto-Ley N% 14.219, 
de 4 de julio de 1974.”, que, puesto que esta referencia no 
puede ser hecha sino al inciso 6% del artículo 63 del de- 
creto-ley aludido en la redacción que le da el artículo 12 
de este mismo cuerpo normativo que estamos consideran- 
do ahora, me parece claro que la intención del proyecto 
es la de que le sea aplicable al propietario. en caso de 
declaración falsa, la sanción penal que, de conformidad 
con el artículo 63 —cuya redacción aquí se modifica— 
es aplicable, en principio, al inquilino. Ahora bien: mi 
impresión es que la técnica, como ha pretendido el legis- 
lador remitirse a una disposición penal que contiene todos 
los elementos necesarios para funcionar como tal, es im- 
propia. Véase, en efecto, que el inciso 6% del artículo 63 
sanciona al que formulare, a los efectos de la demanda 
a que se refiere este artículo —esto es, la demanda de 
rebaja de alquiler— una declaración jurada falsa para 
obtener la rebaja del nuevo alquiler, preceptuando que 
será castigado, en tal caso, con seis a veinticuatro meses 
de prisión. La referencia “Será de aplicación, en lo perti- 
nente, lo dispuesto en el inciso 6%” y demás, no puede 
ser hecha sino a la totalidad de la disposición legal que 
contiene todos los elementos típicos de la figura penal y, 
en consecuencia, si lo que se quiere —Como presumo— 
más allá de la suerte que corra en la votación la pro- 
puesta sustitutiva, es aplicar una sanción penal al propie- 
torio infractor, deberían redactarse de Otra manera, Co- 
mo. por elemplo: “El propietario que incurriera en de- 
claración jurada falsa será pasible de la sanción penal 
preceptuada por el artículo 6% del artículo 63”, u otra 
semejante. 


Es cuanto quería señalar por el momento. 
SEÑOR CANTON. — Pido la palabra, 


—SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 
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SEÑOR CANTON. — Parafrastando a mi distinguido 
amigo y colega, el señor legislador Martínez, diré que, e 
esta altura —dicho esto con total respeto hacia quienes 
no Opinan como nosotros— está muy claro que hay dos 
maneras de proteger al modesto propietario. Una, con- 
siste en internarse en la redacción de este proyecto de 
ley de emergencia, y consagrar en serio, a través de un 
precepto concreto y definido, alguna forma de protección 
—diría, la única— al pequeño o modesto propietario, La 
Otra implica decir que se siente muy hondamente su cau- 
sa, su drama, y que, algún día, más adelante, cuando dic- 
temos otra ley, lo vamos a amparar. En realidad, reitero 
que los principios de la CONAPRO —a los cuales son tan 
fieles los grupos que han participado en su funcionamien- 
to durante el período precomicial— ordenaban, manda- 
ban, disponían, preceptuaban que había que armonizar los 
intereses de los modestos arrendatarios con los de los mo- 
destos propietarios. La única manera de hacerlo, salvo 
promesas a largo plazo, salvo disposiciones o pronuncia- 
mientos programáticos, es buscar en este texto hoy, esta 
noche, y aquí, en la Asamblea General, algo que demues- 
tre que las proclamas corresponden a sinceros deseos. 


No vamos a dudar de ningún sector parlamentario en 
lo que se refiere a sus sinceros deseos de apoyar al mo- 
desto propietario; pero nosotros ofrecemos fórmulas. Pre- 
sentamos una y fue desestimada. Digo —y lo hago con to- 
do respeto— que la Asamblea General está a tiempo de 
hacerlo que debe: un mínimo de justicia, hacia los modes- 
tos propietarios, ya que la ha practicado frente a los pe- 
queños inquilinos. Al Parlamento le queda esta última 
carta para que los modestos propietarios crean en verdad 
en su sentido de justicia. 


SEÑOR MARTINEZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR MARTINEZ. — La paráfrasis que el señor le- 
gislador Cantón hace de mis palabras me permite señalar 
que, en efecto, es una voluntad común, expresamente 
deciarada por los partidos políticos ante la Opinión pú- 
blica, la de buscar fórmulas de amparo a los pequeños 
propietarios. Pero me sigue pareciendo que es contradic- 
torio este amparo con otros propósitos que son también 
comunes a todos nosotros —insisto— en la medida en que 
intentemos proteger al pequeño propietario a expensas del 
más débil entre los inquilinos. Y por otra parte, no com- 
parto el criterio o la suposición que formula el señor le- 
gislador Cantón en el sentido de que necesaria o forzo- 
samente habría de pasar demasiado tiempo antes de que 
el Parlamento sancionara leyes que protegieran debida- 
mente y de una forma más adecuada al modesto prople- 
tario. Bien podríamos hacerlo tan expeditivamente como 
lo hemos hecho en ocasiones similares con otros proyec- 
tos de ley que han sido tratados en forma muy diligente. 


SEÑOR CANABAL. — Señor Presidente: simplemente 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CANABAL. — Señor Presidente: simplemente 
deseo sugerir lo siguiente. 


El literal que ha propuesto el señor legislador Cantón» 
para estar de acuerdo con otras disposiciones del proyecto 
que se está considerando, tendría que establecer que la 
declaración jurada debe ser presentada por cada uno de 
los integrantes del núcleo familiar en la forma que se 
exige para la acción de rebaja. 


Mociono en tal sentido. 

SEÑOR PRESIDENTE. — ¿El señor legislador Cantón 
está de acuerdo con lo que acaba de proponer el señor 
legislador Canabal? 


SEÑOR CANTON. — Sí, señor Presidente; no hago a 
ello ninguna objeción. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el artículo propuesto, 
con el agregado sugerido por el señor legislador Canabal. 


(Se lee:) 


“Los arrendatarios y subarrendatarios de fincas arren- 
dadas por propietarios cuyos núcleos familiares habi- 
tan conjuntamente y perciban por concepto de in- 
gresos mensuales líquidos un total no superior a 50 
U.R. (cincuenta Unidades Reajustables), estimados du- 
rante -el tiempo y en la forma previstos por los in- 
cisos 19 y 2% del artículo 19 del Decreto-Ley N* 14.219, 
de 4 de julio de 1974. A estos efectos, dichos propie- 
tarios deberán comparecer en los autos de solicitud 
de rebaja de alquiler y excepcionarse formulando de- 
elaración jurada por cada uno de los integrantes del 
núcleo familiar, de sus ingresos, acompañando la 
prueba documenta] correspondiente mediante certifi- 
cado público o notarial o constancia privada.” 


-—En discusión. 

Si no se hace .uso de la palabra, se va a votar. 

Para ser aprobado, se requieren los dos tercios de vo- 
tos conformes, que representan un total de sesenta, dado 
que hay ochenta y nueve legisladores presentes en Sala. 

(Se vota: )” 

—56 en 89. Negativa. 

SEÑOR'*CANTON. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.— Tiene la palabra el señor 
legislador. 


- SEÑOR CANTON. — Pido que se rectifique la vota- 
ción. 


; SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a rectificar la vota- 
ción. , 


(Se vota: ) 
-—53 en 89. Negativa. 
SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. — Pido la palabra. 


SEÑOR. PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. — Deseo hacer una 
aclaración. Al no votarse el literal C) se puede dar el 
caso —deseo que quede constancia— de que un propieta- 
rio de diez, veinte o treinta viviendas que sea inquilino, 
pueda también presentarse a pedir la rebaja. Efectiva- 
mente. no hay ninguna cláusula en el proyecto que le 
prohiba tener una, dos, tres o cuatro viviendas. 


- Quiero dejar constancia de esto, porque me parece 
fundamental destacar que se puede estar favoreciendo a 
los grandes propietarios con la supresión del literal C). 


- SEÑOR CASSINA. — Pero están limitados por los 
ingresos, - ] 


- SEÑOR PRESIDENTE. — ¿El señor diputado Cassina 
desea hacer uso de la palabra? 


SEÑOR CASSINA. — No, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el artículo 11. 


(Se 1ee) 
—En consideración. 


Sino se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—88 en 88. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Léase el artículo 12. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—88 en 88. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 13. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—-85 en 88. Afirmativa. 

Léase el artículo 14. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no 86 hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—87 en 88. Afirmativa. 

Léase el artículo 15. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—89 en 89. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 16. 

(Se lee) 

—En consideración. 

SEÑOR JUDE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. í 


SEÑOR JUDE. — Deseo formular una pregunta. 


En el inciso tercero del artículo -16 se hace referencia 
al. Decreto-Ley N?% 14.335, de fecha .23 de diciembre de 
1974, que declara el turismo como actividad pública. Lue- 
go se mencionan los artículos -21 a 27, mientras que en 
definitiva, el Capítulo VII de ese Decreto-Ley sobre 
“Infracciones, sanciones y procedimientos”, contiene a los 
artículos 21 a 29. 


Entonces, no sé si correspondería hacer referencia a 
todo el Capítulo, o sea, a los artículos 21 a 29. 


Pregunto si la Comisión acepta este planteo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa consulta al señor 
legislador Porras Larralde, como miembro informante, si 
corresponde que sean incluidos esos artículos. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Entiendo que no co- 
rresponde, porque el artículo 28 del decreto-ley menciona- 
do dice que el testimonio de la resolución administrativa 
tiene carácter de título ejecutivo. Eso es a los efectos del 
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cobro de dinero, cosa que no tiene nada que ver con lo 
que se está legislando aquí. 


Por lo tanto, creo que es correcta la redacción que 
comprende los artículos 21 a 27. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿El señor legislador Jude se 
da por satisfecho con la respuesta? -39 
yA 


SEÑOR JUDE. — Sí, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el artículo 16. 
(Se vota:) 

—88 en 88. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 17. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(se vota:) 

—88 en 88. Afirmativa, UANNIMIDAD. 

Léase el artículo 18. 

(Se lee) 

—En consideración. 

SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


“SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: se ha he- 
cho llegar a los integrantes de nuestro sector una suge- 
rencia que planteamos a lós señores miembros informan- 
tes de la Comisión, en el sentido de modificar la redac- 
ción del artículo 18. Este, expresa lo siguiente: “El alqui- 
ler mensual quedará fijado en una suma equivalente a 
treinta veces el importe diario del hospedaje”. Y el ar- 
tículo continúa. 


La sugerencia sería que el alquiler mensual quedara 
fijado en una suma equivalente a treinta . veces el im- 
porte diario vigente a la fecha, y que quedaran expresa- 
mente excluidas de la suma abonada por concepto de 
alquiler, las cantidades mensuales correspondientes a la 
totalidad de los servicios accesorios a la locación, las que 
serán de cuenta y cargo de cada inquilino en la propor- 
ción que a cada uno de ellos corresponda. 


Nosotros hacemos “este planteamiento que se nos ha 
sugerido, en función de que parece lógica la aclaración 
de que, dentro del importe del alquiler no estén incluidas 
estas prestaciones, que corresponden al arrendatario. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa consulta a alguno 
de los miembros informantes, señores legisladores Rical- 
doni y Porras Larralde sobre la opinión que les merece 
€sa sugerencia. > 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — No hay inconvenien- 
te en aceptarla. : 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿Los restantes miembros de 
la Comisión están de acuerdo con la opinión del señor 
legislador Porras Larrálde? ] 


SEÑOR CANTON. — Comparto esos ajustes de redac- 
ción y voy a proponer una fórmula concreta. Quizás agre- 
gando una coma después de la palabra “hospedaje” que- 
de solucionado el problema. 


Pregunto si están de acuerdo los señores legisladores * 


que son miembros informantes. - 
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SEÑOR PRESIDENTE. — La. Mesa -consulta “al señor 
legislador Cersósimo acerca de si sería posible. redactar 
alguna fórmula concreta. 

SEÑOR CERSOSIMO. — Supongo que sí; no la tengo 
ahora, porque la entregué a la Mesa a pedido del señor 
Presidente. 

(Hilaridad) - 

SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa insiste en que se 
redacte una fórmula concreta y, si el señor legislador 
Cersósimo fuera tan amable, se le dé lectura. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Estamos preparando una fór- 
mula. > 


SEÑOR CATALDI. — ¡Que se vote el artículo si- 
guiente! 

SEÑOR CERSOSIMO. — El señor legislador Cantón 
pone aquí “Cersósimo y Cantón”. Eso significa que, según 
él, los dos somos los autores materiales, pero, en realidad. 
es de toda la bancada. 

La redacción propuesta dice así: “El alquiler mensual 
quedará fijado en una suma equivalente a treinta veces 
el importe diario del hospedaje, que no será compren- 
siva de los servicios accesorios”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el artículo 18 
con la modificación a que se acaba de dar lectura. 


(Se vota:) 

—90 ón 90. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 19. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—90 en 90. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 20. 


(Se lee) 
-—En consideración. 
SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Si no hay inconveniente por 
parte de los señores miembros informantes -y.de los de- 
más integrantes de la Asamblea General, voy a proponer 
que el resto del proyecto se vote por capítulos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Primeramente hay que vo- 


tar el artículo 20. Además, el señor legislador tiene que 
hacer llegar a la Mesa una moción al respecto. 


- Se va a votar el artículo 20. 

(Se vota:) : 

-—-90 en 90. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El señor legislador Fá Robaina propone que el resto 
del proyecto se vote por capítulos. Como el que resta con- 
siderar es el Capítulo VII, alcanzaría con una sola vo" 
tación. . 


SEÑOR CANABAL. — Pido la palabra. 


68—A.G. ASAMBLEA GENERAL 


É SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. " 

SEÑOR CANABAL. — Tendríamos que considerar el 
artículo 21 separadamente del resto de los artículos, ya 
que habría que hacerle un ajuste de redacción. 

El artículo 21 dice: “Sustitúyese el artículo 51 del 
Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de julio de 1974, por el si- 
guiente: 

“Artículo 51. — Los 'juicios de desalojo contra malos 
pagadores quedarán clausurados si dentro del plazo para 
OGponer excepciones, el inquilino consignare la suma adeu- 
dada más el 40% (cuarenta por ciento) de esa suma”. 
Se suprimiría luego el reste del párrafo: “como pago de 
los intereses, tributos y costos devengados”. Y suglera 
agregar: “como única indemnización al actor por contep- 
to de intereses y gastos causídicos”, tal como se hizo con 
otras disposiciones similares y para mantener la unifor- 
midad con otros artículos del proyecto. Tiene por finall- 
dad no limitar el importe de lo que corresponde a los pro- 
fesionales percibir por concepto de honorarios. Es la úni- 
ca indemnización al actor por esos conceptos. 

El resto del artículo queda como está. 


En el artículo 22 siguiente existe una disposición si- 
milar, por lo que propongo mantener en ese caso el mis- 
mo Criterio. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El señor legislador Porras 
Larralde da su conformidad a la modificación propuesta. 


En consecuencia, se va a votar el artículo 21 con las 
modificaciones que se han formulado. 


(Se vota: ) 

—490 en 91. Afirmativa. 

Léase el artículo 22. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—91 en 91. Afirmativa, UNANIMIDAD, 

Léase el artículo 23. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—90 en 90. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 24, 
- (Se lee) 


SEÑOR FA ROBAINA. — ¿Me permite, señor Presi: 
dente? - 


La Asamblea aprobó la moción ... 

SEÑOR PRESIDENTE. — La Asamblea no la aprobó 
porque la Mesa no la puso en consideración. Es más rá- 
pido votar artículo por artículo. 

En consideración el artículo 24. 


Si no se hace 'uso de la palabra, se va a votar, 


(Se vota:) 

—41 en 91: Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 25, " 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—90 en 91: Afirmativa, 

Léase el artículo 26. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—91 en 91: Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 27. 

(Se lee) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—90 en 91: Afirmativa. 

Léase el artículo 28. 

(Se lee) ] 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—90 en 91: Afirmativa, 

Léase el artículo 29. 

(Se lee) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—91 en 92: Afirmativa. 

Léase el artículo 30. 

(Se lee) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota.:) 

—91 en 92: Afirmativa. 

Léase el artículo 31. 

(Se lee) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


—92 en 92: Afirmativa. UNANIMIDAD. 


_El artículo 32 es dé orden. 


Queda sancionado el proyecto y se comunicará, 
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VARIOS SEÑORES LEGISLADORES. — ¡Que se Co- 
munique en el día! 


SEÑOR PRESIDENTE. — $e va a votar si se comu: 
nica en el día. 


(Se vota:) 
92 en 92: Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto, del proyecto de ley sancionado: ) 
“CAPITULO I 
De los arrendatarios buenos pagadores 


Artículo 1%? (Suspensión de lanzamientos). — Los 
lanzamientos dispuestos o que se dispongan contra arren- 
datarios o subarrendatarios buenos pagadores, de fíncas 
urbanas o suburbanas destinadas a casa- habitación, que- 
darán suspendidos en su cumplimiento efectivo hasta el 

30 de abril de 1986. 


Exceptúanse de la suspensión dispuesta en el inciso 
precedente los lanzamientos decretados de conformidad 
con lo dispuesto en los numerales 1, 3 y 4 del artículo 
24, en los artículos 33, 34 y 59, en el inciso 4% del ar- 
tículo 63, y en el inciso 22 del artículo 64 del Decreto- 
Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974, y en el artículo 15 
de la Ley N? 9.624, de 15 de diciembre de 1936, sus modi- 
ficátivas y concordantes. 


La disposición del inciso primero del presente artícu- 
lo tampoco comprende a los arrendatarios a que se re- 
fiere la Sección 3 del Capítulo X del Decreto-Ley N* 14.219 
de 4 de julio de 1974, los que seguirán rigiéndose por las 
normas allí establecidas, con las modificaciones dispues- 
tas en -esta ley. 


Art. 22 (Clausura de procedimientos). -— Los arren- 
datarios que se hubieran acogido a la reforma del plazo 
de desalojo haciendo uso de la facultad acordada por el 
artículo 52 del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de julio de 
1974, serán considerados buenos pagadores a todos sus 
efectos, clausurándose de oficio los juicios contra ellos 
pendientes siempre que, a la fecha de entrada en vigen- 
cia de la presente ley, se encuentren al día en el pago de 
los alquileres y demás prestaciones que correspondan. 


Art. 39 (Desistimiento unilateral del contrato). — 
Los contratos de arrendamiento con destino a Casa-ha- 
bitación celebrados con anterioridad a la fecha de vigen- 
cia de la presente ley y que tengan un año o más de du- 
ración a dicha fecha o lo cumplan antes del 19 de mar- 
zo de 1986, podrán ser objeto de desistimiento unilateral 
por parte del arrendatario. 


Para ejercitar el derecho al desistimiento unilateral 
del contrato, el inguilino deberá estar al día, en el mo- 
mento de la restitución del bien, en el pago de los alqui- 
leres devengados hasta la fecha y demás prestaciones que 
adeudare, o haber celebrado con el arrendador un con- 
venio escrito de pago por el monto adeudado.. 


Los arrendatarios dispondrán de un plazo de sesen- 
ta días corridos a partir del siguiente al de la entrada en 
vigencia de la presente ley o. en su caso, desde el cum- 
plimiento del año a que se refiere el inciso primero, pa- 
ra hacer uso del derecho al desistimiento. A tal efecto 
deberán comunicar su decisión al arrendador por acta no- 
tarial, telegrama colacionado u otro medio escrito feha- 
ciente. ES 


- "El desistimiento unilateral se perfeccionará con la 
comunicación referida en el inciso anterior, en la que de- 
berá notificarse al arrendador la fecha de restitución de 
la finca, la que se hará efectiva en un plazo no inferior 
a treinta ni- mayor 2. cuarenta y cinco días corridos con- 
tados desde dicha notificación. 


la" fecha -convenida,. el árrendador. podrá solicitar el de- 
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salojo de la finca con el plazo y el procedimiento previs- 
tos en el artículo 48 del Decreto-Ley NO 14.219, de 4 de 
julio de 1974. 


CAPITULO Il 
Del reajuste de los precios 


Artículo 42 — Durante el período comprendido entre 
el 19 de marzo de 1985 y el 28 de febrero de 1986, los rea- 
justes anuales del alquiler (artículos 14 y 15 del Decreto- 
Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974), se harán efectivos 
de la siguiente forma: ] 


A) En los arrendamientos con destino a casa-habita- 
ción, el reajuste será equivalente al 30 % (trein- 
ta por ciento) del respectivo indice de actualiza- 
ción, cuando el alquiler no supere los N$ 3.500 
(nuevos pesos tres mil quinientos) mensuales; al 
40 % (cuarenta por ciento) del índice sobre al- 
quileres mayores de N$ 3.500 (nuevos pesos tres 
mil quinientos) y no superiores a N$ 5.500 (nue- 
vos pesos Cinco mil quinientos) mensuales; al 
50 % (cincuenta por ciento) del índice, sobre al- 
guileres mayores de N$ 5.500 (nuevos pesos cin- 
co mil quinientos) y no superiores a N$ 7.500 
(nuevos pesos siete mil quinientos) mensuales; al 
60 % (sesenta por ciento) del índice, sobre alqui- 
leres mayores de N$ 7.500 (nuevos pesos siete mil 
quinientos) y no superiores a N$ 9.000 (nuevos 
pesos nueve mil) mensuales; y al 80% (ochen- 
ta por ciento) del índice sobre alquileres mayo- 
res de N$ 9.000 (nuevos pesos nueve mil) y no 
superiores a N$ 15.000 (nuevos pesos quince mil) 
mensuales. A los alquileres de más de N$ 15.000 
(nuevos pesos quince mil) mensuales, se les apli: 
cará la totalidad del respectivo índice de actua- 
lización. 


B) En los arrendamientos para industria, comercio 
y Otros destinos, el reajuste del alquiler será 
igual al 60 % (sesenta por ciento) del respectivo 
índice de actualización. 


C) Los reajustes de alquiler establecidos en los lite- 
rales precedentes se aplicarán sobre los precios de 
los arrendamientos resultantes de la aplicación 
de los artículos 14 y 15 del Decreto-Ley N? 14.219, 
de 4 de julio de 1974, con independencia de los 
acuerdos celebrados por las partes. 


Art. 5% Los precios resultantes de los reajustes pre- 
vistos en el artículo 4? se aplicarán de pleno derecho, sin 
perjuicio del derecho del arrendatario a deducir la ac- 
ción de rebaja (artículo 89). : 


Art. 69 (Reintegro de diferencias percibidas en más 
por los arrendadores). — Los arrendadores que, en razón 


.de reajustes del precio de los arrendamientos aplicados a 


partir del 19 de marzo de 1985 y hasta la fecha de vigen- 
Cia de esta ley, hayan percibido en dicho período sumas 
mayores a las que resulten de la aplicación del artículo 
49, reintegrarán a sus arrendatarios las diferencias per- 
cibidas en más a partir del 19 de julio de 1985 en doce 
cuotas mensuales, iguales y consecutivas, cuyo importe se 
descontará de los alquileres futuros. En ningún caso el 
importe a percibir por el arrendador, incluida la deduc- 
ción de la cuota de reintegro, será inferior al monto del 
alquiler vigente al momento del respectivo ajuste. 


- Art. 79 — Lo dispuesto en este Capítulo no regirá res: 
pecto de los contratos de arrendamiento con destino a 
casa- habitación, celebrados con anterioridad a la vigen- 
cia del Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974. 


CAPITULO III 
Del procedimiento de rebaja de alquiler 
Artículo 82 (Acción de rebaja). — Los arrendatarios 


y subarrendatarios que hayan contratado con posteriori- 
dad a la vigencia del Decreto-Ley N9 14,219, de 4 de julio 
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de 1974, podrán ejercer por única vez la acción de reba- 
ja de alquiler. prevista por sus artículos 16 a 19 y 63. La 
rebaja, en caso de resultar pertinente, se aplicará a los al- 
quileres reajustados entre el 19 de marzo de 1985 y el 28 
de febrero de 1986. 


Será de aplicación, en lo pertinente, el artículo 6% 
de esta ley. 


A estos efectos se entenderá por “renta vigente” (ar- 
-tículo 16, parágrafo 2 del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de 
“julio de 1974) el alquiler determinado por aplicación del 

reajuste legal (artículos 14 y 15 de dicho decreto-ley) con 
independencia de los acuerdos celebrados por las partes. 


Art, 99 —'En el caso del artículo anterior, el plazo de 
noventa días establecido por el artículo 17 del Decreto-Ley 
número 14.219, de 4 de julio de 1974, se computará a par- 
tir del día siguiente al de la vigencia de esta ley y se con: 
tará por días corridos, El precio del alquiler resultante 
regirá desde la fecha de la demanda. 


. Art, 10. — Quedan excluidos de este beneficio: 


A) Los malos pagadores, salvo los que hayan opues- 
to excepciones o se encuentren dentro del plazo 
para oponerlas y los que, habiendo caído en mora» 
aún no se les haya intimado el desalojo; 


B) Los arrendatarios y subarrendatarios cuyos alqui- 
leres mensuales fueran superiores a N$ 15.000 
(nuevos pesos quince mil) a la fecha del respec- 
tivo reajuste. 


Art. 11. — Si los malos pagadores a que se refiere el 
artículo anterior no hubieran opuesto excepciones u 0b- 


tenido la clausura del juicio con arreglo al artículo 51' 


del Decreto-Ley N? 14.219, de 4 de julio de 1974, bastará 
que el actor justifique en autos que la intimación de de- 
salojo ha quedado firme, para que el Juez revoque por 
* contrario imperio la providencia de suspensión de pago 
del aumento del alquiler y decrete la clausura de los pro- 
cedimientos. 


Art, 12. — Sustitúyese el artículo 63 del Decreto- "Ley 
N9 14,219, de 4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 63. — La acción de rebaja de alqui- 
ler se promoverá dentro de los plazos previstos en el 
artículo 17. Los arrendatarios o subarrendatarios, en 
su caso, deberán acompañar a la demanda, declara- 
ción jurada separada y firmada por cada uno de los 
integrantes mayores de edad del núcleo habitacional 
ocupante del inmueble (artículo 19, in fine), de sus 
ingresos y la prueba documental correspondiente, me- 
diante certificado público o notarial, o constancia pri- 
vada. Si en el núcleo habitacional hay menores de 
edad que tengan ingresos, formularán por ellos su de- 
claración jurada uno de sus padres o, en su defecto 
y por su orden, cualquiera de sus ascendientes direc- 
tos, tutores o guardadores. 


El juez, al sustanciar la demanda, decretará la 
suspensión del pago del aumento Que sobrepase el 
- porcentaje fijado en el artículo 16 de la presente ley, 
confiriendo .traslado al demandado por un término 
de quince días hábiles y perentorios para contestar 
la demanda, siguiéndose, de mediar oposición, el pro- 
cedimiento de los artículos 591 a 594 del Código de 
Procedimiento Cívil. 


El precio del arrendamiento que resultare, regi- 
rá desde la fecha de vigencia del nuevo alquiler, fi- 
jado conforme a la presente ley. 


Cuando el Juez comprobare declaraciones jura- 
das falsas de cualquiera de los integrantes del núcleo 
habitacional, el arrendatario o subarrendatario que- 
dará excluido de los beneficios de esta ley, y el Juez 
al decretarlo, declarará rescindido el contrato de 
arrendamiento, y dispondrá, a pedido de parte el lan- 
zamiento inmediato, con tributos y costos. 
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A estos efectos tendrá facultades para apreciar 
elementos de juicio que demuestren que los ingresos 
mensuales declarados por el núcleo habitacional son 
manifiestamente inferiores a los que requieren los 
consumos mínimos efectuados mensualmente por el 
mismo. 


El que formulare, a los efectos de la demanda a 
que se refiere este artículo, una declaración jurada 
falsa para obtener la rebaja del nuevo alquiler, será 
castigado con seis a veinticuatro meses de prisión. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso prece- 
dente, en todos los casos en que los ingresos reales 
del núcleo habitacional superen en un 150/0 (quince 
por ciento) al monto declarado en los autos respec- 
tivos, no podrá aducirse error aritmético y se dispon- 
drá la rescisión del contrato de arrendamiento. 


Los empleadores privados, sean personas físicas O 
jurídicas, están obligados a suministrar a sus depen- 
dientes y a los profesionales y técnicos cuyos servicios 
utilicen a cualquier título constancia escrita de sus 
ingresos. - 


Ante el incumplimiento de esta obligación, el 
arrendatario podrá pedir al Juez que ordene su cum- 
plimiento y éste deberá decretarlo sin más trámite. 
bajo apercibimiento de incurrir en delito de desa- 
cato. 


El que expidiere una constancia cuyos datos fue- 
ron falsos, en todo o en parte, será castigado con pe- 
na de tres a dieciocho meses de prisión (artículo 242 
del Código Penal). 


Si se tratare de fincas arrendadas con garantía 
de la Contaduría General de la Nación, el auto judi- 
cial que disponga la rebaja del precio del arriendo 
deberá ser notificado al Servicio de Garantía de Al- 
quileres simultáneamente con el traslado de la de- 
manda.” 


CAPITULO IV 


De los arrendatarios deudores 


Artículo 13. (Clausura de los procedimientos). — Los 
arrendatarios con intimación de desalojo por malos pa- 
gadores dispondrán de un plazo de sesenta días, a partir 
de la fecha de vigencia de esta ley, para obtener la clau- 
sura del juicio de desalojo mediante el pago de los alqui- 
leres adeudados y demás prestaciones que correspondan 
más un 15% (quince por ciento) de su importe por con- 
cepto de única indemnización al actor por intereses y de- 
más gastos causídicos. 


La clausura se dispondrá sin más trámite por el Juez 
actuante, aun en la etapa de lanzamiento y comprenderá 
igualmente al juicio ejecutivo por cobro de alquileres si 
se hubiera promovido. 


Igual beneficio obtendrán aquellos que optaren, den- 
tro del mismo plazo, por pagar los alquileres y restantes 
prestaciones adeudadas con más el 30% (treinta por 
ciento) en concepto de única indemnización al actor por 
intereses y demás gastos caúsídicos, en 12 (doce) cuotas 
mensuales, iguales y consecutivas indivisibles con el pago 
del alquiler. 


El juicio quedará en suspenso mientras se paga lo 
adeudado y se clausurará sin otro trámite con el pago de 
la última cuota de la deuda. Si el inquilino se atrasare 
dos meses en el pago del alquiler y de la cuota por atra- 
sos, caducará este beneficio y el arrendador podrá Con- 
tinuar los procedimientos. 


Lo dispuesto en este artículo se aplicará a todos los 
arrendatarios, cualquiera sea el destino del arriendo. 
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Exceptúanse de los beneficios establecidos en el pre- 
sente artículo los juicios promovidos por la Contaduría Ge- 
neral de la Nación contra inquilinos malos pagadores. 


Art, 14. — Sin perjuicio de lo dispuesto en el artícu: 
lo anterior, facúltase a los arrendatarios y subarrenda- 
tarios cuyos alquileres fueron reajustados a partir del 12 
de enero de 1985 y respecto de los cuales no exista inti- 
mación de pago, a abonar la deuda generada hasta la fe- 
cha de vigencia de esta ley en doce cuotas mensuales, 
iguales y consecutivas, cuyo pago será indivisible con el 
alquiler mismo. 


En caso de optar por este beneficio, deberán comu- 
 nicarlo al arrendador dentro de los treinta días corridos 
siguientes a la fecha de vigencia de la presente ley, por 
acta notarial, telegrama colacionado u otro medio escrito 
fehaciente. 


CAPITULO V 


De las casas de inquilinatos, hoteles, pensiones, 
moteles y afines 


Artículo 15. — Serán considerados arrendatarios a 
todos los efectos legales los ocupantes de casas de inqui- 
linato, hoteles, pensiones, moteles y, en general, todo es- 
tablecimiento que reciba huéspedes, no inscriptos en el 
Registro a cargo de la Dirección Nacional de Turismo (Le- 
yes Nos. 13.659, de 2 de junio de 1968; 14.057, de 3 de fe- 
brero de 1972 y 14.106, de 14 de marzo de 1973), o cuya 
inscripción hubiese caducado o hubiese sido cancelada» 
caducare O se cancelare. 


Art. 16. — La Dirección Nacional de Turismo deberá 
inspeccionar periódicamente los establecimientos inscrip- 
tos como hoteles, pensiones, moteles y afines, a los efec- 
tos de determinar si en ellos se da cumplimiento al con- 
trato de hospedaje que deben celebrar con sus huéspedes. 


La citada Dirección procederá igualmente, a solicitud 
de parte, a efectuar las inscripciones dispuestas en el in- 
ciso anterior, así como las de los establecimientos no ins- 
criptos o con inscripción caducada o cancelada. 


Si la Dirección Nacionaj de Turismo  comprobare 
transgresión que dé lugar a la cancelación de la inscrip- 
ción del establecimiento, lo dispondrá de conformidad 
con el procedimiento establecido por los artículos 21 a 27 
del Decreto-Ley número 14.335, de 23 de diciembre de 
1974. En este caso, así como en los que comprobare que 
en establecimientos no inscriptos o con inscripción cadu- 
cada o cancelada se celebran contratos de hospedaje, no" 
tificará a los ocupantes de dichos establecimientos, por 
medio de cedulón colocado en lugar visible de los mismos, 
que tienen calidad de inquilinos. Desde esa fecha corre- 
rán los plazos de los artículos 3, 4 y 5 del Decreto-Ley 
N? 14.219, de 4 de julio de 1974. 


Art. 17. — La Dirección Nacional de Turismo entre- 
gará al interesado una constancia de la no inscripción 
del establecimiento en el Registro pertinente o, en su 
caso, de su caducidad o cancelación, que lo habilitará 
para acreditar su calidad de arrendatario a todos sus 
efectos. 


Art. 18. — El alquiler mensual quedará fijado en una 


suma equivalente a treinta veces el importe diario del 
hospedaje, que no será comprensiva de los servicios ac- 
cesorios. Regirá por un año y se modificará de conformi- 
dad con los artículos 14 y 15 del Decreto-Ley N9 14.219, 
de 4 de julio de 1974 y sus disposiciones modificativas. 
Sin perjuicio de ello el inquilino podrá ejercer por única 
vez la acción de rebaja de alquiler prevista por los ar- 
tículos 16 a 19 y 63 de dicho decreto-ley, dentro de un 
plazo de noventa días corridos a partir de la fecha de la 
notificación a que se refiere el artículo 17. 


Art. 19. — Si el titular del establecimiento comercial 
(hotel, pensión, motel, casa de inquilinato o afines) fue- 
se a su vez arrendatario del inmueble, e incumpliere su 
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obligación de pago del alquiler, los ocupantes del mismo, 
una vez declarados inquilinos (artículos 15, 16 y 17), po- 
drán subrogarlo frente al arrendador. En tales casos, las 
intimaciones de pago y de desalojo deberán además no- 
tificarse personalmente a dichos ocupantes, so pena de 
nulidad de los procedimientos. 


CAPITULO VI 


De los asentamientos marginales 


Artículo 20. — (Suspensión de lanzamientos). — Sus- 
péndense hasta el 30 de abril de 1986, los lanzamientos 
contra los Ocupantes, a cualquier título, de los asenta- 
mientos colectivos marginales (“cantegriles”), sin habili- 
tación municipal de construcción existentes a la fecha 
de vigencia de la presente ley. 


Contra el decreto de suspensión de lanzamiento, po- 
drá interponerse recurso de reposición.  ' 


CAPITULO VII 
Disposiciones Generales 


Artículo 21. — Sustitúyese el artículo 51 del Decreto- 
Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 51. — Los juicios de desalojo contra, ma- 
los pagadores quedarán clausurados si dentro del pla- 
zO para oponer excepciones, el inquilino consignare 
la suma adeudada más el 40 % (cuarenta por ciento) 
de esa suma como única indemnización al actor por 
concepto de intereses y gastos causídicos. El arren- 
datario o subarrendatario se beneficiará una sola vez 
con la clasura del respectivo juicio.” 


Art, 22. — (Reforma de plazo). — sustitúyese el in- 
ciso tercero del artículo 52 del Decreto-Ley N% 14.219, de 
4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“Procede la reforma de los plazos señalados en la 
intimación si el arrendatario moroso, dentro del tér- 
mino acordado, consignare el importe de los arrenda- 
mientos devengados, con más el 20 % (veinte por 
ciento) del mismo por concepto de única indemniza- 
ción al actor por intereses y demás gastos.” 


Art. 23. — (Lanzamientos de arrendatarios inscriptos 
en el RAVE). — La inscripción en el Registro de Aspi- 
rantes a Viviendas de Emergencia (RAVE), importará de 
pleno derecho, la suspensión del lanzamiento decretado 
hasta tanto le sea adjudicada al inquilino la ocupación 
de una vivienda, en venta o en arrendamiento, por parte 
del Banco Hipotecadio del Uruguay. 


El Banco Hipotecario del Uruguay podrá ofrecer un 
préstamo al inquilino para adquirir la vivenda que ocupa 
si' el propietario estuviere dispuesto a enajenarla. 


El ofrecimiento se efectuará con sujeción a las siguien- 
tes bases: 


19) Que el precio sea fijado por el Banco, previa 
tasación que éste realizará del inmueble. 


29) Que el propietario acepte dicho precio y las con- 
diciones en que el mismo le será pagado. 


El arrendatario dispondrá de un plazo perentorio de 
diez días hábiles a partir de la notificación para expresar 
su consentimiento. En caso de silencio o respuesta nega- 
tiva, caducará automáticamente su inscripción en el RAVE 
y el Banco lo comunicará al Juzgado correspondiente con 
arreglo al artículo 91 del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 
de julio de 1974. 7 


La caducidad referida en el inciso precedente no ope- 
rará en los casos en que el arrendatario acreditare ante 
el Banco Hipotecario del Uruguay no poseer los ingresos 
suficientes, a criterio de la Institución, para hacer uso 
del crédito que se le concede. 
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Art. 24. — (Notificación a fiadores). — En todos los 
arrendamientos en que se hayan constituidos o se cons- 
tituyan garantías personales, toda vez que el arrendata- 
rio adeude el alquiler correspondiente a tres meses ven- 
cidos, los arrendadores deberán notificar esta situación a 
los fiadores. La notificación se efectuará mediante telegra- 
ma colacionado u otro medio auténtico, cuyo importe es- 
tará a cargo del arrendatario o del fiador en su caso. A 
estos efectos, el fiador deberá dejar constancia en el con- 
trato, de su domicilio real. z 


El arrendador no podrá accionar contra el fiador por 
cobro de arrendamientos mientras no acredite haber cum- 
plido dicha obligación. 


Realizada la notificación, después de los diez días de 
vencido el plazo establecido en el inciso primero, el arren- 
dador no podrá reclamar al fiador intereses y reajustes. 


Los fiadores o codeudores de inquilinos malos paga- 
dores podrán ejercer la acción de desalojo con el plazo y 
el procedimiento previsto en el artículo 48 del Decreto- 
Ley N* 14,219, de 4 de julio de 1974, una vez que hayan 
hecho efectivo el pago de lo adeudado al arrendador. 


Art. 25. — Modifícase el artículo 40 del Decreto-Ley 
N9 14.219, de 4 de julio de 1974, el que quedará redac- 
tado de la siguiente forma: 


“ARTICULO 40. — Si no hubiere acción judicial ini- 
ciada por el arrendador o subarrendador, podrá el 
arrendatario, subarrendatario o fiador sustituir la 
fianza personal por la garantía del alquiler en Obli- 
gaciones Hipotecariías Reajustables. 


El arrendador o subarrendador no podrá oponerse 
a la sustitución. En caso de negativa del arrendador o 
subarrendador, el arrendatario, subarrendatario o fia- 
dor, seguirá los procedimientos de la oblación y con- 
signación, debiendo efectuarse esta última en el Ban- 
co Hipotecario del Uruguay.” 


Art. 26. — (Excepciones). — Las disposiciones de 
esta ley no se aplicarán a los casos previstos en los artícu- 
os e ES y 114 del Decreto-Ley N% 14 219, de 4 de julio 

e Ñ 


Art. 27. — (Limitaciones probatorias). — A los efec- 
tos de la aplicación de los artículos 16 a 19 y 63 del De- 
creto-Ley N? 14,219, de 4 de julio de 1974, y del artículo 
40 de la presente ley, no regirán en vía judicial las limi- 
taciones probatorias establecidas en los artículos 25 del 
Decreto-Ley N?* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, y 
47 del Código Tributario. 


ASAMBLEA GENERAL 


2 de Octubre de 1985 


Art. 28. — (Registro de la propiedad inmueble urba- 
ma y suburbana). — Cométese a la Dirección General del 
Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del Es- 
E el Registro de la propiedad inmueble urbana y sub: 
urbana. 


En dicho Registro deberán constar todos los informes 
necesarios para determinar la situación ocupacional de 
esos inmuebles. 


Los propietarios dispondrán de un plazo de ciento 
veinte días para inscribir sus inmuebles en el Registro 
previsto en los incisos anteriores. La inscripción será gra- 
tuita. Vencido dicho plazo, no se dará trámite a ninguna 
gestión administrativa o acción judicial relacionada con 
inmuebles urbanos y suburbanos, si no se acredita la ins- 
cripción de los mismos en el referido Registro. 


El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposición 
dentro de los sesenta días de la fecha de promulgación de 
la ley. El presente artículo regirá a partir de los sesenta 
días de dictada dicha Reglamentación. 


Art. 29. — La Suprema Corte de Justicia dispondrá lo 
pertinente a fin de suministrar trimestralmente al Poder 
Ejecutivo y a la Asamblea General el número de desalo- 
jos y acciones de rebaja promovidos ante todos los Juz- 
gados de la República, las causales invocadas en cada 
caso y los lanzamientos realizados durante dicho lapso. 


Art. 30. — Las disposiciones de esta ley son de orden 
público. 


Art. 31. — Esta ley entrará en vigencia a partir de su 
publicación en el Diario Oficial. 


Art. 32. — Comuníquese, etc.” 


5) SE LEVANTA LA SESION 
_ SEÑOR PRESIDENTE. — Se levanta la sesión. 
(Es la hora 23 y 56 minutos) 


Dr. JORGE BATLLE 
Presidente 


Dn. Mario Farachio 
Dr. Héctor Clavijo 
Secretarios 


Dn. Jorge Peluffo Etchebarne 
Director del Cuerpo de Taquígrafos del Senado 
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